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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Navarro Brain, Alejandro

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña. 
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Berazaluce Maturana. 

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 59ª y 60ª, ordinarias, en 7 de noviembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dieciocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para la tramitación del oficio con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (boletín N° S 1.940-05).



Con los doce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



2) El que instaura el 12 de marzo de cada año como Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín N° 8.875-13).



3) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



4) El que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



5) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



6) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



7) El que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).



8) El que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.687-06).



9) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín N° 10.883-17).



10) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (boletín N° 11.120-05).



11) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06).



12) El que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).


Con los cuatro últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (boletín N° 7.543-12).



2) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (boletín Nº 10.207-10).



3) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).



4) Proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (boletín N° 10.372-03).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Inciso primero del artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito, en relación con la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículos 195, inciso tercero, parte final, y 196 ter de la ley             N° 18.290, de Tránsito.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a las medidas preventivas adoptadas para evitar la ocurrencia de incendios forestales durante el próximo verano.



Del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos:


Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor García, acerca de la instalación de una sede del Servicio Médico Legal en la ciudad de Victoria.



Del señor Intendente de Fiscalización de la Superintendencia de Pensiones:


Responde petición, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, referente al proceso de calificación de invalidez de persona individualizada. 



Da respuesta a planteamiento, enviado en nombre del Senador señor Bianchi, sobre la calificación de invalidez de persona individualizada.



Del señor Jefe de la División de Atención y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Pensiones:


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Senador señor García, acerca de la suspensión del pago de pensión de invalidez consultada.



Del señor Director Ejecutivo de CONAF:


Remite informes sobre la evaluación de la muerte regresiva de la araucaria araucana y de la estrategia de gestión de incendios en Chile de la FAO, consulta realizada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio:


Anexa respuesta a solicitud, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, para informar sobre la contratación de servicios para la implementación del proyecto SIDRA, de registro clínico electrónico integrado.



Del señor Presidente del Directorio de Codelco:


Atiende solicitud del Senador señor Araya, relativa al cumplimiento de los contratos colectivos de trabajo indicados.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones en la normativa educacional (boletín N° 11.471-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.526-06) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, con urgencia calificada de “simple”:



-El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (boletín Nº 10.207-10) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



-El que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto ‘Túnel Internacional Paso de Agua Negra’ (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (boletín N°11.218-10) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 1269 del Código Civil en lo relativo al plazo de prescripción de la acción de petición de herencia (boletín Nº 11.506-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos del Senador señor Chahuán, con las que inicia los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica el artículo 25 de la ley N° 21.020, sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, en lo relativo a la esterilización de perros de raza (boletín Nº 11.507-11) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Salud.



2) El que modifica los artículos 5° y 5°A de la ley N° 17.798, sobre control de armas y explosivos, en lo concerniente al porte de armas con fines deportivos (boletín Nº 11.508-02) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana y Quinteros, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva enviar un proyecto de ley que extienda el otorgamiento de la gratificación especial de protección de autoridades a todos los funcionarios de Carabineros y de la Policía de Investigaciones que cumplan esta labor (boletín N° S 1.954-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Senador señor Pizarro, para salir del país a contar del día 23 del presente mes.



Del Senador señor Walker (don Ignacio), para ausentarse del país a contar del día 26 de noviembre.



--Se accede a lo solicitado.



Durante el transcurso de la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:
Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que señala que tomó conocimiento de que el Senado desechó las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07), con urgencia calificada de “simple”, y comunica la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto.



--Se toma conocimiento y se manda adjuntar el documento a sus antecedentes.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes, sobre la Cuenta.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero solicitar dos cosas. 



En primer lugar, en el segundo punto del Orden del Día está el proyecto sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano. Ayer solicitamos que no se viera hoy, sino el próximo martes, porque la Ministra del ramo se encuentra con la señora Presidenta, al parecer en el sur. 



En segundo lugar, recién se dio cuenta de un informe sobre una iniciativa miscelánea relativa a la Ley de Inclusión que es fundamental aprobar luego, ya que el plazo para su aplicación es el 31 de diciembre. Entonces, no deberíamos atrasarnos. Me gustaría saber cuál es la razón por la que no está dentro de las materias a tratar. Es muy urgente despacharla, pues establece la posibilidad de arriendo bajo ciertas condiciones, flexibilizando la situación, en fin. 



Si el proyecto no está aprobado y operativo antes del 31 de diciembre, va a regir la ley actual, que es distinta. Y por eso, señor Presidente, pido, si es posible, ponerlo en tabla el día de hoy.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

SOLIDARIDAD CON PRESIDENTE DEL SENADO ANTE FILTRACIÓN DE ANTECEDENTES CONTENIDOS EN INVESTIGACIÓN RESERVADA

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, pido la atención de la Sala, de las señoras y señores Senadores, para, en nombre de los miembros de las distintas bancadas que estuvimos en la Comisión de Régimen Interior viendo otros asuntos -ya que no hubo posibilidad de celebrar una reunión de Comités-, expresarle nuestra solidaridad frente a las infamias que hemos conocido en el día de hoy y que claramente constituyen un atentado, no solo a su persona, a su familia, a su entorno, sino también a la institución del Senado.



A nuestro juicio, la forma en que se han presentado, se han planteado y se han filtrado ciertos antecedentes implica una vulneración de un derecho tan elemental como el derecho a la privacidad de la información que tiene cualquier ciudadano que es objeto de una supuesta investigación sobre hechos, en este caso, total y absolutamente falsos, lo que, en la práctica, significa un fusilamiento comunicacional. 



Más allá de las explicaciones que usted ha entregado -y con las cuales solidarizamos plenamente-, se han generado hechos gravísimos que, en definitiva, atentan contra nuestra democracia y la fortaleza de sus instituciones.



Esto es algo que va más allá de su persona, señor Presidente, y por eso nos hemos permitido plantear la situación en el Hemiciclo. Por lo mismo, solicito recabar la unanimidad de la Sala para llevar adelante, como Senado de la República, las acciones legales que correspondan frente al agravio y la posición inconcebible en que ha sido expuesta su figura.



Igualmente, solicitamos a la Mesa tomar cartas en el asunto, en representación de nuestra Corporación. Por supuesto, no lo hará usted, señor Presidente; será el Vicepresidente, con el respaldo de todos los Comités, quien deberá patrocinar las acciones pertinentes y exigir -lo digo claramente: exigir- al señor Fiscal Nacional que se determinen, de una vez por todas, las responsabilidades que caben ante las reiteradas filtraciones que se han conocido en el último tiempo y que dejan en la indefensión a los ciudadanos de este país, condenándolos públicamente, sin tener antes la posibilidad de una adecuada defensa.



En nuestro concepto, se trata de una situación reiterada. Ahora, el fiscal regional planteó un sumario interno y se lo encargó a una fiscal, pero, con franqueza, queremos decir que aquello no ha sido suficiente en casos anteriores. Y la opinión pública tiene derecho a saber dónde están las responsabilidades.



Hay una cadena compleja en este caso: se dice que se investiga a alguien por el supuesto delito de trata de personas. Sin embargo, ese alguien le solicita a usted, señor Presidente, una gestión que no tiene absolutamente nada de malo ni tiene nada que ver. 



El uso y la costumbre implican que nosotros, en cuanto representantes de la comunidad, hacemos las consultas necesarias a la autoridad correspondiente, siendo esta la que decide frente a cualquier situación. No obstante, a usted lisa y llanamente se lo mezcla en el asunto.



Un fiscal, que no sé quién es, va y le pide a un juez, que tampoco sé quién es, que pinchen su teléfono, es decir, que lo intervengan…

El señor PROKURICA.- ¡Al Presidente del Senado!

El señor PIZARRO.-… sin poner esta acción en conocimiento de nadie.



Y, claro, se trata del Presidente del Senado, que es la segunda autoridad del país y juega un papel institucional importante. Esto es sumamente delicado. Hay información que, lógicamente,  se maneja con las reservas del caso. Pero lo que sucede, en definitiva, es que ese juez autoriza un pinchazo frente a una situación absolutamente anexa, en la cual el Senador Andrés Zaldívar no tiene absolutamente nada que ver. 



Y eso, más encima, se filtra a los medios de comunicación, o “se sube”, como dicen, a una página del Poder Judicial, de la Fiscalía, nadie sabe por quién, pero el hecho concreto es que un periódico, sin tener ningún antecedente serio ni responsable sobre la materia, publica la información, esta se establece como un hecho cierto en todos los medios de comunicación del país, y se genera un daño irreparable a una persona que exhibe una trayectoria de servicio al país intachable y que ha sufrido lo que muchos chilenos sufrimos en épocas anteriores.



Francamente, señor Presidente, esta situación de indefensión de nuestros compatriotas recuerda, lamentablemente -y lo quiero decir-, aquellos tiempos en que muchos teníamos que andar en la clandestinidad, escondidos, porque nos podían estar filtrando, escuchando o siguiendo. Y, sinceramente, ahora estamos ante hechos parecidos a los que se vivían cuando existían aquellos organismos, de los cuales nadie quiere acordarse.



Lo digo responsablemente, en nombre de todos los Senadores de la Democracia Cristiana y de todos los Comités que participamos en la reunión.



Y lo último que quiero pedir, señor Presidente, es que también respaldemos la acción que usted adoptó, como máxima autoridad de la Cámara Alta, en orden a instruir a un miembro de la fiscalía de la Corporación para presentar las querellas que correspondan ante la cobarde agresión de que fuera víctima el Senador Fulvio Rossi. 



Lamentablemente, creo que en nuestro país se está generando un cuadro en que cualquier cosa está permitida y nadie responde por nada. Y nosotros, como Senado -y sobre todo los que vendrán, a quienes les va tocar vivir épocas más complejas-, tenemos que saber que, si no defendemos a nuestra institución, en cuanto representantes del pueblo de Chile, le estaremos haciendo un flaco servicio a nuestra democracia, a nuestro país y a las futuras generaciones.



Es lo que quiero solicitar, señor Presidente, en nombre de nuestra bancada y de las demás que forman parte de nuestra Corporación.

El señor BIANCHI.- Incluida la bancada independiente.

El señor PIZARRO.- Por supuesto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la bancada de Senadores de la UDI respalda las palabras que ha expresado el Senador Pizarro en representación del Partido Demócrata Cristiano.



Sin duda, cuando hoy leímos la prensa y se hablaba de una filtración de información, desde la fiscalía, en contra del Senador Andrés Zaldívar, fue impactante. Que el Presidente del Senado, la segunda autoridad del país, sea acusado de un delito a través de un medio de comunicación, producto de una filtración originada en la fiscalía, es, indudablemente, algo que impacta. Y creo que todos los chilenos que hoy han leído la prensa, han escuchado la radio o han visto distintos medios de comunicación se han impactado, porque es un hecho especialmente grave y delicado.



Lo segundo, luego de leer el texto y revisar cada uno de los episodios que se filtraron, es que uno queda con la impresión de que debe venir una segunda parte donde verdaderamente aparezcan los hechos delictivos. Seguramente en la edición de mañana se precisarán los hechos constitutivos de delito, porque aquí -he leído la noticia varias veces- no hay absolutamente nada, salvo lo que una autoridad (un Senador, en este caso) realiza cuando una persona, una institución o un familiar le pide llevar a cabo algún tipo de gestión, en que no resuelve absolutamente nada, sino que, simplemente, coloca los datos en conocimiento de la autoridad a la que le corresponde decidir.



Creo que aquí se ha traspasado todo límite: en primer lugar, con la actuación de la fiscalía, y en seguida, al tratar de involucrar en delitos a personas destacadas y honorables.



Se nos va a acusar, sin duda, de que estamos haciendo una defensa corporativa, de que estamos tratando de defendernos entre nosotros. Pero le quiero decir, señor Presidente, que muchos de los miembros de mi bancada y de mi partido han sido objeto de filtración de informaciones absolutamente falsas, desdorosas, persecutorias y agravantes durante largo tiempo. Y hemos debido enfrentar el problema. Sin embargo, no nos gusta que lo que nos hacen a nosotros se lo hagan a otros. 



Sin duda, el hecho que hoy se le imputa al Senador Andrés Zaldívar, con quien discrepamos, con quien competimos en actos eleccionarios y con quien nos encontramos en bancadas distintas, es absolutamente falso. En titulares se le imputa un delito inexistente, y así se desprende de la lectura de la nota.



El llamar al jefe de la Policía de Investigaciones para ver si una persona es o no trasladada no sé en qué parte será delito. El director de la institución verá si aquella cumple con los requisitos o no.


Repito que el acto de llamar no me parece un delito, y lo mismo en un tema de migración.


Nosotros estamos en permanente contacto con la ciudadanía, la cual nos demanda ese tipo de acciones. A lo mejor la gente no tiene ninguna posibilidad de obtener una respuesta, y somos el vínculo para lograrlo. Y, sobre las transcripciones, en ninguna parte el Senador Zaldívar dice que esto se resuelva de la forma que él señala, sino que se pone a disposición de la autoridad.


Por lo tanto, queremos sumarnos al reclamo frente a esta práctica de la fiscalía, que no sé si irá a terminar. Con ese tipo de actuaciones, la fiscalía claramente pone en duda en un vasto sector de ciudadanos la manera en que actúa, la manera en que realiza su deber institucional, al filtrar información para denostar a las personas, y, en este caso, a personas que presiden instituciones serias.



Aquí nadie está por que no se nos investigue. Queremos que se investigue todo lo que corresponda cuando se crea que hemos cometido un delito. Pero utilizar filtraciones para denostar a las personas me parece un hecho grave, que lamentablemente ha llegado para quedarse, y lo debemos enfrentar con seriedad. 



La fiscalía le debe una explicación al Senado. El Fiscal Nacional debe entregarla, y no basta con que se anuncie un sumario porque verdaderamente esta es una práctica demasiado extendida, reiterada y repetida.



Creo que lo de hoy día superó todos los límites. Porque no hay ningún indicio de veracidad en lo que se denuncia. Aquí se falta a la verdad. Y, como se utiliza el poder de un órgano que tiene el monopolio de la persecución criminal para buscar denostar a personas, cualquiera que sea su investidura, nosotros levantamos la voz, reclamamos y solicitamos a la fiscalía que cese en ese actuar, que claramente altera toda norma de decencia.


Vaya nuestra solidaridad al Senador Zaldívar y también al Senado, porque estamos hablando del Presidente de esta Corporación. Sin duda, hoy, a lo largo y ancho de Chile, a través de los medios de comunicación, una vez más se ha puesto en duda la honorabilidad del Senado con hechos absolutamente falsos, que no reúnen ninguna condición de veracidad.



Considero lo anterior extraordinariamente grave. Si nuestra Corporación va a llevar adelante acciones de carácter legal, como expresaba el Senador Pizarro, nosotros las compartiremos y apoyaremos. Y ojalá que busquemos incesantemente a quiénes han hecho que esta práctica supere todos los límites aceptables.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, como bancada del Partido Socialista solidarizamos absolutamente con el señor Presidente del Senado, y amigo, Andrés Zaldívar.


Es inaceptable lo que hoy hemos leído en la prensa. Es inaceptable porque parece que se quiere destruir las instituciones del Estado. Acá se ha afrentado contra la segunda autoridad más importante del país, que es el Presidente del Senado. Y quienes conocemos la infamia, la mentira y la persecución no podemos aceptar que se vuelva a las mismas prácticas de épocas pasadas, como lo ha expresado el Senador Pizarro.



Por eso, nuestra solidaridad como socialistas es absoluta con don Andrés Zaldívar.


No podemos permitir que se siga persiguiendo a miembros del Senado. No podemos permitir que, sobre la base de falsedades, se los enjuicie públicamente o se los lleve al patíbulo, cuando ni siquiera se han efectuado las investigaciones correspondientes.



Por eso, estimado Senador señor Andrés Zaldívar reciba toda nuestra solidaridad, nuestra amistad y nuestro apoyo. Estaremos con usted, porque se lo merece no solo como Presidente del Senado, sino también como persona, como caballero y como hombre que durante toda su vida pública ha demostrado una tremenda humanidad y cabalidad. 



Así que reciba nuestro respeto en nombre de toda la bancada Socialista.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en nombre del Comité de Senadores del Partido Por la Democracia, inicio mis palabras manifestando toda nuestra solidaridad y respaldo a don Andrés Zaldívar Larraín, hombre de vasta trayectoria, conocida a nivel nacional, y que no ha escatimado esfuerzos para llegar a acuerdos muchas veces poco entendidos, pero muy necesarios para la estabilidad y la paz de nuestro país.


A continuación, deseo hacer una breve reflexión.



Soy de aquellas personas que valoran el sistema procesal penal, y me ha correspondido hacer tremendos esfuerzos por apoyar la labor del Ministerio Público. Sin embargo, con la misma fuerza quiero expresar que estamos en presencia del hecho más grave que se haya conocido en la reforma procesal penal desde su instalación.



En el marco de una investigación desformalizada respecto de una persona determinada, se violan las comunicaciones privadas de un tercero. Luego, sin contentarse con ello, se solicita la ampliación de la medida intrusiva, y dentro de esta petición se hace referencia a información residual, es decir, a antecedentes que no forman parte de la investigación. Y eso se manda y se filtra, lo que causa un daño irreparable.



Esa conducta es constitutiva de delito. Porque, efectivamente, existe una mala utilización de una medida intrusiva. 



Permítanme recordar cuando con el entonces Diputado Jorge Burgos fuimos los únicos que levantamos la mano para reclamar en la Cámara de Diputados cuando el Ministerio Público, con el anterior Fiscal Nacional, adquirió una máquina para interceptar llamadas telefónicas.



En esa ocasión manifestamos que no era adecuado que aquella la tuviera dicha institución, por ser parte interesada en el proceso. Debe haber controles interinstitucionales.



La inviolabilidad de las comunicaciones está consagrada en la Constitución. Admite límites, ¡sí, claro!, la seguridad, por ejemplo. Pero cuando existen fundamentos. Sin embargo, cuando se violan las comunicaciones de la segunda autoridad de la República, no siendo investigado directamente, sino que a partir de la comunicación con un tercero, realmente me permito dudar de la intencionalidad tenida a la vista al momento de concretar esa acción.



Señor Presidente, los episodios de filtraciones han sido permanentes. Algunos intentamos en su minuto, con la impopularidad que implicó, que a los abogados defensores se les aplicaran las mismas normas que a los jueces. Se acusó que ello era una “ley mordaza”, y muchos de ustedes se arrepintieron. Nuestro objetivo era justamente este: evitar que terceras personas filtraran información y generaran un daño irreparable.



¿Será el mismo diario el que diga mañana que la información no era adecuada? ¿Lo informará en el titular y no en la página de deportes, abajo, en una esquina?



El daño está hecho.



Esta situación es muy delicada. Lo que debería ocurrir es que se ejercieran las responsabilidades en el Poder Judicial, porque alguien subió al Sistema de Información de Apoyo a la Gestión Judicial (SIAGJ) algo que no debía; en el Ministerio Público, por dos razones: porque alguien filtró la información -eventualmente; hay que determinarlo-, o porque se invocó información residual. 



¿Qué tiene que ver que un Senador llame a alguien para recomendar una terna de no sé qué? ¿Qué tiene que ver eso con la investigación? ¡Nada!



En las investigaciones formalizadas, donde se intervienen los teléfonos, se utiliza la información relativa a lo que se investiga y es obligatorio borrar el resto. Aquí no solo no se borró, sino que el fiscal argumentó, para extender la interceptación, con información residual. 



¡Ello es inaceptable!



Y luego se dice que es “constitutivo de delito” llamar por teléfono a alguien para pedirle que reciba a otra persona. 



Señor Presidente, en ese caso, todas las autoridades del país, incluidos los fiscales, serían actores de hechos delictuales. ¿Cuántas veces se le pide a un fiscal determinada gestión, que probablemente puede hacer? ¿Cuántas veces nos solicitan a nosotros interceder ante la autoridad pública no para beneficio propio, sino para solucionarle un problema a la ciudadanía?



¿Cree alguien que un ciudadano de la comuna de Ránquil, en la Región de Ñuble, tiene acceso a una autoridad nacional si no es a través de su parlamentario?



Pero si la esencia del rol del legislador no solo es legislar, sino representar. ¿Y no es una forma de representar el hacer presente a la autoridad lo que los ciudadanos quieren? O cuando recibimos a un gremio que plantea reivindicaciones y nosotros las exponemos acá, en el Hemiciclo, ¿no es acaso en cumplimiento del rol de la representación? 



¡También lo es, pues!



Entonces, cuando alguien cree que hacer una gestión es constitutivo de delito me surge la duda. 



¿No ha llamado nunca algún fiscal a alguien para pedirle apoyo ante la corte de apelaciones respectiva para ser Fiscal Regional?

El señor MOREIRA.- ¡O Nacional!

El señor HARBOE.- ¿Eso es malo? No. Es adecuado y está bien, porque resulta legítimo conocer quiénes son, lo cual no significa jamás -¡jamás!- que se intente el aprovechamiento de esa situación. 



Con el mismo cariño y respeto que le tengo y le he tenido siempre al Ministerio Público, creo que esto debe ser aclarado a la brevedad y determinarse las responsabilidades, para que no se enlode a toda una institución por una actitud imprudente e inadecuada que genera un daño irreparable a la reputación de un hombre de Estado, de un hombre de la república.



Don Andrés Zaldívar Larraín, en nombre del Comité de Senadores del Partido Por la Democracia, reciba nuestro respeto y solidaridad. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Moreira. 

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, no haré uso de la palabra por razones de seguridad personal.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, quien conoce la trayectoria de Andrés Zaldívar; quien conoce su pasado intachable y su contribución a nuestra democracia; quien conoce además su actuar en la vida pública y privada no puede darle ningún crédito a las informaciones vertidas en los medios de comunicación; más aún, cuando en virtud de una filtración sobre una interceptación telefónica a la segunda autoridad del país se usa información residual para ampliar los plazos de dicha interceptación en una investigación desformalizada.



Estamos hablando de la segunda autoridad del país; estamos hablando del Presidente del Senado. Nadie está exento de ser investigado, lo cual es legítimo en una democracia. Pero una cosa muy distinta es que finalmente se le trate de imputar un acto delictual, respecto del que no hay ningún antecedente, de acuerdo a las informaciones vertidas, que permitan acreditar algún grado de responsabilidad en esa materia. 



Cómo se van dañando nuestras instituciones y cómo se va generando un manto de sospecha acerca de la acción de un Poder del Estado al dañar la imagen del Presidente del Senado.



Quiero decir que el Presidente de la Corporación, como persona, cuenta con toda nuestra solidaridad, y como Senadores nos vemos obligados a actuar en consecuencia para restablecer el honor de esta institución. 



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en representación de los Senadores de Renovación Nacional, quiero partir por solidarizar con don Andrés Zaldívar Larraín, quien ha sido objeto de una acción que no cabría si no calificar de infame, porque en rigor eso es lo que estamos analizando ahora, desde mi perspectiva. 



El Senador Harboe explicó adecuadamente cuáles eran -por decirlo en forma benévola-, desde el punto de vista jurídico, los excesos que se habrían cometido en esta situación; y el colega Pérez Varela fue lo suficientemente elocuente para exponer que, de la lectura de la información disponible, nada permite, bajo ningún atisbo, concluir que era necesaria tal medida intrusiva, y mucho menos que un Senador de la república, un hombre al que el país le debe numerosos servicios, deba ver hoy día en el titular de un diario: “Andrés Zaldívar es indagado como imputado por caso de tráfico de migrantes y cohecho”. 



Esa es una aseveración extraordinariamente infame. 



En consecuencia, junto con señalar nuestro repudio, lo que corresponde no solo es recabar las responsabilidades, sino preguntarse qué hay detrás de esto.



Señor Presidente, ¿estamos frente a un acto de imprudencia de la fiscalía? ¿Aquí hay imprudencia? ¿Es una falta de criterio? ¿Se trata acaso -por qué no pensarlo- de una represalia?



Todo el mundo sabe que hace algunas semanas el Presidente del Senado tuvo una legítima controversia con la fiscalía respecto de ciertos antecedentes solicitados a esta Corporación. 



Entonces -insisto-, ¿esto obedece al descriterio de un fiscal? ¿Es una imprudencia? ¿Es una represalia? ¿Se trata del ánimo deliberado de dañar a una institución?



Esas son las preguntas que, en definitiva, quedan arriba de la mesa y deben absolverse. 



Sobre las filtraciones ya se ha dicho ad nauseam que se han transformado en un instrumento para litigar y para dañar a las personas y a las instituciones. 



Yo considero fundamental que se produzca una reacción. 



Tal como aquí se ha señalado, algunos podrán acusarnos de que esta es una defensa corporativa. Pero me parece que no lo es, sino una defensa justa frente a una acción que -insisto- yo califico de infame. 



En consecuencia, manifiesto nuestra completa solidaridad con el Presidente del Senado. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que yo esperaría una respuesta de Jorge Abbott, Fiscal Nacional, frente a un hecho reiterativo: las filtraciones. 



Le ha tocado a la UDI, les ha tocado a otros. 



En definitiva, se ha vuelto algo permanente que los documentos se filtren, sin ninguna investigación para determinar quiénes son los responsables. 



Eso daña gravemente la credibilidad del Ministerio Público, de los fiscales, y también perjudica el combate esencial que tal organismo debe sostener contra la delincuencia, el narcotráfico, y, en último término, hacia los que atentan contra la sociedad. 



Quienes hacen estas filtraciones sin duda tienen más bien un móvil político, porque si quieren perseguir a los delincuentes, ahí están. 



La demanda ciudadana es contra la delincuencia. Entonces, por cierto hay un móvil político.



¿De qué se trata? De ablandar al Presidente del Senado para que permita la entrega de los informes que habían sido retrasados o denegados. 



¡Algún motivo hay! 



Tal vez sea un enroque consistente en dispararle a uno para conseguir lo otro.



Yo solo quiero recordar que, como legisladores, debemos tener la mayor de las capacidades para prevenir este tipo de hechos. 



Quiero señalar a la Sala que el 22 de junio de 2011 dos suboficiales de Carabineros, Esteban Infante Alcaíno y Claudio Cofré Soto, además del periodista Patricio Mery y del abogado Rubén Jerez, entregaron su testimonio en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, donde señalaron que había escuchas por parte de la DIPOLCAR, mediante dispositivos técnicos especializados para captar conversaciones o comunicaciones de carácter privado, respecto de aparatos móviles de diversos parlamentarios del país. Entre ellos, mencionaron al Diputado Aguiló y al Senador que habla.



Yo presenté un recurso de protección en contra de aquello, el cual finalmente fue rechazado por la Corte Suprema. 



Por cierto, es necesario investigar. Los fiscales poseen facultades. La pregunta que surge es quién fiscaliza a los fiscales, porque estas atribuciones, que se establecieron en pos del bien común, han de tener un límite, pues también puede ser sobrepasada la justicia.



Señalé hoy día en la mañana en la prensa que sobre este tema se debe exigir, por parte del Senado, la mayor transparencia del Ministerio Público y no tengo ninguna duda de que el Senador Zaldívar va a ponerse a disposición para aclarar todos los hechos que sean necesarios, sin ningún tipo de petición de trato privilegiado o de discriminación positiva.



Los hechos mencionados son graves porque dañan no solo al Senador Zaldívar, no solo a la Cámara Alta, sino a la política en general. Ellos vienen a consolidar lo que la ciudadanía crecientemente ha venido diciendo, en el sentido de que la política en sí es un lugar oscuro, perverso. Y el afianzamiento de esta imagen, agravada por circunstancias como las descritas, va en contra, finalmente, de la democracia, de la credibilidad de las instituciones.



Yo solo espero que haya una respuesta formal del Ministerio Público -no sé si los Comités lo acordaron así- y del Fiscal Nacional, Jorge Abbott, dada la implicancia de los acontecimientos.



Me pregunto: ¿habrán pinchado también el teléfono de la Presidenta Bachelet, si le espían el celular a la segunda autoridad del país? Es posible que la Primera Mandataria haya recibido cierta llamada y, en el curso de alguna investigación, le hayan pinchado el teléfono y grabado conversaciones con carácter de Estado, reservadas. ¿O han interceptado diálogos del Presidente Piñera, respecto de los conflictos internacionales que Chile libra con Bolivia y con Perú?



¿Es posible que el Ministerio Público pueda acceder a esa información y luego ser filtrada, atacando gravemente el interés nacional?



Se abre un debate nuevo, por cuanto la información residual puede estar diversificada en elementos que son de carácter de Estado. 



¿Quién establece el criterio de qué es información residual y qué puede ser divulgado?



Porque, si se trata de las autoridades máximas del país y de asuntos de carácter secreto, por el bien de la seguridad nacional, ahí tiene que existir un límite. Y es un tema que deberemos discutir, porque tratándose del Presidente del Senado, cualquiera que fuere, del partido que sea, efectivamente no puede ser filtrada información residual en materia de seguridad nacional.



Ese un tema de reflexión.



Yo exijo, señor Presidente, que el señor Fiscal Nacional aclare estos hechos. 



Y exijo del Senado no una actitud corporativa, sino una postura esclarecedora, por el bien público, por la credibilidad de este Poder del Estado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo pensaba guardar silencio, pero no puedo hacerlo porque las muestras de solidaridad y respaldo me obligan a darles las gracias a todos y a cada uno de ustedes.



Por ningún motivo quiero que el asunto se trate como una defensa corporativa.



Voy a asumir esta defensa sin fueros y sin privilegios, igual que cualquier ciudadano, para demostrar realmente que lo que se ha hecho conmigo hoy día es una infamia, una injuria incalificable. 



Quien sea su autor, ojalá que el día de mañana pueda responder. Pero el daño que ha provocado, tanto en mi persona como en mi familia, es irreparable. Yo lo reconozco. 



No soy la única víctima de esto. Aquí ya se ha dicho: el procedimiento de filtrar información acerca de procesos que están recién iniciándose para determinar qué sucedió realmente ya es casi una cosa reiterativa.



No voy a pronunciarme más sobre eso. Pero, en verdad, resulta doloroso, cuando uno ha entregado su vida al servicio público, recibir el pago que hoy día estoy recibiendo.



No me van a amilanar ni a doblegar. He pasado otras circunstancias, no tan dolorosas como la presente, pero voy a salir adelante. Y voy a salir adelante no solo por mí, sino porque realmente me siento parte de esta Corporación. Soy quien los representa hoy día, y espero nunca defraudarlos. 



Lo que les puedo decir es que tengo mis manos limpias. Ojalá que algún día el daño que se me hizo realmente pueda ser reparado con la misma intensidad con que se me provocó.



Por lo tanto, muchas gracias. Y les insisto: voy a asumir el asunto en términos personales, agradeciendo la solidaridad de ustedes. Y veremos con el tiempo -espero que así sea- que lo que les he señalado es realmente la verdad.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Entiendo que el Senador señor Pizarro hizo un planteamiento más bien institucional, que no se contrapone con lo manifestado por el Senador señor Zaldívar. 



Si le parece a la Sala, se llevará adelante, ya que fue la petición de todos los Comités.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, sobre la Cuenta, la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo quiero decir que no damos la unanimidad para tratar el proyecto de ley que introduce diversas modificaciones en la normativa educacional.

El señor MONTES.- Pero tiene “discusión inmediata”.

La señora VON BAER.- La pusieron recién ayer.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Hay el planteamiento de poder ver la iniciativa miscelánea sobre educación que se halla con “discusión inmediata”. 
El señor MONTES.- Por eso debe discutirse hoy. 
El señor LETELIER.- Reglamentariamente, se tiene que ver.

La señora VON BAER.- No, porque se puso recién ayer la “discusión inmediata”.

El señor PÉREZ VARELA.- Hay plazo todavía.

El señor PROKURICA.- Al no darse la unanimidad, no se puede tramitar hoy. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Entonces, tendremos que citar a sesión para el lunes, porque ese día vence la urgencia.

El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor PIZARRO.- Cite para cuatro horas más, señor Presidente.

El señor LETELIER.- Punto de Reglamento.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, cuando se fija una “discusión inmediata”, entiendo que es atribución del Presidente de la Corporación organizar el debate. Perfectamente podemos construir un acuerdo. No entiendo bien cuál es la motivación de fondo, no de forma, de la Senadora que ha puesto la objeción a que veamos el proyecto sobre tabla ahora. 



Si no, podemos pedir que se cite una hora antes de la sesión de mañana. Pero, cuando hay “discusión inmediata”, la práctica ha sido siempre que la Mesa pueda ordenar la tabla a su parecer, para buen funcionamiento nuestro. Y tenemos la Ley de Presupuestos mañana. Por eso formulo la consulta.

El señor NAVARRO.- ¿Cuál es el motivo de la objeción? ¿Puede explicar la Senadora Von Baer, para entender mejor?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En realidad, se necesita el acuerdo unánime para poder acoger el planteamiento, y no ha habido unanimidad.



En ese caso, propongo que tratemos el proyecto mañana antes del inicio de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos, en sesión de 15 a 16. 

El señor WALKER (don Ignacio).- Muy bien.

El señor MONTES.- Hagámoslo así.

El señor WALKER (don Ignacio).- Cite a las 15.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Me gustaría que existiera consenso al respecto. 



Si no, voy a citar de 15 a 16 a objeto de poder despachar el proyecto, ya que me lo está pidiendo la mayoría del Senado.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Solo quiero solicitarle a la Senadora Ena von Baer -por su intermedio, señor Presidente- que nos explique cuál es la motivación de la UDI para impedir el debate y la votación del proyecto hoy día. Porque se va a realizar la discusión mañana, de todas maneras.



¿Hay algún asunto estratégico de fondo? Lo consulto para entender mejor. ¿O es que hoy no hay suficientes Senadores de la UDI? A ver si logramos comprender si se trata de un tema técnico-administrativo más que de fondo, o de ambos, porque el proyecto se va a votar mañana.



La Nueva Mayoría ha hecho uso de este recurso innumerables veces: pedir la postergación del debate porque no están todos sus parlamentarios. Pero sería bueno que la señora Senadora lo explicitara, porque solo se limitó a plantear una solicitud, sin fundamentarla.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de que se retiren de las tribunas, quisiera saludar a una delegación de chilenos residentes en Córdoba, Argentina, invitados por la Cancillería, y que llevan largo tiempo fuera del país.


¡Muy bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero recordarles a los señores Senadores que este proyecto de ley misceláneo está con “discusión inmediata”.



Además, tenemos que despachar el proyecto de Ley de Presupuestos entre mañana, a partir de las 4 de la tarde, y el viernes. Y el lunes seguramente va a haber trámite de Comisión Mixta.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, solicito que se autorice fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil. Proponemos el lunes 27.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado. 



--Así se acuerda.
)---------------(

La señora VON BAER.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, el Senador Navarro preguntaba por el fundamento de nuestra decisión. Esta no tiene nada que ver con la presencia o no de los Senadores de la UDI. Tiene que ver con el hecho de que el Ejecutivo en algún minuto nos pidió apurar este proyecto, pero para nosotros existe una diferencia de fondo, pues implica una doble sanción para los colegios que no pasen a ser sin fines de lucro.



Nosotros consideramos que debiera aplicarse una sanción o la otra, porque les retienen la subvención y, además, les quitan el reconocimiento oficial.



No estamos de acuerdo con eso.



En su minuto, entendíamos que había una suerte de consenso en el sentido de que no se iba a dar esa doble sanción. Por eso facilitamos el trámite en la Comisión de Educación. Sin embargo, eso se modificó en la Comisión de Hacienda.



Por lo tanto, ya no facilitaremos el trámite; tan simple como eso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Educación.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, por su intermedio, quisiera saludar a todos los parlamentarios.



La verdad de las cosas es que esta iniciativa ya se discutió tanto en la Cámara de Diputados como en las Comisiones de Educación y de Hacienda del Senado, y tiene un plazo complejo: el 31 de diciembre.



Si no hiciéramos nada, la ley vigente obligaría al Ministerio no solo a retener la subvención, sino que a poner fin al reconocimiento oficial de los colegios.



Y como podría ocurrir que un número pequeño o grande de colegios no se hubiesen pasado antes del 31 de diciembre, lo que estamos haciendo -y es lo que quisiéramos explicar acá- es, justamente, generar una oportunidad para que durante los seis meses posteriores puedan traspasarse desde una personalidad jurídica con fines de lucro a otra sin fines de lucro.



Solamente tenemos como instrumento para presionar la retención de la subvención, que está establecida en la ley actual, y que queremos mantener.



La idea es que entre enero y febrero, si algún sostenedor no hizo este traspaso, lo haga. Si no, no recibirá la subvención escolar.



Lo que estamos impidiendo es justamente lo expresado por la Senadora: que se le borre la existencia al colegio. Porque habría cinco, diez, veinte, cien colegios en los cuales no tendríamos qué hacer con los niños el día de mañana.



Por lo tanto, el tema es al revés: es una urgencia que hay que  resolver.



Hemos llamado a todos los sostenedores a hacer el trámite lo antes posible. Pero en la eventualidad de que alguno no lo hiciera, porque está esperando otra legislación o por la razón que sea, estaríamos obligados a cancelarle el reconocimiento oficial, lo que dejaría a los niños sin una alternativa distinta.



Perdón que adelante este debate, pero parece que se está entendiendo mal. La urgencia es tener el 31 de diciembre todos los instrumentos, para que no dejemos a ningún niño sin colegio.



Eso es todo, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, es bien importante asumir que este proyecto es producto de una moción de los Senadores Araya, Ignacio Walker, Zaldívar y de quien habla, en que le pedíamos al Gobierno buscar una forma de resolver problemas que había en la Ley de Inclusión. Y uno de esos problemas era el cambio de propiedad, que no permitía en muchos casos realizarse.



Nosotros proponíamos un sistema de arriendo regulado, dado que las contabilidades -que se están construyendo a partir del 1° de enero-, los estados financieros permitirían controlar los arriendos.



Eso es una parte de este proyecto.



Pero, además, estamos planteando, a iniciativa del Ejecutivo, que debe haber un plazo mayor -porque estamos muy encima de la fecha límite- para que aquellos establecimientos que no hayan entrado al sistema sin fines de lucro lo puedan hacer en los seis meses siguientes.



Y habrá una retención de todas maneras, porque, como decía la señora Ministra, el 31 de diciembre dejarán de tener la autorización para operar como colegios y de recibir la subvención.



¡Sería una crisis muy grande!



En cambio, con el texto que se propone se permite a esos colegios seguir funcionando; y, si bien se les va a retener la subvención, tendrán seis meses para regularizar su situación.



¿Cuántos colegios son? De los 5.862 que existen hoy día en este sector, hay 4.000 que ya están de distinta manera en esto, y hay 1.800 que no. Algunos han declarado que quieren hacerlo -1.000, si no recuerdo mal-, y hay otros que están pendientes.



Con los arriendos, por un lado; y dando esta flexibilidad, por el otro,  creemos que se podrá regularizar la situación.



Le digo a la Senadora Von Baer que nosotros no queremos que haya una crisis. Pero, si no tomamos estas medidas, la habrá el 31 de diciembre.



Nos interesa que exista flexibilidad para que el Ministerio tenga la facultad de generar mecanismos que permitan transitar a un sistema sin fines de lucro de la mejor manera posible.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, aunque siento que estamos anticipando la discusión de mañana, al escuchar algunas de las intervenciones se me vino a la memoria una frase que Felipe González alguna vez soltó, refiriéndose a un ministro: “Es genial para resolver los problemas que él mismo crea”.



Ese es el verdadero problema, porque resulta que desde que se aprobó esta ley, como Oposición le hicimos presente al Ejecutivo durante años -¡durante años!- que la forma en que se estaba reglamentando iba a terminar en una situación crítica. Se los advertimos una y otra vez. Presentamos proyectos de acuerdo, presentamos iniciativas; se lo explicamos al Gobierno y le dijimos: “No se va a cumplir el plazo, y va a haber miles de colegios que van a enfrentar una situación crítica”.



Pues bien, no obstante que se les advirtió con todo el tiempo del mundo, a última hora traen una solución que mañana esperamos poder explicar al conjunto de la Sala por qué nos parece incorrecta y, a la inversa, por qué nos parece correcta la solución a que habíamos arribado en la Comisión de Educación y que fue modificada en la Comisión de Hacienda.



He dicho.

El señor MONTES.- ¡Pero por qué bloquean el debate; podríamos resolver eso ahora!

El señor NAVARRO.- Así es. 

La señora VON BAER.- ¡Decida usted, señor Presidente!

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar al Instituto Abdón Cifuentes de San Felipe, que nos visita esta tarde. 



¡Muy bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, mañana podríamos tener una sesión especial de 15 a 16 horas para tratar esta materia. El problema es que debemos dedicarnos al trámite del proyecto de Ley de Presupuestos, para despacharlo entre jueves y viernes. Y también tenemos una “discusión inmediata” que vence el lunes.



Entonces, pregunto: ¿cómo compatibilizamos ambas cosas?



Senador señor Allamand, entiendo su punto. Usted sabe que observé, junto con otros Senadores, en forma transversal, que este asunto debería haberse resuelto de otra manera en su tiempo. No se hizo, pero más vale tarde que nunca, para evitar una situación de mayor conflicto.



Por lo tanto, les pido que me ayuden a buscar un mecanismo que nos permita salir del zapato chino en que estamos metidos.

La señora VON BAER.- Nosotros habíamos dado una salida, pero el Gobierno dijo que no.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Yo les propondría tratar el proyecto mañana, en sesión de 3 a 4 de la tarde, distribuyendo el tiempo disponible por Comité, en los términos de la hora de Incidentes, y votando al término de las intervenciones.

La señora VON BAER.- Usted es el Presidente. Entonces, puede citar.

El señor MONTES.- Tratemos de arreglar la cuestión de aquí a mañana.

La señora VON BAER.- El Gobierno presiona y nosotros presionamos de vuelta: así funciona, señor Senador.



Nosotros, de buena fe, en la Comisión de Educación accedimos a no ejercer nuestro derecho: entendimos que habíamos llegado a un acuerdo. Sin embargo, lo concordado se cambió en la Comisión de Hacienda.



¡Qué quieren que hagamos!



No sé si entendimos de forma distinta. En todo caso, en la Comisión de Educación facilitamos el trámite de un punto en el que no estábamos de acuerdo; se votó de cierta manera, y dijimos “Okay. Está bien”.



Ahora se me formula una pregunta.



Usted, señor Presidente, tiene pleno derecho a citar: ¡cite!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por cierto, señora Senadora, tengo ese derecho. Pero el problema radica en que para darle salida al proyecto debemos tener una discusión reglada: esto es lo que le estoy planteando.

El señor MONTES.- De aquí a mañana arreglamos la cuestión.

El señor BIANCHI.- Entonces, no hay acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bueno: citaré para mañana, de 3 a 4 de la tarde.

El señor MONTES.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Porque a las 4 deberemos comenzar el estudio del proyecto de Ley de Presupuestos.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de un informe que acaba de llegar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento la Mesa ha recibido el siguiente documento:

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriados el 17 de enero de 2018 para la Región de La Araucanía y el 18 de enero del mismo año para la Región de Tarapacá, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco (Véase en los Anexos, documento 13).



Esa iniciativa tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”, que vence el lunes.



--Queda para tabla.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo que tratemos dicho proyecto hoy, en el primer lugar de la tabla.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
FERIADOS EN REGIONES DE LA ARAUCANÍA Y DE TARAPACÁ POR VISITA DE PAPA FRANCISCO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, corresponde discutir el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriados los días 17 y 18 de enero de 2018 en la Región de La Araucanía y en la de Tarapacá, respectivamente, con motivo de la visita del Papa Francisco, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.350-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 60ª, en 7 de noviembre de 2017 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 62ª, en 22 de noviembre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno discutió esta iniciativa en general y en particular y acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes -Senadores señores Bianchi, García y Quinteros-, proponerle al señor Presidente que en la Sala se considere del mismo modo.



Nada más, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- “Si le parece”, Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar en general y particular la iniciativa?

El señor DE URRESTI.- Que se vote, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación general y particular.


--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, creo haber sido el único parlamentario que hace dos a tres semanas votó en contra de la exención tributaria planteada para las empresas al objeto de que financiaran la venida del Papa. Tengo el mayor respeto por él, pero, en mi concepto, tal franquicia no correspondía.



Yo preguntaba si el Santo Padre venía al país como Jefe del Estado Vaticano o como líder religioso. Me parece importante clarificar esta situación, pues, teniendo Chile un Estado laico, no podemos generar ese tipo de discriminaciones. Y lo digo también con el respeto que merecen las demás religiones.



Cuando han venido otros líderes espirituales, como el Dalai Lama, ¿se han dispuesto exenciones tributarias para contribuir al financiamiento de sus visitas? Entiendo que no. 



Creo en la igualdad ante la ley y en el respeto de un Estado laico. Pero, a mi entender, la exención en comento constituye una anomalía. Así lo argumenté al votar el proyecto pertinente, que además, dicho sea de paso, preveía la condonación de impuestos en materia de traspaso de parques nacionales, en fin. 



Hoy día se está avanzando en la declaración de feriados para dos regiones que visitará el Papa. Creo que eso también envuelve una discriminación, incluso con respecto a los católicos que quieran ver al Sumo Pontífice, pues irá solo a esas regiones.



Ahora, me parece sorprendente que no esté acá el Ejecutivo para ratificar algo que se nos planteó: que no íbamos a tener más feriados regionales.



Hoy día estamos ante un abuso a ese respecto, pues existe una infinidad de feriados regionales sin ninguna articulación.



Se había establecido que a partir de los últimos feriados, que se aprobaron hace un par de semanas, lo siguiente iba a ser la articulación de feriados dentro de las competencias de los gobiernos regionales, a propósito de lo que planteamos en la iniciativa correspondiente.



Entonces, hay que ser coherente. Pero en este caso ello no ocurre. Primero, porque se aprobó una exención tributaria para facilitar que las empresas terminen siendo contribuyentes en la visita papal.



Que yo sepa -lo dije en mi argumentación-, las empresas no tienen creencias religiosas. Sus propietarios, sus accionistas, sí. Y si ellos quieren contribuir a la venida del Papa, perfecto: ¡métanse la mano al bolsillo y contribuyan! Pero no pidan que lo haga el Estado de Chile, que tiene muchas necesidades.



Por eso, señor Presidente, en cuanto a los dos feriados que se nos proponen, pienso que caemos nuevamente en una contradicción.



Quien quiera ir a ver al Papa dispone de todas las posibilidades. 



En 1987, siendo estudiante, tuve la oportunidad de ver a un papa. Fuimos a La Bandera, en Santiago, a reclamarle al Sumo Pontífice de aquel momento para que se respetaran los derechos humanos en Chile; para que se liberara a los presos políticos; para que se terminara con la dictadura, y para que se pusiera fin a la tortura que sufrían miles de chilenos.



Sin tener creencia religiosa, ahí estuvimos, por el respeto que el Santo Padre infundía como autoridad espiritual. Pero no recuerdo que, aun existiendo una dictadura, se haya establecido aquel tipo de franquicias tributarias.



Entonces, quiero ser coherente. No me parece adecuada la exención tributaria que se aprobó: constituye un error y genera desigualdad ante la ley. 



Considero que los dos feriados que se plantean ahora también provocan una distorsión.



En efecto, los católicos de las regiones aledañas que con legítimo derecho quieran ir a ver al Papa no podrán hacerlo.



Desde el punto de vista de los plazos legales, en los tribunales existirá un enorme inconveniente.



La creencia religiosa -reitero- es individual. Por tanto, los católicos que quieran ver al Santo Padre deberán hacerlo de acuerdo a sus posibilidades. No tiene por qué haber días feriados.



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador  señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la aprobación de este proyecto de ley, que declara feriados tanto en la Región de Tarapacá como en la de La Araucanía con motivo de la visita del Papa Francisco, si bien puede interpretarse como un acto de homenaje, de reconocimiento a la persona del Santo Padre -además, me parece bien que así sea: ¡qué duda cabe de que se trata de un líder mundial que honra a Chile con su visita!-, también se halla dirigida a la adopción de medidas conducentes a una buena organización, a dar mayor tranquilidad a toda la ciudadanía, a garantizar el mejor funcionamiento de los servicios públicos.



Por ejemplo, en Temuco se espera la llegada de alrededor de 800 mil personas. Eso significa copar la capacidad de las carreteras; implica que todo el sistema de salud esté disponible para otorgar atención a quienes la requieran debido al calor, a las aglomeraciones, a los largos viajes realizados, etcétera.



Además, se prevé que arriben a esa ciudad del orden de 200 mil personas provenientes del sur de Argentina. De manera que el funcionamiento del Servicio de Aduanas, de la Policía Internacional, en fin, será muy muy importante.



Entonces, la declaración mediante ley de la república de los feriados propuestos tiene por finalidad -repito- que ambas regiones funcionen de manera adecuada y que los servicios públicos concentren toda su atención en la visita del Santo Padre.



Al revés de lo que se plantea, para muchos funcionarios y para numerosos empleados particulares esos días no van a ser necesariamente feriados, ya que, sin ninguna duda, varios tendrán que trabajar. La idea es que hagan un alto todas las actividades que puedan hacerlo. Ello, con el propósito de garantizar el funcionamiento de los servicios indispensables para el éxito de la visita del Santo Padre, quien (reitero) es un líder mundial espiritual, pero también un Jefe de Estado.



Por las razones expuestas, esta mañana los integrantes de la Comisión de Gobierno del Senado aprobamos esta iniciativa.



Yo fui Alcalde de Temuco cuando Juan Pablo II visitó esa ciudad, hace alrededor de 30 años. Por tanto, sé del esfuerzo y de la organización que demanda una visita de tal índole.



En consecuencia, creo que hacemos bien al declarar los feriados regionales que se proponen tanto para la Región de Tarapacá cuanto para la de La Araucanía.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el 14 de octubre de 1999 aprobamos la Ley de Culto -lleva el N° 19.638-, que busca establecer la igualdad de todas las iglesias frente al Estado de Chile.



Con este proyecto, que declara dos feriados por la visita del Santo Padre, se establecen un principio de desigualdad y un principio de privilegio.



La verdad de las cosas es que, como se recordó aquí, no se ha declarado feriado en nuestro país con motivo de las visitas de otras autoridades religiosas mundiales.



Por consiguiente, quiero decir que si mediante ley se establecen discriminaciones, tratos desiguales o tratos privilegiados (así sucede en este caso), ello atenta básicamente contra la Ley de Culto.



Cuando aprobamos esa Ley expresamos: ¡Por primera vez en Chile, todas las iglesias tienen el mismo derecho frente al Estado y no podrán ser objeto de discriminación alguna!



Entonces, yo le pregunto al Ejecutivo -este proyecto fue presentado por varios Diputados, pero tiene patrocinio gubernativo- si habrá el mismo trato cuando nos visite una autoridad de la Iglesia evangélica, que convoca y ha demostrado muy claramente que es parte masiva de las creencias religiosas existentes en Chile.



Cuando se votó la iniciativa sobre exención tributaria para las donaciones destinadas a financiar la visita papal hice referencia a la menor recaudación fiscal derivada de esa medida, que ascenderá a cerca de 600 millones de pesos.



O sea, el Estado de Chile contribuirá con 600 millones de pesos a financiar esa visita, pero se puso en cuestión el financiamiento para la catedral evangélica. Y, hasta la fecha, el Gobierno -me habría gustado que hoy hubiera estado alguno de sus representantes- no ha dado el visto bueno.



Se trata de un proyecto legítimo y financiado. Fue aprobado (digámoslo con nobleza) durante el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera. Sin embargo, no se ha concretado.



Más allá de los incidentes ocurridos en septiembre último en la catedral evangélica, que condeno, ya son demasiadas las señales en torno a un principio que aprobamos en este mismo Parlamento: igualdad de todos los credos religiosos ante la ley frente al Estado.



Tratándose de beneficios tributarios, se establecen a favor de la Iglesia católica; en el caso de los días feriados, se declaran a raíz de la visita del Santo Padre, quien es el Jefe del Estado Vaticano.



¡Eso vulnera el principio que consagramos!



Sobre esta materia, me parecería adecuada la existencia de una ley genérica que previera la posibilidad de, en determinadas condiciones, optar a feriados legales con motivo de la visita de autoridades religiosas.



Sin embargo, aquí estamos haciendo una ley especialísima que terminará siendo discriminatoria.



Por eso, señor Presidente, no voy a aprobar esta iniciativa. 



Las bancadas de enfrente y varias otras han votado en contra de los feriados, argumentando en forma dura contra ellos. Pero esta tarde, o no han hecho uso de la palabra, o van a pronunciarse a favor.



A mi entender, cuando existe el mismo principio debe existir el mismo voto.



En tal sentido, quienes han cuestionado feriados por fiestas religiosas en el norte de Chile y votado en contra podrían tener una actitud similar en esta ocasión, pues un feriado en Iquique y otro en Temuco alteran el desenvolvimiento de las regiones pertinentes y tienen impacto económico: este ha sido el argumento de muchos Senadores en otras ocasiones.



Yo, sobre la base del principio consagrado en la Ley de Culto, creo que este proyecto genera discriminación. Ello, salvo que se disponga que, en todo caso, cuando autoridades religiosas de carácter mundial visiten Chile podrá declararse feriado a petición de cierto número de parlamentarios u otras autoridades.


No obstante, nada de eso se consigna. O sea, si viene una autoridad que interprete al mundo evangélico, no habrá feriado en Chile.



¡Eso es discriminación!



Por ello, voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que me remplace en la testera el Honorable señor Patricio Walker.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión, en carácter de Presidente accidental, el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, me sorprenden profundamente algunas de las opiniones que hemos escuchado aquí, en la Sala. Ello, no porque yo no sea tolerante a la diversidad. Al interior del Partido Socialista, como va a quedar en evidencia, hay diferencias de opinión en esta materia, por cuanto estamos ante la visita no solo de un Jefe de Estado, sino también de un líder espiritual, pero no cualquiera -yo no soy católico practicante-: se trata de un líder espiritual que además incide en la constitución de buena parte de la identidad de Chile y del resto de América Latina.



Es evidente esa afirmación. Y quedará reafirmada por los cientos de miles de personas que van a peregrinar para acompañar al Papa Francisco en su visita a nuestro país.



Por ende, respecto al proyecto de ley en sí, que es el asunto en discusión, quiero manifestar que le daré mi absoluto respaldo, tal como lo hará la mayoría de los demás Senadores del Partido Socialista, pues entendemos que está de por medio la visita de un Jefe de Estado de la que nos sentimos honrados como nación.



Valoramos el rol de la Iglesia católica y en particular del papa en la mantención de la paz entre Chile y Argentina, que en un momento casi se quebrantó. Creemos que esa mediación marcó positivamente un hito de nuestra historia.



Apreciamos, por cierto, el papel desempeñado por la Iglesia católica en épocas oscuras y difíciles de nuestro país durante la dictadura y en la lucha por la recuperación de la democracia.



Más aún, en el mundo de hoy, en que ha habido afirmaciones del papa Francisco más tolerantes que en otras eras de la Iglesia católica y manifestadas en diferentes encíclicas, es del todo conveniente, del todo legítimo, permitir que los chilenos escuchen el mensaje de quien viene en un viaje pastoral y de Estado.



Otros podrán plantear la discusión acerca de cómo se obtienen los recursos necesarios, pero deseo hacer presente, de la misma forma, que el Estado cubano ayudó a financiar toda la visita del papa por comprender perfectamente el valor de ella para ese país y su interés nacional, como lo representa ahora para nosotros el que vaya a acompañarnos.



En aras de la tolerancia, del respeto a la diversidad, de la inclusión, me parece del todo correcto, necesario, legítimo, positivo, declarar feriado para facilitar las cosas en las dos regiones que lo recibirán.



Por ende, voy a votar a favor.



Es cierto que se podría abrir debate con relación a otros líderes espirituales que han venido a Chile y a cuál debe ser nuestra política de Estado en la materia. Pero esa es harina de otro costal.



No cabe duda del peso de la Iglesia católica en nuestra identidad nacional, en nuestro país, en los chilenos, que en su gran mayoría se reconocen cristianos, y entre ellos, católicos, por lo que me parece correcto dar todas las facilidades para que la visita sea completamente exitosa. Y los cientos de miles de personas que acompañarán esta peregrinación no van a hacer más que demostrar que el Congreso y el Gobierno han actuado bien en la propuesta que nos ocupa.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Estamos discutiendo si se aprueban o no los feriados para las regiones a las que irá el Santo Padre, quien representa, a mi juicio, a una buena parte de la ciudadanía que es creyente y católica, no necesariamente a la generalidad. No todos van a participar en las actividades en Iquique y en Temuco.



Pero, como es natural, independientemente de los debates que podamos sostener respecto de cómo se financia y quiénes aportan, existe un problema de seguridad. Creo que ello resulta obvio con motivo de un encuentro de 500 mil, 700 mil u 800 mil personas que se estima que se registrarán en Temuco y de otras tantas en Iquique. Estas ciudades y regiones no podrán actuar con normalidad frente a la gran cantidad de concurrentes.



Por lo tanto, con prescindencia de quién se trate, la convocatoria de centenares de miles de ciudadanos exigirá, evidentemente, tomar medidas de seguridad, prevenir lo que pueda ocurrir y fijar feriados, para que los servicios públicos y la comunidad se organicen y sea posible recibir la visita y llevar a cabo las actividades en las mejores condiciones. Las razones de seguridad bastan para aprobar la medida que nos ocupa.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Por 20 votos contra 2 y un pareo, se aprueba en general y en particular el proyecto.


Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Letelier, Montes, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores De Urresti y Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Allamand.
CREACIÓN DE INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA PESCA ARTESANAL Y DE LA ACUICULTURA DE PEQUEÑA ESCALA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala (INDESPA), con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”..



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.689-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 67ª, en 22 de noviembre de 2016. 



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 54ª, en 17 de octubre de 2017. 



Hacienda: sesión 54ª, en 17 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesiones 71ª, en martes 29 de noviembre de 2016 (queda para segunda discusión en general); 72ª, en 30 de noviembre de 2016 (queda aplazada la votación en general); 73ª, en 13 de diciembre de 2016 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 10, 14, 15 y 16 permanentes y segundo y tercero transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de enmiendas. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



Debe dejarse constancia del quorum respecto de los artículos 14, número 1, y 16 permanentes, normas de rango orgánico constitucional que requieren 21 votos para ser acogidas.



El órgano técnico realizó diversas modificaciones al texto sancionado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia y efectuó una enmienda por unanimidad en el artículo primero transitorio del texto despachado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.


De dichas enmiendas, las recaídas en los artículos 3o, 6o y 7o permanentes requieren 21 votos para su aprobación, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Además, con el mismo quorum debe ser acogido en particular el artículo 9o, en el cual recayó una modificación acordada solo por mayoría de votos que se verá oportunamente.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto sancionado en general; las enmiendas realizadas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura; la modificación introducida por la Comisión de Hacienda y el proyecto que quedaría de ser acogidas las modificaciones.



De consiguiente, se pueden aprobar desde ya las enmiendas unánimes que no exigen un quorum especial.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Si no hay objeciones, así se hará.


--Se aprueban las modificaciones acordadas por unanimidad que no requieren un quorum especial.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- En discusión particular.



Puede intervenir el Honorable señor Quinteros para informar.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, el objetivo del proyecto es “Crear una institución con cobertura nacional que, a través de sus oficinas regionales, contribuya a mejorar la capacidad productiva y comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura a pequeña escala, otorgando apoyo a estos sectores en casos de catástrofe e impulsando a su vez, obras de desarrollo de infraestructura con el fin de fomentar y promover el desarrollo productivo de sus beneficiarios.”.



Para el cumplimiento de lo anterior se prevé que el INDESPA contribuya a mejorar la capacidad productiva y/o comercial de los sectores de la pesca artesanal y la acuicultura de pequeña escala; proporcione asistencia técnica y capacitación en aspectos productivos y de comercialización; ayude a fortalecer el desarrollo integral y armónico de caletas artesanales; apoye a los sectores de la pesca artesanal y la acuicultura de pequeña escala, en casos de catástrofe y/o emergencia declarada por la autoridad competente; facilite el acceso al crédito mediante la articulación pública y privada; desarrolle obras de infraestructura de la pesca artesanal y la acuicultura de pequeña escala, y coordine, ejecute y/o financie, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos.



Los principales beneficiarios son pescadores artesanales con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal, micro y pequeños acuicultores, y organizaciones constituidas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala.



El proyecto considera, como presupuesto inicial, la cantidad de 16 mil 115 millones de pesos, y de 25 mil 459 millones en régimen, a los tres años de entrada en vigencia de la ley.



En cuanto a aspectos destacados, cabe hacer presente que en este momento existen dos fondos en la materia, uno administrado por la Subsecretaría de Pesca (FAP), y otro, por SERNAPESCA (FOPA). La iniciativa propone eliminarlos para constituir el organismo público llamado “INDESPA”.


Se contempla también la posibilidad de hacer convenios con el gobierno regional, con CONADI, con INDAP, con CORFO, con SERCOTEC y con los municipios, para poder generar un símil de los PRODESAL. Así, el INDESPA colocará recursos y el municipio podrá poner otros tantos, por ejemplo, para levantar oficinas de asesoría técnica a los pescadores artesanales en las distintas comunas.


La nueva institucionalidad generará más contrataciones, porque a los 91 funcionarios que considera el proyecto original se agregan los que actualmente están en los distintos programas que se ejecutan en regiones con cargo a los convenios de los gobiernos regionales y, además, aquellos que formen parte de los convenios con los municipios, o con CORFO, o con SERCOTEC, o con CONADI o con quienes se logre articular la figura.


Con el objeto de precisar el campo de acción del INDESPA, se incorporó al inciso primero del artículo 2° una clara definición de los objetivos del Instituto, a saber: “fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal, de la acuicultura de pequeña escala y sus beneficiarios.”, en el marco de la sustentabilidad de la actividad.



En concordancia con la modificación, se reformuló el artículo 3o en la forma en que aparece explicitado en el informe.


Se precisó el rol de facilitador del acceso a crédito que tendrá el organismo, como también se incorporó la interacción con personas públicas y privadas para la consecución de sus fines.


Para el otorgamiento de beneficios, se contempló en el texto que “El reglamento establecerá los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.”.



Velando por la transparencia, se incluyó la publicidad de las actas del Consejo Directivo y se ordena que estén disponibles en su sitio web.


Por último, cabe hacer notar que se complementan los motivos de exclusión de los beneficios que otorga el Instituto y que quedan establecidos en el artículo 13.


El proyecto fue acordado en sesiones celebradas los días 3, 10 y 17 de mayo recién pasado, con la asistencia de las Honorables señoras Goic, Muñoz y Von Baer y de quien habla.


Es todo cuanto puedo informar.

El señor BIANCHI.- Que se abra la votación.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Se pondrán en discusión las proposiciones que registraron un pronunciamiento de mayoría.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Es para una cuestión reglamentaria, señor Presidente. No hay nadie del Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Se ha pedido que pueda asistir a la sesión el Subsecretario de Pesca.



Si no hay objeciones, se accederá.



Acordado.

El señor NAVARRO.- El Gobierno planteó no solo el proyecto de INDESPA, sino también el envío de la iniciativa sobre la pequeña y la mediana acuiculturas, la de los mitílidos y la de los bentónicos.



Por eso, es muy importante la presencia del señor Subsecretario, para el efecto de cualquier aclaración.



Toda la base del texto en debate dice relación con una organización particular para los distintos tipos de cultivo en el mar.



Entiendo que ya entró el Subsecretario, a quien podremos preguntarle en el transcurso del debate.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Desde luego, interesa que el señor Berazaluce esté presente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura formula una proposición que no exige un quorum especial, pero que acordó solo por mayoría, con los votos a favor de las Honorables señoras Goic y Von Baer y del Senador señor Quinteros, y la abstención de la Honorable señora Muñoz.



La recomendación es para sustituir el inciso tercero del artículo 13, con lo cual el inciso cuarto pasaría a ser séptimo, por los siguientes:



“No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél.



“El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.



“La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282.



“Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.”.


Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación, sin limitarse, por cierto, el tiempo de los señores Senadores.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero partir por consignar que la pesca requiere una nueva ley. Lo hemos dicho y reiterado.



Ojalá quien aspire a conducir Chile desde la Moneda tenga muy claro que el cuerpo legal vigente no ha resuelto ninguno de los problemas. Por el contrario, los agudizó: concentró en siete familias la propiedad del mar.



Mientras seguimos reforzando la idea de que tiene que haber más institucionalidad en el sector, sigo convencido de que se necesita un Ministerio del Mar. Para administrar un recurso que nos pone como quinto país pesquero en el mundo no basta, sin duda, una Subsecretaria en el Ministerio de Economía. La sede de la nueva Cartera se hallaría, por cierto, en Valparaíso.



En tal sentido, el INDESPA será el organismo que ayudará al desarrollo de la pesca artesanal.



Esta entidad sustituye actuales fondos de apoyo. Pero el mecanismo por el cual serán entregados estos fondos debe ser transparente, que no plantee ninguna discriminación.



Al respecto, me parece excesivo lo establecido en el nuevo inciso tercero en cuanto a que no podrán acceder a los beneficios de INDESPA quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas.



¿Qué instituciones públicas? ¿Cuáles? ¿Incumplimiento con el Servicio de Salud, en un proceso judicial abierto? ¿Tienen que ser todas las instancias con resolución judicial a firme? ¿No hay motivos excepcionales?



Señor Presidente, considerando la informalidad -todos los cercanos a la pesca artesanal lo saben- de los pescadores artesanales, que no tienen seguro de vida, que no cotizan previsionalmente, que no tienen acceso a la salud, que tienen un nivel educativo propio de una actividad que les ha impedido seguir estudios normales, establecer una limitante a un beneficio puede generar discriminación.



Con mi equipo jurídico estamos evaluando si la norma que hoy día se nos propone es constitucional o no, por cuanto genera una discriminación arbitraria a un sector de los pescadores o a hechos que pudieran ser no constitutivos de incumplimiento.



Es más, el inciso siguiente señala que “El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años”.



Nuevamente el Senado se ahorra el debate de hacer una buena ley y delega en un reglamento a la Subsecretaría de Pesca la definición de cuáles van a ser las limitantes al derecho de un beneficio del Estado.



Esto es caer nuevamente en una fórmula de discriminación.



¿Cuál va a ser ese reglamento? ¿A qué región o a qué sector de pescadores va a afectar más o menos?



No pongo en cuestión ni la honorabilidad ni la capacidad profesional de la Subsecretaría de Pesca. Solo digo que si vamos a hacer una ley que establece sanciones fuertes, graves, como inhabilitar, impedir el acceso a un beneficio, esto tendría que estar incluido en la ley. Debiéramos haber efectuado un debate acerca de cuáles son las causales por las que no se puede acceder a los beneficios del INDESPA y no dejar esa definición a un reglamento que, a todas luces, puede ser muy discrecional, ¡muy discrecional!, como suelen ser los reglamentos elaborados por el Ejecutivo en torno a temas que debieran ser materia de ley.



Establecemos un beneficio -INDESPA-, pero les quiero informar a los pescadores artesanales de Chile que un reglamento, no esta ley, determinará quiénes podrán acceder a él.



¡Eso no me parece!



No es un problema con el Subsecretario. Mi planteamiento apunta a que cuando legislemos nos hagamos responsables de lo que estamos aprobando.



Por último, señor Presidente, quiero señalar que en cuanto a las resoluciones judiciales por infringir la Ley General de Pesca ha habido un cuestionamiento permanente a otro proyecto de ley, que penaliza, criminaliza a la pesca artesanal respecto de la llamada “pesca ilegal”. Me preocupa mucho que, no habiendo una resolución definitiva sobre ese proyecto de ley, estemos estableciendo que los incumplimientos a la Ley General de Pesca puedan limitar o impedir el acceso a estos beneficios.



Las leyes deben hacerse para que se respeten y otorguen beneficios. Pero el proyecto del INDESPA parte señalando a quiénes no les va a entregar dicho beneficio, dejándolo en manos de un reglamento y teniendo presente una normativa muy compleja, que es la legislación que penaliza la pesca ilegal.



Pido una aclaración al Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor PROKURICA.- Estamos en votación, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene razón, Su Señoría. Lo único que el señor Subsecretario podría hacer es rectificar hechos hasta por dos minutos.

El señor NAVARRO.- Yo he hecho afirmaciones que pueden ser rectificadas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Podría hablar hasta dos minutos para rectificar hechos, salvo que la Sala autorizara para que pueda explicar y responder.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BERAZALUCE (Subsecretario de Pesca y Acuicultura).- Gracias, señor Presidente. Por su intermedio, quiero responder al Honorable señor Navarro.



Lo que hace el artículo 13 es, justamente, sancionar a quienes han recibido recursos y beneficios del INDESPA y no han cumplido de manera correcta con una rendición de esos programas.



Nosotros pensamos que cuando hablamos de recursos públicos debemos tener una seriedad y una responsabilidad que va más allá de lo que nos impone la ley. Por lo tanto, lo que hemos hecho en esta iniciativa es indicar que las personas que incumplen las rendiciones -y esos criterios van a estar en el reglamento- no podrán acceder a beneficios.



Se establece una excepción dentro del mismo artículo 13 para quienes se ven victimizados por alguna catástrofe, caso en el cual quienes tienen una sanción pueden acceder de todas maneras a beneficios del INDESPA.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueban los nuevos incisos tercero a sexto del artículo 13, propuestos por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (16 votos a favor y uno en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Montes, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Votó en contra el señor Navarro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Zaldívar.

La señora ALLENDE.- ¿Quedó aprobado todo el proyecto de INDESPA, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- No, hay algunas normas de quorum especial que se verán en una próxima sesión porque no tenemos 21 votos en este momento.


--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

)--------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Minería y Energía, pido un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley Nº 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicables sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (boletín N° 8.999-08), hasta el lunes 11 de diciembre a las 12 horas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Comandante en Jefe de la Armada, consultándole si ha dispuesto CAMBIO EN VALOR DE PRESTACIONES MÉDICAS EN ESTABLECIMIENTOS DE SALUD INSTITUCIONALES.



Y al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, pidiéndole informar sobre DERECHO A JUBILACIÓN POR INVALIDEZ DE SEÑORA MARÍA SOLEDAD VEGA VEGA y acerca de DERECHO A BONO POR HIJO VIVO DE DOÑA MARÍA MÓNICA RIQUELME SANDOVAL, PENSIONADA POR VEJEZ EN 2011.


Del señor GARCÍA:



Al señor Presidente del Consejo Directivo del BancoEstado, planteándole necesidad de INSTALACIÓN DE SERVIESTADO Y AMPLIACIÓN DE HORARIO DE ATENCIÓN EN CIUDAD DE VICTORIA (Región de La Araucanía).



Del señor PROKURICA:



A la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Atacama, consultándole sobre ENTREGA DE TÍTULO GRATUITO DE DOMINIO A DOÑA GLADYS FLORES CORTÉS EN COMUNA DE CHAÑARAL.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- En Incidentes, el Comité Independientes y Partido Amplitud no hará uso de su tiempo.



En los tiempos de los Comités Partido PAIS y Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

ACCIONES PREVENTIVAS ANTE INCENDIOS FORESTALES DE TEMPORADA ESTIVAL

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se avecina la temporada de verano y nuevamente el fantasma de los incendios forestales acecha a cientos de miles de familias a lo largo del sur de Chile, de las zonas forestales.



He insistido durante todo el año con el señor Ministro de Agricultura, Carlos Furche; con el señor Director Nacional de CONAF, Aarón Cavieres, respecto de que los incendios forestales, en un verano que ya parte de manera clara y concreta muy caluroso, con humos y fuegos que ya han aparecido en diversas regiones de nuestro país, no requieren únicamente la contratación del Supertanker. No solo se necesita adquirir más helicópteros o más aviones. ¡Se requiere un carácter preventivo y comunitario!



He planteado en esta misma Sala, en reiteradas ocasiones, la necesidad de programas de prevención con el apoyo de la comunidad.



En la Región del Biobío miles de familias estuvieron cercadas por incendios. Esos niños y esas familias sufrieron el terror de estar rodeados por un cordón de fuego. Muchos niños aún no se recuperan del shock emocional de haber pasado una, dos, tres noches sin saber si su casa iba a arder, si su familia iba a poder conservar la vida. Hablo de Florida, hablo de Penco, hablo de Hualqui.



Señor Presidente, vastos sectores de reservas naturales, como San Fabián de Alico, fueron arrasados. Me refiero a bosque nativo. Vinieron brigadas de muchos países (de Brasil, de Venezuela). Tuvimos mucho apoyo internacional. Pero -reitero- se requiere un carácter preventivo.



El verano pasado murieron en Portugal 47 personas atrapadas en sus vehículos porque el fuego cruzó la carretera y no pudieron escapar.



Pregunto de manera responsable, como lo he hecho durante todo este año en oficios dirigidos a la autoridad pertinente, inclusive a la ONEMI: ¿cuáles son las medidas que las carreteras concesionadas del sur de Chile están tomando para evitar que pase lo que ocurrió en Portugal, es decir, que se desate un incendio forestal, que las llamas crucen completamente la carretera y los vehículos no puedan salir del cordón de fuego?



De aquel incendio persiste todavía la imagen de las barreras de las carreteras concesionadas abajo; con el fuego a 600 metros; con un humo denso que impedía que los conductores vieran; conductores pasando por encima y por el lado. O sea, se vivieron situaciones de pánico.



Todavía no recibo respuesta de las concesionarias de carreteras sobre las medidas preventivas ante una situación de emergencia como la que he señalado.



Del mismo modo, señor Presidente, he tomado contacto con Forestal Arauco -al menos con ella-, porque muchos de sus predios están al lado de comunidades agrícolas o urbanas, las cuales se han organizado -como Cosmito o San Carlos- con brigadas de bomberos.



No ha habido ningún apoyo de las forestales, ni tampoco del Gobierno, para que los vecinos se autoprotejan, consolidando unidades bomberiles capaces de actuar en primera línea hasta la llegada de los bomberos o de los brigadistas de CONAF o de las empresas forestales. No ha habido ni ha existido apoyo.



He sostenido que se requiere una franja de protección. Ahí está mi proyecto de ley sobre el particular que presenté hace 4 o 5 años, y este Senado no ha tenido la capacidad para discutirlo y aprobarlo. Debemos generar una franja de protección en torno al cordón urbano. ¡En Penco los bosques están encima de las casas, a 10 metros de ellas!



Señor Presidente, el verano pasado junto a 19 mineros de la mina de carbón Santa Ana de Curanilahue echamos abajo cientos de árboles con sus motosierras. En esa ocasión aprendí a manejar una motosierra Stihl 365. Con mucho orgullo debo señalar que los mineros, con sus propios equipos, fueron a solidarizar con vecinos incluso de la provincia de Ñuble.



Hasta hoy las forestales no han limpiado la faja ni han entendido que en los últimos metros -mi proyecto de ley habla de 500 metros; abramos el debate con 500; quizás pueden ser 200- deben colocar otras especies. Nadie les está expropiando su propiedad privada. Decimos que hagan otro tipo de plantación, incluso agrícola o frutícola, en lugar de colocar pinos y eucaliptos de 35 o 40 metros. Esa faja es lo que protegerá realmente y evitará que el fuego atraviese las carreteras o llegue encima de las viviendas.



He insistido en ello.



Entregué una carpeta a las juntas de vecinos de mi Región y de regiones aledañas que contiene un informe completísimo sobre cómo hemos tratado este tema. Porque a la hora de exigir responsabilidades, ¿qué se nos dice?: “A nosotros nadie nos ha protegido”.



La autoridad está a la espera de que el incendio se desate; las empresas forestales tienen seguros comprometidos, de modo que aquí las únicas que pierden son las familias, como ocurrió con las que fueron arrasadas por los incendios del verano pasado en Quillón, en Florida, en que experimentaron pánico y terror.



Señor Presidente, le he solicitado al Ejecutivo que patrocine un proyecto de ley de mi autoría que presenté hace 4 años, que introduce un capítulo especial en el Código del Trabajo en relación con los brigadistas forestales. Porque ellos desempeñan un trabajo pesado, de alto riesgo, y debe ser altamente profesionalizado, por lo que ha de estar protegido por la legislación. Y, al mismo tiempo, tiene que contar con una certificación.



Esto lo digo responsablemente.



He discutido con la CORMA de mi Región respecto al proyecto que establece condiciones de certificación. Porque hoy día los brigadistas forestales no se encuentran certificados por ninguna entidad nacional ni internacional. Se nos señala, de manera real, que las normas por las que se rigen obedecen a estándares internacionales. Entonces, si las normas y niveles con que se prepara a nuestros brigadistas -entregándoles teléfonos satelitales, ropa de protección y capacitación previa en caso de situaciones de emergencia- son de estándar internacional, ¿por qué no los certificamos?



Señor Presidente, se requiere certificación.



No es posible que un hombre experimentado quede al frente de una brigada de 10 voluntarios, de los cuales 3, 4 o 5 no tienen experiencia o solo cuentan con una escasa experiencia de 2 a 3 años. Las brigadas forestales, para meterse al corazón del fuego, deben estar acreditadas y poseer cierto rango. Así como en los niveles de salvataje hay rangos para actuar en casos de emergencia, las citadas brigadas forestales también debieran tener rango.



Deseo volver al tema del despeje de las áreas aledañas.



Señor Presidente, si el fuego amenaza nuevamente las casas de las comunas de mi Región, vamos a actuar y vamos a echar abajo los árboles. Ya se lo advertimos a las forestales: “Si ustedes no cortan los árboles, lo harán los vecinos”. Y yo los voy a apoyar.



¿Y por qué lo haré? Porque no puede ser que las casas se quemen porque las empresas forestales hacen un cálculo de si les conviene cortar o no un centenar de árboles. ¡Tienen millones! ¡Más de un millón de hectáreas, de los 2,5 millones de pinos y eucaliptos del sector forestal, están en mi Región!



No estamos en contra de la industria forestal.



Existe un problema en el sentido de determinar por qué se han secado muchos esteros, muchas fuentes de agua, muchas captaciones de agua, lo cual ha dejado sin agua a comunidades rurales. Ese es un debate aparte. Las forestales sostienen que los pinos y los eucaliptos no son los responsables. Pero los vecinos alegan que desde que crecieron los eucaliptos ya no hay agua superficial ni agua subterránea, ni mucho menos vertientes. Por tanto, no se dispone de agua para combatir el fuego.



Señor Presidente, el Gobierno debe entregarnos la información. En consecuencia, pido que se oficie sobre el particular a la Corporación Nacional Forestal (CONAF), que sigue siendo un híbrido.



Al respecto, recuerdo que el Tribunal Constitucional dictaminó que CONAF debe transformarse en un órgano público, dejando de ser lo que es hoy: un híbrido, una institución privada que recibe fondos públicos. Y si no se dispuso su término fue porque existe una necesidad actual y concreta. Pero se trata de un órgano que está actuando al margen de la Constitución. Requerimos una CONAF pública. ¡Una CONAF pública, ahora! Para que sea financiada por el Estado para proteger el bosque nativo de las plantaciones forestales artificiales que realizan las empresas privadas, y también para proteger las viviendas.



Este verano será complejo. Ya apreciamos las altas temperaturas. Y los vecinos de los sectores afectados observan que las forestales no han cortado un solo árbol. Y los mismos árboles que estaban amenazando sus viviendas hoy día permanecen allí.



Una vez terminado el proceso eleccionario, volveremos a trabajar en la Región, a impulsar nuestro proyecto de ley sobre la franja de protección y nuestra iniciativa que busca incluir a los brigadistas forestales en el Código del Trabajo. La idea es que sean profesionales permanentes que durante el invierno desempeñen tareas de prevención, de limpieza con las propias comunidades.



Este año no hubo labores de prevención ni de limpieza. Es decir, vamos a seguir actuando sobre hechos consumados. ¡Si hay fuego, entonces, hay que ir a apagarlo! ¿Y quiénes ganan con eso? Los que arriendan los aviones cisternas. Porque, en definitiva, siempre hay alguien que gana. Las forestales tienen seguros contratados. Pero las casas no están aseguradas; las vidas de las personas no están aseguradas.



Señor Presidente, yo reclamo de la ONEMI, de las Fuerzas Armadas, del Ministerio de Defensa Nacional toda la información relativa al rol de participación, de colaboración que las ramas de la Defensa puedan prestar este verano a las brigadas forestales. Reclamo que se nos informe sobre todas las medidas preventivas, no acerca de la contratación de aviones. Además, quiero conocer los datos respecto a los presupuestos.



Ahora que estamos fijando el Presupuesto de la nación voy a exigir que el Ministro de Agricultura y el Director Nacional de la CONAF nos indiquen cuál es el presupuesto que queda para este año y que se contempla para el próximo destinado a prevención. ¡Prevención! ¡Principio precautorio! ¡“Corta el árbol antes”!



Voy a dar un ejemplo duro. Cuando atropellan a un niño en una esquina, al otro día instalan el semáforo. Los vecinos han estado 10 años pidiendo el semáforo, pero alguien tiene que perder la vida para que lo pongan. En materia forestal está ocurriendo exactamente lo mismo.



Por eso, solicito que se oficie a los Intendentes de las Regiones Séptima, Octava y Novena; a los Directores Regionales de CONAF; a la ONEMI nacional, respecto de las medidas preventivas y de los recursos económicos, materiales y humanos disponibles; a las concesionarias de las carreteras; al Ministerio de Obras Públicas; a la Dirección de Concesiones, a fin de que nos remitan los antecedentes que han hecho llegar las concesionarias para prevenir y establecer medidas precautorias en caso de incendio y de que el fuego llegue a la carretera.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente accidental).- Ha concluido su tiempo, señor Senador. Tiene un minuto más para que pueda terminar.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



Puedo parecer majadero, pero estoy transmitiendo lo que vivió la gente en el Maule, en el Biobío y en La Araucanía, que es pánico y terror. Y estoy transmitiendo la sensación de que no ha habido medidas visibles.



Si hay medidas administrativas concretas, las quiero conocer.



La gente observa que los pinos y los eucaliptos no han sido cortados y siguen allí amenazantes. Y si se produce un incendio, el fuego va a atacar nuevamente sus viviendas. Eso significa que no se ha hecho la pega.



Señor Presidente, exijo un informe general de los organismos que he mencionado, ojalá, a la brevedad. Si no se procede como corresponde, nuevamente recurriremos de protección ante los tribunales. Alguien tiene que defender a la gente, y esa labor les corresponde a los tribunales de justicia, para que se haga justicia. Afuera de estos no dice: “Tribunales de Derecho”, sino “Tribunales de Justicia”. Y a ellos concurre la gente para recibir justicia. Es decir, justicia para proteger su vida, sus viviendas.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor WALKER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente.

INFORMACIÓN SOBRE EXPROPIACIONES A RAÍZ DE NUEVO TRAZADO DE CARRETERA DE LA FRUTA. OFICIOS

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero solicitar que se mande un oficio a la Dirección General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas para que informe acerca de todas las expropiaciones que se han realizado con motivo del nuevo trazado de la Carretera de la Fruta. Según los antecedentes de que disponemos, muchas de ellas no van a generar ningún efecto sobre el referido proyecto. 



Por lo tanto, me importa mucho saber la cantidad de recursos involucrados y qué se piensa hacer con las franjas que fueron expropiadas, las que no tendrán ninguna utilidad en el nuevo trazado de dicha carretera.



Por otro lado, quiero consultarle al Ministerio del Medio Ambiente si en esta materia hay un estudio de impacto ambiental. Se habría llamado a licitación, pero sin este análisis resulta complejo, pues ello puede retrasar por mucho tiempo el inicio de las obras.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor García-Huidobro, conforme al Reglamento.

PREOCUPACIÓN POR FALTA DE RECURSOS PARA PROFESORES EN CORPORACIÓN MUNICIPAL DE SAN FERNANDO. OFICIOS

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- En segundo lugar, señor Presidente, hay una preocupación bastante grande respecto de la situación que aqueja a los profesores de la Corporación Municipal de San Fernando. 



Veintiún colegios estuvieron paralizados hace un tiempo, luego de lo cual se llegó a un acuerdo con el Ejecutivo con el fin de traspasar los recursos necesarios.



La verdad es que preocupa mucho la situación que se viene hacia delante. Me da la impresión de que los recursos no van a alcanzar hasta fin de año. 



Por ello, pido que se remita un oficio al Ministerio de Educación con el objeto de que se entregue una solución a lo señalado. 



También solicito oficiar a la Corporación Municipal de San Fernando o al municipio mismo para que informe respecto de la deuda que mantiene con los profesores hasta la fecha.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del Senador señor García-Huidobro, conforme al Reglamento.

DÉFICIT DE RECURSOS EN DIRECCIÓN DE SERVICIO DE SALUD O’HIGGINS. OFICIO
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Por último, señor Presidente, deseo consultarle al Ministerio de Salud por el déficit que existe hoy día en la Dirección de Servicio de Salud O’Higgins. 



Según la información de que disponemos, alrededor de 16 mil millones de pesos es el monto que cubre hasta el mes de octubre. Me gustaría saber si dicha Cartera ha entregado recursos adicionales con el fin de poder terminar el año y pagarles a los proveedores más necesarios (en materia de alimentación, fármacos, etcétera). 



Además, se han estado derivando pacientes a ciertos lugares y tampoco se ha cancelado lo que corresponde por esos servicios.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor García-Huidobro, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional y Partido Socialista e Independiente no harán uso de sus respectivos tiempos.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:18.









Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
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SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 59ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE NOVIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.

Concurren, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; y de Educación, señora Delpiano; el Subsecretario General de Gobierno, señor Jara; el Jefe de la Unida Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Arancibia; y el asesor de la misma Cartera, señor Ramírez. Asimismo asisten los asesores de la Empresa Televisión Nacional de Chile, abogados señora Navarro y señor Triviño.


Actúan de Secretario General, el titular del Senado señor Labbé y de Prosecretario el subrogante señor Cámara.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

CUENTA
Mensajes

Dos de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que introduce diversas modificaciones en la normativa educacional (Boletín N° 11.471-04).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.584-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de S. E. la Presidenta de la República


Con el primero, comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 29 y 30 de octubre pasado, para dirigirse en visita oficial a la República del Ecuador.


Con el segundo, informa su ausencia del país entre los días 6 y 12 de noviembre, para dirigirse en visita de Estado a la República Socialista de Vietnam.


En ambos casos señala que durante sus ausencias sería subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que introduce diversas modificaciones en la normativa educacional (Boletín N° 11.471-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile.

(Boletín N° 6.191-19)


El Presidente reanuda la discusión en particular del proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa se encuentra con urgencia calificada de “suma”.

Recuerda que en sesión de fecha 3 de octubre se aprobaron las enmiendas unánimes de quórum simple en que no hay contradicción entre los resuelto por las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda.

Agrega que en la sesión de 24 de octubre se aprobaron las enmiendas unánimes recaídas en normas de quórum.

Añade que de consiguiente, estamos en el orden del proyecto  en las normas en que hay diferencias entre las Comisiones y en las normas en las que hay peticiones  de votación separada o hay normas aprobadas sólo por mayoría.
- - -


El Presidente suspende la sesión y cita a una reunión de los comités parlamentarios, la que fue solicitada por el Honorable Senador señor Letelier.


Se reanuda la sesión.

- - -


El Secretario General informa que los Comités acordaron considerar y votar en primer lugar las siguientes enmiendas:


1.- de la Comisión de Hacienda al numeral Número 28), nuevo, del artículo único, que incorpora un artículo 35 nuevo. Esta corresponde a la autorización a Televisión Nacional para operar una señal televisiva especial, de contenidos educativos y culturales.


2.- de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones relativo al ordinal iii del número 26) del artículo único, correspondiente a la fiscalización de la Contraloría General de la Republica a Televisión Nacional de Chile. Respecto de esta enmienda se solicitó reapertura del debate, y


3.- de la Comisión de Hacienda, que incorpora un artículo quinto transitorio, relativo a la capitalización de Televisión Nacional de Chile.

- - -

El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Hacienda al numeral Número 28), nuevo, del artículo único.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Narváez y el Honorable Senador señor García Huidobro.


El Presidente pone en votación la enmienda ya indicada.


El resultado es de 21 votos a favor, 12 votos en contra, 1 abstención y 1 pareo.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz, y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Ossandón y Pérez Varela.

Se abstiene el Honorable Senador señor Chahuán.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Prokurica.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Allende, señores Quinteros y Harboe, señora Goic y señores Montes, De Urresti, Pizarro, Girardi, Araya, Letelier, Navarro y Guillier.


Fundan su voto reprobatorio los Honorables Senadores señores Larraín y Allamand, señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe, y señores García Huidobro, García y Coloma.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Chahuán.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este proyecto.


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 60ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE NOVIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente y Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; el Subsecretario General de Gobierno, señor Jara; el Jefe de la Unida Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Arancibia; y el asesor de la misma Cartera, señor Ramírez.

Actúan de Secretario General, el titular del Senado señor Labbé y de Prosecretario el subrogante, señor Cámara.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS



Las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, del 18 de octubre; 56ª, extraordinaria y 57ª, ordinaria, ambas del 24 de octubre; y 58ª, ordinaria, del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes

Veintiocho de S.E. la Presidenta de la República


Con los trece primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas de ley:


1) La que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) La que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


3) La que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


4) La que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


5) La que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06).


6) La que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.687-06).


7) La que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


8) La que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


9) La que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


10) La que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos)


11) La que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín N° 11.120-05).


12) La que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


13) La que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (Boletín N° 11.257-04).


Con los quince últimos, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


3) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


4) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín       N° 10.217-15).


5) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York, el 2 de abril de 2013 (Boletín N° 10.480-10).


7) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.526-06).


8) Proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04).


9) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19).


10) Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín N° 11.174-07).


11) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


12) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (Boletín Nº 10.665-07).


13) Proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (Boletín Nº 10.739-07).


14) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (Boletín N°11.218-10).


15) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (Boletín N° 11.349-06).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Ocho de la Honorable Cámara de Diputados


Con los cuatro primeros, comunica que ha aprobado los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, para reconocer al pueblo chango como etnia indígena de Chile (Boletines N°s 11.188-17 y 11.335-17, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


2) El que declara el 15 de agosto de cada año como el Día Nacional de los Trabajadores y Trabajadoras de Taxis Colectivos (Boletines N°s 11.384-15 y 11.385-15, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


3) El que exige que en el decreto promulgatorio de la ley conste el nombre de los autores del proyecto cuando se trate de una moción parlamentaria (Boletín N° 11.441-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


4) El que declara feriado el 17 de enero de 2018 para la región de la Araucanía y el 18 de enero de 2018 para la región de Tarapacá, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco (Boletín N° 11.350-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el quinto, señala que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Con el sexto, indica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley que establece el día 19 de marzo como el Día del Maestro Obrero Constructor (Boletín N° 11.221-04).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República.


Con los dos siguientes, comunica que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de acuerdo:


1) El que aprueba la “Convención sobre el Estatuto de los Apátridas”, adoptada en Nueva York, el 28 de septiembre de 1954 (Boletín N° 11.435-10).


2) El que aprueba la “Convención para Reducir los Casos de Apatridia”, adoptada en Nueva York, Estados Unidos, el 30 de agosto de 1961 (Boletín N° 11.436-10).


-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite numerosas sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad referidos a las siguientes normas legales:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Inciso primero del artículo 7º Transitorio del Código de Minería.


- Artículo 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile y del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N° 2, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


- Artículo 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile y del artículo 10 del Reglamento de Comisiones Médicas de Carabineros de Chile.


- Inciso segundo del artículo 492 del Código del Trabajo.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695, del año 1979.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 35 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


- Artículo 5° de la ley N° 20.283, sobre Recuperación de Bosque Nativo.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Da respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para efectuar una investigación respecto del proyecto de construcción de casetas sanitarias, en la comuna de Río Bueno.

De la señora Contralora General de la República (S)


Contesta requerimiento, manifestado en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, en relación a los resultados de las investigaciones realizadas por el retraso en la construcción de hospitales en el país.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para informar sobre el archivo provisorio de la investigación judicial efectuada en el SENAME.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Atiende consulta, manifestada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa a la creación de una oficina de la Armada de Chile, dedicada a estudiar los efectos del cambio climático.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Contesta petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los mecanismos, metodologías y población estudiada para determinar la necesidad de construir el puente Chacao.

De la señora Ministra de Salud


Responde requerimientos, expresados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las siguientes materias:


- Temas relativos al EUNACOM y listas de espera.


- Planes de acompañamiento psicológico para las familias afectadas por los incendios forestales en las Regiones de O’Higgins, del Maule y del Biobío.


Remite antecedentes sobre la frecuencia de las atenciones realizadas por especialistas en el nuevo hospital de Porvenir; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi.


Informa petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a la evolución de la deuda hospitalaria durante el primer semestre de 2017.


Anexa datos sobre inquietud planteada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre el establecimiento y calidad en que se desempeña el médico ecuatoriano individualizado.


Informa sobre la posibilidad de transformar la antigua posta rural de Liucura en un Centro Comunitario de Salud Familiar (CECOF); materia planteada por el Honorable Senador señor Quintana.

De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones


Responde consulta, expedida en nombre del Honorable Senador señor Coloma, acerca de la falta de funcionamiento de la estación de trenes de Talca inaugurada en el mes de marzo pasado. 


Expide respuesta a requerimiento formulado en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de un posible subsidio para el trasporte público destinado a las comunidades aisladas de Isla Huapi, comuna de Futrono.


Envía respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la situación del catamarán que conecta la isla Santa María con Lota y Coronel.


Contesta consulta, expresada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre las medidas adoptadas, luego del deslizamiento de rocas en el fiordo de Puyuhuapi del camino austral.

Del señor Ministro (S) de Agricultura


Contesta acuerdo del Senado, por el cual se solicita ratificar el Protocolo de Nagoya, acordado en la 10ª Reunión de la Conferencia de las Partes, celebrado en Nagoya, Japón, en 2010 (Boletín N° S 1.904-12).

Del señor Ministro de Energía


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre las medidas adoptadas para garantizar el abastecimiento de gas para consumo domiciliario en Isla de Pascua.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Araya, para informar de las acciones realizadas para proteger el fenómeno natural denominado desierto florido, que se desarrolla entre las regiones de Antofagasta y Atacama.

De la señora Subsecretaria de Derechos Humanos


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de la calificación de víctima de prisión política y tortura por parte de la Comisión Valech de la persona individualizada.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Anexa antecedentes relativos a la realización de un estudio de factibilidad de que la provincia de Chiloé se transforme en una región; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente


Atiende solicitud para realizar un estudio de impacto ambiental en el sector Putabla de la comuna de San Pablo, Región de Los Lagos; materia requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, acerca de la situación de las licencias médicas de los trabajadores portuarios eventuales. 


Consigna antecedentes sobre la situación de seis pensionados de la comuna de Freire, que contrataron créditos de consumo con distintas Cajas de Compensación; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor García.

De la señora Superintendenta de Casinos de Juego


Envía referencias del proceso de otorgamiento del permiso de operación para el casino de juego de la ciudad de Viña del Mar; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

Del señor Superintendente (S) de Servicios Sanitarios 


Consigna requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativo a la suspensión del suministro de agua potable en la comuna de Mariquina, en el mes de octubre pasado.

Del señor Intendente de la Región del Bio Bío


Contesta consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la fecha de término de la cicloruta que conectará a la Universidad de Concepción con la plaza Acevedo en esa Región. 

Del señor Alcalde (S) de la comuna de Alto Hospicio


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al vertedero El Boro de dicha localidad.

Del señor Director del Servicio Electoral


Emite respuesta a petición enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la situación de los ciudadanos chilenos residentes en Palestina que fueron incorporados al registro de votantes en Israel.

Del señor Director del Trabajo


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García Huidobro, relativo a la fiscalización del cumplimiento del artículo 64 del Código del Trabajo, en cuanto al pago de propinas en establecimiento de atención de público.

Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la iniciativa de la Forestal Miminco para crear un área en la comuna de Santa Juana, con la finalidad de proteger a las denominadas “araucarias enanas”.

Del señor Intendente de Fiscalización de la Superintendencia de Pensiones


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la calificación de invalidez de la persona individualizada.

Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional de la Araucanía


Informa presidencia transitoria del consejo, por el período que indica.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (Boletín N° 11.349-06) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Queda para Tabla.
Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Walker, Patricio; señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma y Zaldívar, por medio del cual condenan la persecución política sufrida por el Primer Vicepresidente de la Asamblea Nacional de Venezuela, don Freddy Guevara, por parte del Gobierno de su país, solicitan una serie de medidas y valoran la actuación de los organismos internacionales que indican (Boletín N° S 1.951-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

- - -

En el curso de la sesión, han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios
Dos de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como ministros Titulares del Tercer Tribunal Ambiental de Valdivia, al abogado y a la licenciada en ciencias, respectivamente, señor Iván Hunter Ampuero y señora Sibel Villalobos Volpi (Boletín N° S 1.953-05).


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, al señor Jorge Retamal Valenzuela (Boletín Nº S 1.952-05).


En ambos casos hace presente la urgencia del inciso segundo del N°5° del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Walker, Patricio; señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán. Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma y Zaldívar, por medio del cual condenan la persecución política sufrida por el Primer Vicepresidente de la Asamblea Nacional de Venezuela, don Freddy Guevara, por parte del Gobierno de su país, solicitan una serie de medidas y valoran la actuación de los organismos internacionales que indican.
(Boletín N° S 1.951-12)


El Presidente pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General da lectura al proyecto de acuerdo.
- - -


El Presidente suspende la sesión con el objeto de convocar a los senadores que se encuentran en sesiones de Comisión.


Se reanuda la sesión

- - -


El Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo.


El resultado es de 18 votos a favor y 1 en contra.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Vota en contra el Honorable Senador señor Navarro.


El Presidente declara aprobado el proyecto de acuerdo.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


Las proposiciones del proyecto de acuerdo aprobadas son las que siguen:


“1.- Condenar la persecución política sufrida por el Primer Vicepresidente de la Asamblea Nacional de Venezuela don Freddy Guevara por parte de la Dictadura imperante en la República de Venezuela.


2.- Solicitar el restablecimiento del Fuero Parlamentario del Primer Vicepresidente de la Asamblea Nacional de Venezuela don Freddy Guevara.


3.- Solicitar la restitución del Estado de Derecho, el efectivo cumplimiento de los principios republicanos de gobierno, y el inmediato restablecimiento de las competencias usurpadas a la Asamblea Nacional de Venezuela.


4.- Condenar la falta de independencia en su actuar tanto del Tribunal Supremo de Justicia como del Consejo Nacional Electoral de Venezuela.


5.- Valorar actitud humanitaria asumida por nuestra Cancillería en el sentido de acoger como huésped al Primer Vicepresidente de la Asamblea Nacional de Venezuela don Freddy Guevara en la embajada de Chile en Venezuela.


6.- Valorar el trabajo del denominado "Grupo de Lima" integrado por doce países americanos quienes han condenado el retiro de la inmunidad parlamentaria de Freddy Guevara, y reafirmado su pleno apoyo a la Asamblea Nacional Venezolana.


7.- Valorar la condena categórica realizada por el Secretario General de la Organización  de Estados Americanos referida al despojo de la inmunidad parlamentaria de don Freddy Guevara.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile.

(Boletín N° 6.191-19)


El Presidente reanuda la discusión del proyecto de la referencia.


El Secretario General señala que se continuará la votación en particular en los términos aprobados por los Comités en la sesión pasada.

- - -


El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones relativa al numeral iii del número 26) del artículo único.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Narváez y los Honorables Senadores señores Pizarro y Coloma.


El Presidente declara rechazada la enmienda por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Presidente pone en votación la enmienda de la Comisión de Hacienda que incorpora el artículo quinto transitorio.

El Secretario General previene que sobre esta disposición hay una solicitud de votación separada de sus primeros dos incisos, formulada por el Honorable Senador señor Larraín, quien la retira luego de ser consultado.


El Presidente pone en votación la enmienda.


El resultado es de 19 votos favorables, 7 abstenciones y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, Larraín y Moreira.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García Huidobro.

Fundan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Pizarro, Girardi, Navarro, Quinteros, Harboe y Walker, Ignacio.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Larraín, Espina y Allamand.


El Vicepresidente declara aprobada la enmienda.
- - -


El Presidente pone en votación la enmienda de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones relativa al numeral 3), letra a) del artículo único.


El resultado es de 17 votos a favor, 1 voto en contra y 3 pareos.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, Girardi, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Ossandón, Quinteros; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Vota en contra el Honorable Senador señor Navarro.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores García Huidobro, Lagos y Prokurica.

Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Letelier.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor Navarro.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Hacienda  relativa al numeral 4) del artículo único.


Enseguida ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Letelier.


Puesta en votación la enmienda el resultado es de 20 votos a favor y 3 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, Girardi, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Quinteros; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

No votan, por estar pareados los Honorables Senadores señores García Huidobro, Lagos y Prokurica.

Funda su voto de aprobación el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Hacienda  relativa al numeral 5) del artículo único.


A continuación, previa consulta a la Sala, la enmienda se declara aprobada por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Presidente pone en votación la enmienda de la Comisión de Hacienda  relativa al numeral 22) del artículo único.


Previa consulta a la Sala la declara aprobada por la unanimidad de los senadores presentes.
- - -


El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Hacienda  relativa al numeral 30) del artículo único.


Enseguida ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Allamand.


En el debate se propone además el reemplazo, en el inciso primero del artículo 37 que se crea, de la expresión “libre difusión” por “libre recepción”.


Consultada la Sala el Presidente declara aprobada la enmienda en conjunto con la modificación antes señalada.

- - -

El Presidente pone en discusión las restantes enmiendas relativas a las disposiciones transitorias.


Enseguida, y previa consulta a la Sala, las declara aprobadas por la unanimidad de los senadores presentes.
- - -

Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile:


“1) Reemplázase el artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.”.


2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- En el cumplimiento de los fines antes señalados, deberá sujetarse estrictamente al “correcto funcionamiento” que definen los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa desarrollará un instrumento de planificación, denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, que contendrá las orientaciones de programación para su señal principal, sus señales adicionales y sus filiales. El documento deberá ser aprobado por el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, y será revisado cada cinco años. 


El “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” deberá adecuarse al presupuesto de la empresa, así como a las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de sus filiales. 


El documento deberá estar permanentemente a disposición del público en los sitios electrónicos de la empresa.


Anualmente, Televisión Nacional de Chile deberá exponer sobre la realización y avance del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, ante el Senado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36.


La falta de aprobación y publicación en tiempo y forma de este instrumento acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.”.


3) En el artículo 4º:


“a) Reemplázase el encabezamiento y las letras a) y b) de su inciso primero, por lo siguiente:


“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del Directorio.


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.”.


b) Elimínase la palabra "secreta” de su inciso segundo.


4) Intercálase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis.- Para ser nombrado director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera.


2. Contar con una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o alto ejecutivo en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académico con destacada y reconocida trayectoria docente en universidades reconocidas por el Estado; o contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.


3. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.


5) Intercálase, luego del Subtítulo b), “De las inhabilidades y recusaciones de los Directores”, el siguiente artículo 4° ter:


“Artículo 4° ter.- Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de director las siguientes:


a) Haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por delitos contemplados en la ley N° 18.045, del mercado de valores, o por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066.


b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal.


c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.


d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N° 18.045, de mercado de valores y la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los directores.


e) Tener un interés significativo en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile.


Para estos efectos, se entenderá que tienen un interés significativo, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, de su cónyuge o conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad:


1. Tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


2. Mantengan relaciones contractuales con Televisión Nacional de Chile o con alguno de sus competidores respecto de actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa.


f) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y


g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando no haya sido objeto de sanciones impuestas por el Servicio de Impuestos Internos durante los últimos cinco años, como tampoco haberse dictado sentencia de remate en juicio ejecutivo dictado en su contra durante el mismo período.”.


6) Intercálase, luego del artículo 4° ter, el siguiente artículo 4° quáter:


“Artículo 4° quáter.- Los directores deberán abstenerse de participar y votar cuando se traten materias o asuntos en que puedan encontrarse implicados o respecto de los cuales mantengan algún interés, circunstancia de la cual se deberá informar al Directorio.


Se entenderá que concurre una causal de abstención, entre otras circunstancias, cuando:


1. Las decisiones o asuntos se refieran a los casos contenidos en el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


2. La decisión que adopte pudiese afectar sus intereses, en los términos a que se refiere el artículo 7° de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y el artículo 12 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


3. Las decisiones, asuntos o negociaciones afecten a sociedades o entidades en las que se hubiere desempeñado en los últimos doce meses como director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité, como también de sus matrices, filiales o coligadas.


4. Las decisiones o asuntos a tratar pudieren afectar los intereses de su cónyuge, conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


La dieta de director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


En cualquier caso, el Directorio podrá establecer, en su normativa interna, los procedimientos y mecanismos que deberán adoptarse en materia de conflictos de interés. Lo anterior, sin perjuicio de los deberes generales de abstención para el ejercicio de la función pública establecidos en ésta y otras leyes.


El director afectado por una causal de abstención podrá asistir a la sesión en que se traten materias adicionales a aquella que lo implica, pudiendo participar en el tratamiento y resolución de éstas. Con todo, su asistencia no será considerada para los efectos de determinar el quórum en la resolución de la materia o asunto en la que pudiera tener interés o estar involucrado.


La ausencia del director que se haya abstenido de participar de una determinada sesión en virtud de alguna de las causales referidas en el presente artículo se entenderá, para todos los efectos de esta ley, como justificada.”.”.


7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5°.- El cargo de director será incompatible con:


a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.


La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.


c) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la empresa, sus filiales o coligadas.


d) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


e) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


f) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la empresa o de sus filiales o coligadas.”.

8) Sustitúyese el artículo 6º, por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en forma directa o indirecta en el asunto:


1.- Tener él, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.


3.- Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.

4.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción, a sabiendas, al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Sin perjuicio del deber de informar que le asiste al director sobre la existencia de una eventual causal de abstención, los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la causal. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente del Directorio notificará de ésta al director que le afecta, quien deberá informar por escrito, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el director se abstendrá de conocer del asunto. Si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. La resolución del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el secretario o ministro de fe pública.”.


9) Introdúcense, en el artículo 8°, las siguientes modificaciones:


i. Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Corporación” por el vocablo “empresa”.


ii. Sustitúyese, en el inciso segundo, la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros”, por otra a la “Comisión para el Mercado Financiero”.


iii. Agrégase un inciso tercero del siguiente tenor:


“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquéllas.”.


10) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Los directores están obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de los que tomen conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de estas obligaciones se castigará con la pena de reclusión menor de cualquiera en sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.


11) Introdúcense, en el artículo 10, las siguientes modificaciones:


i. Intercálase, en su numeral 1), a continuación de la palabra “intereses”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


ii. Elimínase, en su numeral 1), la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), a continuación de la palabra “propio”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase, en su numeral 5), a continuación de las palabras “para sí”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”.”.


12) Sustitúyese el artículo 11, por el siguiente:


“Artículo 11.- Los directores tendrán derecho a una dieta mensual que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.”.


13) Reemplázase el artículo 12, por el siguiente:


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de director de aquellos que se refiere la letra b) del artículo 4°, las siguientes:


a) Expiración del plazo o período por el que fue nombrado, sin perjuicio de mantenerse en funciones hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Alguna causal sobreviniente de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario. 


f) Haber maliciosamente incluido datos inexactos u omitido información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en su declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades.


g) Haber incurrido en alguna infracción o incumplimiento grave de las prohibiciones o deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley, como el deber de reserva establecido en el artículo 9°.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre una inhabilidad sobreviniente, y en las letras e) a la h), serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en conjunto con el Ministro de Hacienda, en el caso de la letras e), f) y h); o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se ordenará traer autos en relación. La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte podrá decretar informe pericial como medida para mejor resolver.”.


14) Introdúcense, en el artículo 13, las siguientes modificaciones:


i. Sustitúyese, en el encabezamiento del inciso segundo, la expresión “en la” por “en las”.


ii. Intercálase, en el número 1) del inciso segundo, a continuación de la expresión “en ejercicio para:”, la siguiente frase: “aprobar el “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”;”.


iii. Reemplázase, en el número 1) del inciso segundo, la palabra “Corporación”, por el vocablo “empresa”.


iv. Sustitúyese, en el número 1) del inciso segundo, la referencia “las letras c), d) y e) del artículo 12”, por la siguiente: “las letras c) a la h) del artículo 12”.


v. Reemplázase, en el inciso tercero, la oración “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.”, por la siguiente: “El Directorio deberá establecer, al menos, una sesión ordinaria por mes.”.


vi. Agrégase el siguiente inciso final: 


“El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, el que deberá poner especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés societario de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación. Todo lo anterior, se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios.”.


15) Modifícase el artículo 14 de la siguiente manera:


i. Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra “Corporación” por “empresa”.


ii. Reemplázase su inciso segundo, por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.


iii. Sustitúyese, en su inciso tercero, la palabra “Corporación” por “empresa”.

16) Agrégase al final del inciso cuarto del artículo 15, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente expresión: “Salvo que por acuerdo del Directorio se haya convenido ejecutar determinadas gestiones de inmediato, sin esperar la total tramitación del  acta, en cuyo caso, se podrá hacer desde que el acta es firmada por el Secretario del  Directorio.”.

17) Efectúanse, en el artículo 16, las siguientes modificaciones:


i. Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra “Corporación” por “empresa”.


ii. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la expresión “de la Corporación” por “del Directorio”.


iii. Elimínase, en la letra a) del inciso segundo, la frase “y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio”.


iv. Agrégase, en la letra a) del inciso segundo, la siguiente oración final: “La remoción del Vicepresidente seguirá las mismas reglas.”.


v. Intercálase, en la letra b) inciso segundo, a continuación de la palabra inicial “Designar”, la expresión “o remover”.


vi. Elimínase, en la letra b) del inciso segundo, la frase    “y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio”.


vii. Elimínase, en la letra b) del inciso segundo, la frase    “, pero el acuerdo sólo requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio”.


viii. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra i):


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, aprobar sus estatutos, y velar siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo de que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. La creación de sociedades o empresas filiales deberá satisfacer siempre las exigencias establecidas en el artículo 22.”.


ix. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra j):


“j) Designar o remover a los directores que representen a Televisión Nacional de Chile en las sociedades filiales que cree.”.


x. Sustitúyese, en el numeral 1) del inciso cuarto, la palabra “Corporación” por “empresa”.


xi. Modifícase el numeral 2) del inciso cuarto, del modo que sigue:


a) Sustitúyese la palabra “Corporación” por “empresa”.


b) Intercálase, a continuación de la expresión “con programas y publicidad propias”, la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales”.


18) Intercálase, en el artículo 19, a continuación de las palabras “en los artículos”, la expresión “4° ter”.


19) Reemplázase, en el artículo 20, la palabra “Corporación” por “empresa”.


20) Introdúcense, en el artículo 22, las siguientes modificaciones:


i. Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“La empresa podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto sea necesario para el debido desarrollo de sus actividades.”.


ii Agrégase un inciso cuarto del siguiente tenor:


“La empresa o sus sociedades filiales podrán convenir con terceros la cesión, retransmisión o licenciamiento de los derechos que recaigan sobre los contenidos que sean de su propiedad. Con todo, la empresa deberá establecer condiciones competitivas, transparentes, no discriminatorias y verificables de contratación.”.


21) Modifícase el artículo 24, de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la frase “auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría”, por la siguiente: “auditadas por firmas auditoras externas de reconocido prestigio”.


ii. Intercálase, a continuación de la palabra “Estado”, la siguiente frase: “, salvo las excepciones que consagran las normas siguientes”.


22) Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda. Asimismo, sólo para efectos de informar al Ministerio de Hacienda, le serán aplicables los incisos segundo y cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria y el inciso segundo del artículo 3° del decreto ley N° 1.056, del Ministerio de Hacienda, de 1975.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente al Ministerio de Hacienda, antes del 31 de diciembre de cada año, sus Presupuestos de Operación e Inversiones, los que serán exigibles para el procesamiento de sus solicitudes de endeudamiento.


Las evaluaciones y autorizaciones contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de todas sus señales.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda con ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.


23) Intercálase, en el inciso primero del artículo 26, a continuación de la frase “Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán”, la que sigue: “, a más tardar el día 30 de junio del año siguiente,”.


24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de utilidad pública en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de radiodifusión sonora, dentro de una misma zona de servicio. Entre ellas se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos, y las normas referidas a situaciones de emergencia y catástrofes.”.


25) Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.


26) Modifícase el artículo 34, de la siguiente manera:


i. Reemplázase, en el inciso primero, la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros”, por otra a la “Comisión para el Mercado Financiero”.


ii. Elimínase el inciso segundo.


27) Intercálase, a continuación del artículo 34, un Título VI, nuevo, con el siguiente epígrafe:

“Título VI

De la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos,

científicos e infantiles”


28) Intercálase, bajo el epígrafe señalado, un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa aprobado por el Ministerio de Hacienda de conformidad a los términos contenidos en los incisos segundo a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.”.


29) Agrégase un artículo 36, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública sobre los estados financieros de la empresa, su gestión y el cumplimiento del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” de la empresa establecido en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre recepción establecida en el artículo 35.”.

30) Agrégase un artículo 37, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 37.- La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar o mantener el funcionamiento de la señal de libre recepción establecida en el artículo 35.


Dichos aportes deberán reflejarse en el presupuesto separado correspondiente, en los términos del precitado artículo.”.


31) Reemplázase la numeración del actual “Título VI” por “Título VII”, con su misma denominación “Disposiciones varias”, y contémplanse los artículos 35 y 36 que lo integran, como artículos 38 y 39, respectivamente, en sus mismos términos.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las modificaciones realizadas por el artículo único permanente de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de treinta días contado desde la publicación de la misma en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes.


Artículo segundo.- Entiéndase expirado, en el término de noventa días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2020. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II de la ley N° 19.132.


Artículo tercero.- Entiéndase expirado, en el término de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2024. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II de la ley N° 19.132.


Artículo cuarto.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.


Artículo quinto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, durante un plazo máximo de hasta seis meses contado desde la vigencia de esta ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar exclusivamente los proyectos de inversión que se identifiquen y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de doce meses contado desde que el Directorio de Televisión Nacional de Chile apruebe la implementación de la señal a que hace referencia el artículo 35 de la ley N° 19.132 y comunique al Ministerio de Hacienda el presupuesto de la nueva señal, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para financiar su implementación y puesta en marcha. Para estos efectos, Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Dirección de Presupuestos una propuesta de presupuesto de operación e inversión, conforme a la cual se entregarán los recursos.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.


Artículo sexto.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial, las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.

- - -

El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Harboe y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE DIVERSAS MODIFICACIONES EN LA NORMATIVA EDUCACIONAL 

(11.471-04)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud de lo prescrito en el inciso primero del artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

Concurrieron a la sesión en que se discutió esta iniciativa:

Del Ministerio de Educación: la Ministra de Educación, señora Adriana Del Piano; la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga; el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma; los Asesores, señoritas Mónica Vásquez y Carla Rivera y señores Gustavo Paulsen y Alfredo Romero, y la Jefa de Prensa, señora Gabriela Bade.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores, señores Alejandro Fuentes, Vicente Aliaga y Pablo Jorquera.


Del Comité DC.: la Asesora Legislativa, señora Constanza González.


De la oficina de la H.S Von Baer: el Asesor, señor Jorge Barrera.


Del Comité DC: el Asesor, señor Pedro Montt.


Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: los Asesores, señorita Yasna Bermúdez y señor Juan Briones.


De Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Felipe Rössler.


De la oficina del HS. C. Montes: el Asesor, señor Luis Díaz.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa legal tiene por finalidad enmendar diversas materias relacionadas con la Ley de Subvenciones y La ley de Inclusión Escolar1; regular un procedimiento para obtener permisos de edificación y recepción a establecimientos educacionales subvencionados; corregir un error de referencia en la ley de Presupuestos del año 2017, y facultar a la Subsecretaría de Educación para exceptuar, en casos de emergencias o catástrofes y de manera transitoria, a un establecimiento educacional del cumplimiento de las normas de la jornada escolar completa diurna.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.-  Decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

2.- Ley Nº 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado.

3.- Decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a establecimientos educacionales.

4.- Ley N° 20.981, de Presupuestos del Sector Público para el año 2017.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Recuerda el mensaje que la Ley de Inclusión Escolar entró en vigencia el 1 de marzo de 2016. Durante este año y medio de aplicación se ha puesto en marcha el nuevo Sistema de Admisión Escolar, partiendo por la región en Magallanes, ha permitido la transferencia de la calidad de sostenedor a entidades sin fines de lucro de más de mil establecimientos, mientras otros tantos están en trámite de hacerlo; se han implementado nuevos aportes del Estado, como la subvención para estudiantes preferentes y el aporte por gratuidad, y cerca de 300 mil estudiantes se han beneficiado con la gratuidad escolar.


Esta primera etapa de implementación ha permitido también identificar aspectos de la ley que pueden ser perfeccionados y que este proyecto viene a proponer.


En primer término, resulta necesario adecuar la regulación de arriendos, debido a que la norma genérica de valoración no siempre se ajusta a la realidad de los inmuebles con arriendos previos a la Ley de Inclusión. Un estudio realizado por la Subdirección de Avalúos del Servicio de Impuestos Internos señala que la media de las tasaciones fiscales de los inmuebles escolares es de 57% del valor comercial, pero con variaciones que van del 19% al 200%, y que la mediana es de sólo 48%. En otras palabras, la mitad de los inmuebles están tasados por debajo de la mitad de su valor comercial, teniendo en consideración que el avalúo fiscal se utiliza para fijar el canon anual de arriendo. Dado lo anterior,  se propone autorizar, que el valor anual del arriendo pueda superar el 11% del avalúo fiscal del inmueble, en casos excepcionales, siempre que se demuestre que la operación se realizará en los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de celebración. A su vez, esto permite regularizar la posibilidad de celebrar contratos de arrendamiento mientras los sostenedores no sean dueños de los inmuebles donde funcionan sus establecimientos educacionales, lo que facilita la continuidad del proyecto educativo.


En segundo lugar, se propone excluir del Sistema de Admisión Escolar a los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia.  Ello, pues no parece razonable que los niños y las niñas que acuden a una escuela de párvulos, y que luego se incorporarán al primer año de enseñanza básica en un establecimiento escolar diverso, deban ser sometidos en dos oportunidades en años prácticamente continuos a la postulación por el Sistema de Admisión Escolar. Ahora bien, el Sistema de Admisión Escolar continuará aplicándose a los niveles de transición de los establecimientos que tienen continuidad de estudios entre la educación parvularia y el primero año de educación básica. Asimismo, se excluyen de los procesos de admisión establecidos en la Ley de Inclusión la modalidad educativa de adultos, las aulas hospitalarias y las escuelas cárceles.


Como tercer punto, el proyecto propone facultar a la Subsecretaría de Educación para que pueda exceptuar, en casos de emergencias o catástrofes y de manera transitoria, a un establecimiento educacional del cumplimiento de las normas de la Jornada Escolar Completa Diurna, permitiéndole funcionar en doble jornada hasta que la circunstancia originaria haya cesado.


En otro orden de cosas, continúa el mensaje, para continuar con el proceso de implementación de la Ley de Inclusión, se propone facultar a los sostenedores que no se adecúen al requisito de transferir tal calidad a una entidad sin fines de lucro dentro del plazo definido por la legislación, a hacerlo con posterioridad, suspendiendo el derecho a recibir la subvención a partir del 1 de enero de 2018 y hasta que se materialice la transferencia de la calidad de sostenedor.


Además, se incluyen normas que permitirán a los propietarios de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación y establecimientos de educación parvularia financiados con aportes del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación, o que contando con este no han obtenido la recepción definitiva, puedan, hasta el 31 de diciembre de 2018, obtener los permisos de edificación y de recepción simultáneamente de sus inmuebles o mejoras de ellos, siempre que cumplan los requisitos que se indican.


Finalmente, se corrige un error de referencia en la Ley de Presupuestos vigente, para habilitar el pago de la Beca de Excelencia Académica durante el año en curso.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El texto del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados está estructurado en dos artículos permanentes y seis disposiciones transitorias, cuyo texto es el que sigue:

 “Artículo 1.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:


1. Agrégase al artículo 7 septies el siguiente inciso final nuevo:


“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia. No obstante, en los casos en que un establecimiento educacional imparta enseñanza básica y parvularia, podrá acogerse al sistema de admisión desde el curso del menor nivel que imparta, sin que pueda efectuar cobro alguno a los padres o apoderados en los niveles inferiores al primer nivel de transición. En caso contrario, deberá acogerse a dicho sistema a partir del menor nivel de transición que imparta.”.


2. Incorpórase en el artículo 58 H el siguiente inciso final nuevo:


“No obstante lo anterior, en caso de muerte del constituyente de la entidad, el secretario regional ministerial de Educación correspondiente, a solicitud de cualquier interesado, podrá autorizar que la entidad individual educacional continúe con la función educativa, con otra persona natural como titular, cuando fuere necesario.”.


Artículo 2.- Modifícase la ley Nº 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en el siguiente sentido:


1. Agrégase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la siguiente oración: “Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se considerará la fecha en que se presente al Ministerio de Educación el instrumento mediante el que se realizó dicha transferencia.”.

2. En su artículo cuarto transitorio:


a) Reemplázase, en su inciso quinto, la frase “refieren los incisos anteriores” por “refiere este artículo”.

b) Reemplázase el numeral 1° del inciso sexto por el siguiente:


“1° En caso de pactarse entre personas relacionadas, estos contratos sólo podrán extenderse hasta que el sostenedor, de acuerdo a la normativa legal vigente, adquiera la propiedad del inmueble y se encuentre libre de gravámenes o lo use en calidad de comodatario.”.


c) Intercálanse los siguientes incisos noveno, décimo y decimoprimero, nuevos, pasando el actual noveno a ser inciso decimosegundo:


“La Superintendencia de Educación podrá autorizar un canon de arriendo distinto de los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración.


El canon que la Superintendencia autorice deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Para la determinación del valor de este canon, el sostenedor deberá presentar una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble como su correspondiente valor de arriendo. La Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga respecto de operaciones similares que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá fundadamente fijar una tasación y un canon distinto del propuesto por el sostenedor.


La decisión de la Superintendencia de Educación podrá ser impugnada por el sostenedor de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción.”.


d) En su inciso noveno, que ha pasado a ser decimosegundo, antes del punto y aparte, agrégase la frase “y controlará el cumplimiento permanente de los requisitos establecidos en los incisos anteriores.”.


e) Agrégase el siguiente inciso decimotercero:


“Los contratos de arrendamiento celebrados o renovados bajo las normas del presente párrafo, respecto de inmuebles que estén sometidos a leyes especiales, no requerirán dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en este artículo que sean incompatibles con las normas especiales que los regulan.”.


3. En su artículo sexto transitorio:


a) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del punto y final que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto: “La Superintendencia de Educación podrá autorizar límites de imputación mensual y plazo superiores a los definidos en este inciso. Para ello, el solicitante deberá acompañar una resolución de la Corporación de Fomento de la Producción que apruebe una tasación comercial según lo dispuesto en la letra a) del artículo octavo transitorio. Por su parte, la Superintendencia tendrá a la vista las tasas de interés vigente de los bonos soberanos en unidades de fomento, para el mismo plazo, del Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República y realizará el cálculo para verificar que el valor presente de la suma de las cuotas que se establezcan en el contrato de compraventa no supere al valor comercial del inmueble y que se celebre bajo los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración para este tipo de operaciones.”. 


b) Reemplázase, en su inciso quinto, la oración “al inciso anterior” por “a los incisos anteriores”.


c) Reemplázase, en su inciso sexto, la expresión “el inciso segundo” por la expresión “este artículo”.


Artículo 3.- En los casos en que se declare zona afectada por sismo o catástrofe, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto N° 104, de 1977, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley N° 16.282, o de emergencia o alerta sanitaria establecida por la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva, la Subsecretaría de Educación podrá exceptuar a los establecimientos educacionales afectados por estas medidas del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, cuando con ocasión del sismo, catástrofe, emergencia o alerta sanitaria no puedan ajustarse a ello desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe, emergencia o alerta sanitaria, según corresponda, y hasta el vencimiento de la autorización otorgada. Dicha Subsecretaría también podrá autorizar a estos establecimientos educacionales a funcionar con otro establecimiento en un mismo local en doble jornada, en cuyo caso ambos establecimientos estarán exceptuados del cumplimiento de tales requisitos.


Para el cálculo de la Subvención de Escolaridad y mientras dure la autorización señalada en el inciso precedente, se mantendrá el valor correspondiente al régimen de jornada escolar completa diurna, establecida en el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por los alumnos matriculados en dicha jornada escolar, antes del sismo, catástrofe, alerta o emergencia sanitaria.


La Subsecretaría de Educación también podrá autorizar el traslado transitorio del funcionamiento de establecimientos educacionales a locales con destino no educacional, siempre que tengan recepción definitiva de la dirección de obras municipales o cuenten con la autorización provisoria de la respectiva secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo.


En ningún caso las normas de excepción establecidas en este artículo podrán significar duplicación del pago de las subvenciones educacionales, por un mismo alumno, para uno o más sostenedores.


Artículo 4.- Modifícase en la letra g) de la Glosa 04 de la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, de la ley N° 20.981, de Presupuestos del Sector Público para el año 2017, el guarismo “2015” por “2016”.


Artículo 5.- A los sostenedores educacionales que no hayan ejercido oportunamente la facultad que les otorga el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845 se les retendrán las subvenciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, respecto de todos los establecimientos educacionales de su dependencia, hasta el momento en que ejerzan dicha facultad en los términos, y con los mismos efectos, derechos y obligaciones establecidos en dicho artículo.


En caso de que los sostenedores den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 58 del citado decreto con fuerza de ley, el Ministerio de Educación estará facultado para transferir a la nueva entidad sostenedora tanto las subvenciones retenidas como las que correspondan a partir de la fecha en que se acredite el cumplimiento de los requisitos que la ley exige para impetrar dichas subvenciones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los establecimientos educacionales particulares subvencionados que oportunamente hubieren declarado que a la fecha de publicación de la ley N° 20.845 se encontraban realizando cobros por derecho de escolaridad, regulados en los artículos 16 y 17 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, derogados por los numerales 8) y 9) del artículo 2 de dicha ley, podrán acogerse a las reglas de su párrafo 4° transitorio “De la eliminación del financiamiento compartido”, considerándoseles como establecimientos educacionales con financiamiento compartido, para todos los efectos legales.


Lo dispuesto en este artículo regirá a contar del año escolar 2018. La Subsecretaría de Educación deberá dictar en enero de 2018 una resolución exenta que individualice a los establecimientos educacionales y establezca los montos máximos de cobro por alumno para dicho año respecto de cada uno de ellos, para el cumplimiento de las reglas establecidas en el párrafo 4° transitorio de la ley N° 20.845. Con todo, dicho monto máximo no podrá exceder al cobro mensual por derecho de escolaridad correspondiente al año escolar 2015 en cada establecimiento.


Artículo segundo.- Los establecimientos educacionales que, durante el año escolar 2017, hayan experimentado suspensión de las actividades académicas en virtud de lo señalado en el artículo 3 de esta ley, podrán acogerse a las reglas que éste establece, desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe; emergencia o alerta sanitaria, según corresponda y hasta el vencimiento de la autorización entregada por la Subsecretaría de Educación.


Artículo tercero.- Los propietarios de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o de establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación o que, contando con permiso de edificación, no han obtenido la recepción definitiva, emplazados en áreas urbanas o rurales, podrán, hasta el 31 de diciembre de 2019, obtener los permisos de edificación y de recepción simultánea, siempre que los establecimientos y/o sus ampliaciones cumplan los siguientes requisitos:


1. Haber sido construidos antes de la publicación de esta ley.


2. No estar emplazados en áreas de riesgo o protección, en terrenos afectos a declaratoria de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público establecidos en los instrumentos de planificación territorial.


3. No tener, a la fecha de ingreso de la solicitud de regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ante la dirección de obras municipales o el juzgado de policía local respectivo.


4. Cumplir con las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, estabilidad y seguridad establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y con aquellas aplicables a las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas que correspondan.


Artículo cuarto.- Los propietarios deberán presentar ante la dirección de obras municipales respectiva una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañando los siguientes documentos:


1. Declaración simple del propietario, en que señale ser titular del dominio del inmueble y que no existen respecto de dicho bien raíz las reclamaciones a que se refiere el numeral 3) del artículo anterior.


2. Planos de arquitectura, proyecto de cálculo estructural y especificaciones técnicas, conforme a lo establecido en los numerales 7, 10 y 11 del artículo 5.1.6. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


3. Informe del arquitecto que certifique que el establecimiento cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, accesibilidad universal e instalaciones señaladas en el numeral 4), y que no se emplaza en los terrenos a que se refiere el numeral 2), ambos del artículo anterior.


Este informe deberá acompañar los antecedentes que permitan corroborar que el establecimiento existía a la fecha de publicación de esta ley, considerándose como tales cualquier medio gráfico o documental, por ejemplo, planos aprobados, cuentas de servicios, certificados de contribuciones, catastros municipales o de otros organismos públicos, o antecedentes de similar naturaleza. Asimismo, deberá describir detalladamente las características del proyecto indicando como éstas se ajustan a la normativa correspondiente, además de adjuntar los antecedentes necesarios para respaldar el cumplimiento de las normas requeridas.


La dirección de obras municipales, dentro de los noventa días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, revisará exclusivamente el cumplimiento de las normas urbanísticas a que se refiere el número 2) del artículo anterior, sin que puedan ser objeto de revisión las demás materias que contempla la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y con el mérito de los documentos a que alude el presente artículo otorgará el correspondiente certificado de regularización, si fuere procedente. Si existieren observaciones a la solicitud, su emisión y subsanación se regirá por lo dispuesto para tales fines en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los directores de obras municipales estarán sujetos a las responsabilidades contempladas en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo que respecta al cumplimiento de lo establecido en el numeral 2) del artículo anterior, y al hecho de que se haya acompañado la documentación exigida por el presente artículo, así como también respecto de los plazos establecidos para su pronunciamiento.

Los profesionales que certifiquen el cumplimiento de las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, seguridad, estabilidad e instalaciones establecidas en este artículo responderán por la veracidad de sus informes y les serán aplicables las responsabilidades contempladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo quinto.- Corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, emitir los formularios respectivos e impartir las instrucciones para la aplicación de las normas contenidas en los artículos tercero y cuarto transitorios de la presente ley, mediante circulares, que se mantendrán a disposición de cualquier interesado.


Artículo sexto.- Los establecimientos educacionales que impartan cursos inferiores al primer nivel de transición a la fecha de publicación de la presente ley, y se acojan al sistema de admisión desde niveles inferiores al primer nivel de transición, según lo establecido en el número 1) del artículo 1 de esta ley, podrán cobrar como máximo a los padres y apoderados de dichos niveles el monto que cobren en el primer nivel de transición, según la normativa educacional vigente.”.
- - -


Al iniciar la discusión en general de este proyecto  de ley, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, señaló, dentro de los aspectos centrales de la iniciativa, los siguientes:


Uno) Realizar adecuaciones a las normas introducidas por la Ley de Inclusión Escolar con el objeto de:
a) Ajustar, al valor comprometido durante la discusión de la ley, el valor de los arriendos; 
b) Facilitar el proceso de autocompra sin intermediación bancaria; 
c) Excluir del Sistema de Admisión Escolar a los establecimientos que impartan exclusivamente educación de párvulos; 
d) Resolver la situación causada por fallecimiento de la persona que constituyó una Entidad Individual Educacional; y
e) Establecer condiciones para la adecuación a la normativa para aquellos sostenedores que caigan en incumplimiento. 

Dos) Fijar un mecanismo transitorio para la regularización de inmuebles educacionales.

Tres) Fijar un mecanismo permanente para atender situaciones de pago de subvención en casos de emergencias.

Cuatro) Adecuar la situación de dos establecimientos a las normas de FICOM.  

Cinco) Corregir una referencia desactualizada en la Ley de Presupuesto Vigente.

Dentro de los avances en la implementación de la Ley de Inclusión Escolar, destacó la transferencia de calidad de sostenedor a entidades sin fines de lucro; la situación de paso a la calidad de particular pagado; situación de arriendos y autocompra, y sistema de admisión escolar. 


Respecto de la transferencia, dijo que el total de establecimientos particular subvencionados en funcionamiento es de 5.862, cuyo desglose es el siguiente: 3.723 establecimientos ya se han transferido o están adecuándose; 1.005 que ya eran sin fines de lucro antes de la entrada en vigencia de la ley; 1.302 establecimientos que se han transferido; 1.094 están en trámite de transferencia; 351 establecimientos han creado una entidad sin fines de lucro, y 1.967 no han iniciado su adecuación. 


Consultados sobre su compromiso de cambio a SFL: 1.212 señalaron que se adecuarían en el plazo; 652 aún no ha respondido la consulta; 18 señalaron que no lo harían; 85 postularon a SEP, están en el SAE o renunciaron al copago; 172 salen del sistema particular subvencionado; 106 pasan a particular pagado, y 66 cierran.

En cuanto al paso a la calidad de particular pagado, dijo que, en un principio, se había estimado un universo de entre 160 y 200 establecimientos con posibilidad de paso a particular pagado, sin considerar los jardines infantiles y escuelas de lenguaje. Afirmó que 85 establecimientos de educación general presentaron solicitud de paso a pagado. De esta forma, 33 han manifestado a sus comunidades o al Ministerio su desistimiento; 41 han manifestado mantener su decisión o han rechazado reunirse con el Ministerio, y 11 han accedido a revisar su situación, pero no han revertido su decisión.
 

Referida la situación de los arriendos y auto compra, la señora Ministra expresó que la Ley de Inclusión Escolar fijó el parámetro para la valorización de los inmuebles bajo la hipótesis que el Avalúo Fiscal corresponde a una cifra aproximada al 60% del valor comercial de un inmueble, valor que se actualiza cada 4 años. Hizo presente que un estudio realizado por el Servicio de Impuestos Internos, para predios en que se pudo evaluar la tasación fiscal y el precio de enajenación, determinó que el promedio de los avalúos alcanzó al 57% de los valores efectivos de enajenación, pero la mediana de dichos avalúos era de solo el 48% de dicho valor. Para los establecimientos educacionales el promedio fue de 66% y la mediana 44%.

A propósito del Sistema de Admisión Escolar, indicó que tiene una puesta en marcha gradual, desde el punto de vista territorial y por niveles o cursos educacionales. En el año 2016, para la admisión del año 2017, se implementó en Magallanes, y para los cursos iniciales de algún establecimiento. En el año 2017, para la admisión del año 2018, se extendió en Magallanes a todos los cursos, y en las regiones de Tarapacá, Coquimbo, O’Higgins y Los Lagos, a los cursos iniciales. En este año, para facilitar el acceso de las familias a la plataforma, se habilitó la postulación por celular y se habilitaron más de 1200 puntos de acceso, que contaban con una persona capacitada para ayudar a la postulación. El resultado de las postulaciones, según dijo, superó el 95% del potencial estimado (superior a Magallanes en 2016).
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Hizo presente que los contenidos específicos del proyecto son los siguientes:


Uno) Adecuar las normas introducidas por la Ley de Inclusión Escolar con el objeto de ajustar, al valor comprometido durante la discusión de la ley, el precio de los arriendos y facilitar el proceso de auto compra sin intermediación bancaria. 


Dos) Excluir del Sistema de Admisión Escolar a los establecimientos que impartan exclusivamente educación de párvulos.


Tres) Resolver la situación causada por el fallecimiento de la persona que constituyó una Entidad Individual Educacional.


Cuatro) Establecer condiciones para la adecuación a la normativa para aquéllos sostenedores que caigan en situación de incumplimiento. 


Cinco) Finar un mecanismo transitorio para la regulación de inmuebles educacionales. 


Seis) Fijar un mecanismo permanente para atender situaciones de pago de subvención en casos de emergencia.


Siete) Adecuar la situación de dos establecimientos a las normas de FICOM. 


Ocho) Corregir una referencia desactualizada en la Ley de Presupuesto vigente. 


Finalizada la exposición de la señora Ministra, el señor Presidente dio por cerrado el debate en general de esta iniciativa de ley. 


- Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Conforme se señaló al inicio de este informe, esta Comisión discutió en general y en particular este proyecto de ley, por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de discusión inmediata.

En esa virtud, Su Excelencia la señora Presidenta de la República y la Honorable Senadora señora Von Baer presentaron diversas indicaciones a la iniciativa de ley, las que se consigan a continuación junto con el debate que ellas originaron y los acuerdos que se adoptaron sobre el particular. 

Cabe consignar que como método de trabajo, la Comisión analizó y votó, primeramente, las indicaciones del Ejecutivo y luego las de la Honorable Senadora señora Von Baer.


Asimismo, cabe hacer presente que, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, todas las normas aprobadas en general que no fueron objeto de indicaciones quedaron igualmente aprobadas en particular, toda vez que ningún Senador solicitó discusión y votación separada de ellas, con excepción de la norma del artículo 5.- permanente del proyecto, que fue discutido y votado separadamente, como se consigna más adelante en este informe.


- En consecuencia, los artículos 1, 2, 3 y 4 permanentes y 1°, 2°, 3°, 4° y 5° transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señores Allamand y Walker, don Ignacio.

Las indicaciones son las siguientes: 


- De Su Excelencia la señora Presidenta de la República:

AL ARTÍCULO 1


Para reemplazar, en su numeral 2, la expresión “función educativa, con otra persona natural como titular, cuando fuere necesario.” por “función educativa con uno de sus sucesores como titular, o con otro interesado persona natural en caso de que ninguno de estos lo desee, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

AL ARTÍCULO 2


Para reemplazar, en su numeral 2, literal b), la expresión “sólo podrán extenderse hasta que el sostenedor, de acuerdo a la normativa legal vigente, adquiera la propiedad del inmueble y se encuentre libre de gravámenes o lo use en calidad de comodatario.” por “podrán extenderse hasta que el sostenedor adquiera la propiedad del inmueble o lo use en calidad de comodatario, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6, literal a) quáter, del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación.”.


Para reemplazar, en su numeral 2, literal c), todo lo que está entre comillas por lo siguiente: 

“El sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arriendo.


Dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la tasación, la Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá aceptar la tasación y el canon propuesto o definir uno alternativo. El canon aceptado, deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Si transcurrido el plazo ya referido la Superintendencia de Educación no se hubiere pronunciado, se aplicará lo establecido en el artículo 64 de la ley N° 19.880. 


 El sostenedor podrá impugnar la decisión de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción. El canon de arrendamiento autorizado por la comisión tasadora será el definitivo.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.


AL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

Para reemplazar, en su inciso segundo, la expresión “y establezca” por “indicando”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.


- De la Honorable Senadora señora Von Baer:

En el artículo 1° Numeral 1, para intercalar entre las frases “modalidad educativa” y “de adultos”, la frase “artística,”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señor Walker, don Ignacio.


En el artículo 1° numeral 2, para reemplazarlo por el siguiente:


“Los estatutos de toda entidad individual educacional deberán contener un reemplazante en caso de fallecimiento del constituyente del titular. No obstante lo anterior. Sin perjuicio de lo anterior, y en caso que no se haya dado cumplimiento a la designación del remplazante señalado, y en caso de muerte del constituyente de la entidad, el secretario regional ministerial de Educación correspondiente, a solicitud de cualquier ascendente, descendiente del constituyente y a falta de estos de cualquier interesado, podrá autorizar que la entidad individual educacional continúe con la función educativa, con uno de ellos como, cuando fuere necesario.  En caso contrario, podrá transferirse la calidad de sostenedor a una corporación o fundación sin fines de lucro o a otra entidad individual educacional”.


- Fue retirada por su autora.

- - -

Artículo 5.- 





Posteriormente, y a propuesta del señor Presidente, la Comisión discutió el artículo 5° del proyecto de ley en informe, que, como se señaló con antelación, dispone, en lo sustantivo, que a los sostenedores educacionales que no hayan ejercido oportunamente la facultad que les otorga el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.8452 se les retendrán las subvenciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, respecto de todos los establecimientos educacionales de su dependencia, hasta el momento en que ejerzan dicha facultad en los términos, y con los mismos efectos, derechos y obligaciones establecidos en dicho artículo.


Sobre el particular, la señora Ministra expresó que lo que el Ejecutivo está solicitando al Congreso es contar con una herramienta para administrar adecuadamente la implementación de la ley de inclusión, que, este caso, se trata de la retención de subvención, en razón que desde el 1 de enero de 2018 el Ministerio no tiene facultades para entregar a ningún establecimiento con fines de lucro recursos de subvención.  


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio sostuvo que este precepto no tiene justificación, toda vez que los sostenedores de este tipo de establecimientos educacionales han tenido más de dos años para acogerse a las disposiciones del nuevo sistema, y que por lo tanto, nada justifica establecer, nuevamente una regulación especial. Agregó que no corresponde flexibilizar la norma del 31 de diciembre del 2017 y sostuvo que los sostenedores de estos establecimientos educacionales, antes de esa fecha tienen, que ser personas jurídicas sin fines de lucro.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Muñoz señaló que si bien esta es una regulación que tiene una vigencia de más dos años, es necesario establecer una regulación que permita al Ejecutivo que respecto de quienes no han actuado conforme lo dispone el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845, de Inclusión Escolar, se puedan utilizar herramientas para presionar el cumplimiento de la norma de mejor manera. 


- Puesto en votación este artículo, fue rechazado por dos votos a favor y uno en contra. Votaron por la supresión de la disposición los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, en tanto que por su mantención lo hizo la Honorable Senadora señora Muñoz.

INFORME FINANCIERO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala, de modo textual, lo siguiente:


“Las presentes indicaciones no implican mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N° 122 del 03 de octubre de 2017.”

- - -
MODIFICACIONES





De conformidad a los acuerdos precedentemente adoptados, vuestra Comisión de Educación y Cultura  os propone aprobar el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Numero 1)





Agregar en el inciso final que se añade al artículo 7° septies, luego de la expresión “modalidad educativa”, la palabra “artística,” y eliminar la segunda oración que comienza con la expresión “No obstante” hasta la palabra “imparta”.

(Aprobado por unanimidad 3x0, la primera enmienda, y 5x0, la segunda)

Número 2) 





Reemplazar en el inciso final que se agrega al artículo 58 H, la frase que sigue a la expresión “función educativa,”, por la que se señala a continuación:





“con uno de sus sucesores como titular, o con otro interesado persona natural en caso de que ninguno de estos lo desee, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.”.”
(Aprobado por unanimidad 3x0)

Artículo 2.-

Número 2.

Letra b)





Reemplazarla por la siguiente





“b) Reemplázase el numeral 1° del inciso sexto por el siguiente:





“1° En caso de pactarse entre personas relacionadas, estos contratos podrán extenderse hasta que el sostenedor adquiera la propiedad del inmueble o lo use en calidad de comodatario, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6, literal a) quáter, del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación.”.

(Aprobado por unanimidad 3x0)

Letra c)





Sustituirla por la siguiente:





“c) Intercálanse los siguientes incisos noveno, décimo y decimoprimero, nuevos, pasando el actual noveno a ser inciso decimosegundo:





“El sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arriendo. 




Dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la tasación, la Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá aceptar la tasación y el canon propuesto o definir uno alternativo. El canon aceptado, deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Si transcurrido el plazo ya referido la Superintendencia de Educación no se hubiere pronunciado, se aplicará lo establecido en el artículo 64 de la ley N° 19.880. 




El sostenedor podrá impugnar la decisión de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción. El canon de arrendamiento autorizado por la comisión tasadora será el definitivo.”.

(Aprobado por unanimidad 3x0)

Artículo 5°





Eliminarlo

(Aprobado por mayoría 2x1)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


Reemplazar en su inciso segundo la expresión “y establezca” por “informando”.

(Aprobado por unanimidad 3x0)

Artículo sexto

Suprimirlo

(Aprobado por unanimidad 3x0)

TEXTO DEL PROYECTO





De aprobarse las modificaciones precedentemente transcritas, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:





1. Agrégase al artículo 7 septies el siguiente inciso final nuevo:





“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa artística, de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia.”.




2. Incorpórase en el artículo 58 H el siguiente inciso final nuevo:




“No obstante lo anterior, en caso de muerte del constituyente de la entidad, el secretario regional ministerial de Educación correspondiente, a solicitud de cualquier interesado, podrá autorizar que la entidad individual educacional continúe con la función educativa con uno de sus sucesores como titular, o con otro interesado persona natural en caso de que ninguno de estos lo desee, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.”.




Artículo 2.- Modifícase la ley Nº 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en el siguiente sentido:





1. Agrégase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la siguiente oración:





“Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se considerará la fecha en que se presente al Ministerio de Educación el instrumento mediante el que se realizó dicha transferencia.”.





2. En su artículo cuarto transitorio:





a) Reemplázase, en su inciso quinto, la frase “refieren los incisos anteriores” por “refiere este artículo”.





b) Reemplázase el numeral 1° del inciso sexto por el siguiente:





“1° En caso de pactarse entre personas relacionadas, estos contratos podrán extenderse hasta que el sostenedor adquiera la propiedad del inmueble o lo use en calidad de comodatario, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6, literal a) quáter, del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación.”.





c) Intercálanse los siguientes incisos noveno, décimo y decimoprimero, nuevos, pasando el actual noveno a ser inciso decimosegundo:

“El sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arriendo. 


Dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la tasación, la Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá aceptar la tasación y el canon propuesto o definir uno alternativo. El canon aceptado, deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Si transcurrido el plazo ya referido la Superintendencia de Educación no se hubiere pronunciado, se aplicará lo establecido en el artículo 64 de la ley N° 19.880. 




El sostenedor podrá impugnar la decisión de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción. El canon de arrendamiento autorizado por la comisión tasadora será el definitivo.”.





d) En su inciso noveno, que ha pasado a ser decimosegundo, antes del punto y aparte, agrégase la frase “y controlará el cumplimiento permanente de los requisitos establecidos en los incisos anteriores.”.





e) Agrégase el siguiente inciso decimotercero:





“Los contratos de arrendamiento celebrados o renovados bajo las normas del presente párrafo, respecto de inmuebles que estén sometidos a leyes especiales, no requerirán dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en este artículo que sean incompatibles con las normas especiales que los regulan.”.





3. En su artículo sexto transitorio:





a) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del punto y final que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto:





“La Superintendencia de Educación podrá autorizar límites de imputación mensual y plazo superiores a los definidos en este inciso. Para ello, el solicitante deberá acompañar una resolución de la Corporación de Fomento de la Producción que apruebe una tasación comercial según lo dispuesto en la letra a) del artículo octavo transitorio. Por su parte, la Superintendencia tendrá a la vista las tasas de interés vigente de los bonos soberanos en unidades de fomento, para el mismo plazo, del Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República y realizará el cálculo para verificar que el valor presente de la suma de las cuotas que se establezcan en el contrato de compraventa no supere al valor comercial del inmueble y que se celebre bajo los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración para este tipo de operaciones.”. 





b) Reemplázase, en su inciso quinto, la oración “al inciso anterior” por “a los incisos anteriores”.





c) Reemplázase, en su inciso sexto, la expresión “el inciso segundo” por la expresión “este artículo”.





Artículo 3.- En los casos en que se declare zona afectada por sismo o catástrofe, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto N° 104, de 1977, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley N° 16.282, o de emergencia o alerta sanitaria establecida por la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva, la Subsecretaría de Educación podrá exceptuar a los establecimientos educacionales afectados por estas medidas del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, cuando con ocasión del sismo, catástrofe, emergencia o alerta sanitaria no puedan ajustarse a ello desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe, emergencia o alerta sanitaria, según corresponda, y hasta el vencimiento de la autorización otorgada. Dicha Subsecretaría también podrá autorizar a estos establecimientos educacionales a funcionar con otro establecimiento en un mismo local en doble jornada, en cuyo caso ambos establecimientos estarán exceptuados del cumplimiento de tales requisitos.





Para el cálculo de la Subvención de Escolaridad y mientras dure la autorización señalada en el inciso precedente, se mantendrá el valor correspondiente al régimen de jornada escolar completa diurna, establecida en el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por los alumnos matriculados en dicha jornada escolar, antes del sismo, catástrofe, alerta o emergencia sanitaria.





La Subsecretaría de Educación también podrá autorizar el traslado transitorio del funcionamiento de establecimientos educacionales a locales con destino no educacional, siempre que tengan recepción definitiva de la dirección de obras municipales o cuenten con la autorización provisoria de la respectiva secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo.





En ningún caso las normas de excepción establecidas en este artículo podrán significar duplicación del pago de las subvenciones educacionales, por un mismo alumno, para uno o más sostenedores.





Artículo 4.- Modifícase en la letra g) de la Glosa 04 de la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, de la ley N° 20.981, de Presupuestos del Sector Público para el año 2017, el guarismo “2015” por “2016”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo primero.- Los establecimientos educacionales particulares subvencionados que oportunamente hubieren declarado que a la fecha de publicación de la ley N° 20.845 se encontraban realizando cobros por derecho de escolaridad, regulados en los artículos 16 y 17 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, derogados por los numerales 8) y 9) del artículo 2 de dicha ley, podrán acogerse a las reglas de su párrafo 4° transitorio “De la eliminación del financiamiento compartido”, considerándoseles como establecimientos educacionales con financiamiento compartido, para todos los efectos legales.





Lo dispuesto en este artículo regirá a contar del año escolar 2018. La Subsecretaría de Educación deberá dictar en enero de 2018 una resolución exenta que individualice a los establecimientos educacionales, informando los montos máximos de cobro por alumno para dicho año respecto de cada uno de ellos, para el cumplimiento de las reglas establecidas en el párrafo 4° transitorio de la ley N° 20.845. Con todo, dicho monto máximo no podrá exceder al cobro mensual por derecho de escolaridad correspondiente al año escolar 2015 en cada establecimiento.




Artículo segundo.- Los establecimientos educacionales que, durante el año escolar 2017, hayan experimentado suspensión de las actividades académicas en virtud de lo señalado en el artículo 3 de esta ley, podrán acogerse a las reglas que éste establece, desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe; emergencia o alerta sanitaria, según corresponda y hasta el vencimiento de la autorización entregada por la Subsecretaría de Educación.





Artículo tercero.- Los propietarios de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o de establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación o que, contando con permiso de edificación, no han obtenido la recepción definitiva, emplazados en áreas urbanas o rurales, podrán, hasta el 31 de diciembre de 2019, obtener los permisos de edificación y de recepción simultánea, siempre que los establecimientos y/o sus ampliaciones cumplan los siguientes requisitos:





1. Haber sido construidos antes de la publicación de esta ley.





2. No estar emplazados en áreas de riesgo o protección, en terrenos afectos a declaratoria de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público establecidos en los instrumentos de planificación territorial.





3. No tener, a la fecha de ingreso de la solicitud de regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ante la dirección de obras municipales o el juzgado de policía local respectivo.





4. Cumplir con las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, estabilidad y seguridad establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y con aquellas aplicables a las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas que correspondan.





Artículo cuarto.- Los propietarios deberán presentar ante la dirección de obras municipales respectiva una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañando los siguientes documentos:





1. Declaración simple del propietario, en que señale ser titular del dominio del inmueble y que no existen respecto de dicho bien raíz las reclamaciones a que se refiere el numeral 3) del artículo anterior.





2. Planos de arquitectura, proyecto de cálculo estructural y especificaciones técnicas, conforme a lo establecido en los numerales 7, 10 y 11 del artículo 5.1.6. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.





3. Informe del arquitecto que certifique que el establecimiento cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, accesibilidad universal e instalaciones señaladas en el numeral 4), y que no se emplaza en los terrenos a que se refiere el numeral 2), ambos del artículo anterior.





Este informe deberá acompañar los antecedentes que permitan corroborar que el establecimiento existía a la fecha de publicación de esta ley, considerándose como tales cualquier medio gráfico o documental, por ejemplo, planos aprobados, cuentas de servicios, certificados de contribuciones, catastros municipales o de otros organismos públicos, o antecedentes de similar naturaleza. Asimismo, deberá describir detalladamente las características del proyecto indicando como éstas se ajustan a la normativa correspondiente, además de adjuntar los antecedentes necesarios para respaldar el cumplimiento de las normas requeridas.





La dirección de obras municipales, dentro de los noventa días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, revisará exclusivamente el cumplimiento de las normas urbanísticas a que se refiere el número 2) del artículo anterior, sin que puedan ser objeto de revisión las demás materias que contempla la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y con el mérito de los documentos a que alude el presente artículo otorgará el correspondiente certificado de regularización, si fuere procedente. Si existieren observaciones a la solicitud, su emisión y subsanación se regirá por lo dispuesto para tales fines en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.





Los directores de obras municipales estarán sujetos a las responsabilidades contempladas en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo que respecta al cumplimiento de lo establecido en el numeral 2) del artículo anterior, y al hecho de que se haya acompañado la documentación exigida por el presente artículo, así como también respecto de los plazos establecidos para su pronunciamiento.





Los profesionales que certifiquen el cumplimiento de las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, seguridad, estabilidad e instalaciones establecidas en este artículo responderán por la veracidad de sus informes y les serán aplicables las responsabilidades contempladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Artículo quinto.- Corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, emitir los formularios respectivos e impartir las instrucciones para la aplicación de las normas contenidas en los artículos tercero y cuarto transitorios de la presente ley, mediante circulares, que se mantendrán a disposición de cualquier interesado.
- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día 7 de noviembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señoras Adriana Muñoz D’Albora y Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala y Carlos Montes Cisternas. 


Sala de la Comisión, a 8  de noviembre de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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1 Decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, y ley N° 20.845, respectivamente. 

2 El artículo segundo transitorio citado dispone, en lo sustantivo, hasta el 31 de diciembre de 2017, los sostenedores particulares que no estén organizados como una persona jurídica sin fines de lucro y que estén percibiendo la subvención del Estado que regula el decreto con fuerza de ley Nº2, del año 1998, del Ministerio de Educación, podrán transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, sin que les sea aplicable lo señalado en el artículo 46, letra a), párrafo quinto, del decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE DIVERSAS MODIFICACIONES EN LA NORMATIVA EDUCACIONAL 

(11.471-04)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que se discutió esta iniciativa concurrieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Educación, la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma; los abogados de la División Jurídica, señora Carla Rivera y señor Alfredo Romero, y el periodista, señor Claudio Farfán.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Exequiel Silva; el asesor, señor Vicente Aliaga, y la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

El asesor del Honorable Senador García-Huidobro, señor Cristián Rivas.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

De la oficina del Honorable Senador Lagos, la asesor, señora Leslie Sánchez, y el periodista, señor Claudio Luna.

El asesor de la Honorable Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

Del Comité Partido Socialista, el encargo de comunicaciones, señor Francisco Aedo.

Del Diario La Tercera, la Periodista, señora Daniela Muñoz.

- - - 


Cabe señalar que la presente iniciativa de ley fue discutida previamente en general y particular, en el trámite reglamentario de primer informe, por la Comisión de Educación y Cultura, en virtud de lo prescrito en el inciso primero del artículo 127 del Reglamento del Senado.


A la Comisión de Hacienda, en tanto, le correspondió conocer de aquellas disposiciones del proyecto de ley que son de su competencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y con lo ordenado por la Sala del Senado en sesión de 7 de noviembre de 2017. Del mismo modo, le correspondió pronunciarse respecto de las nuevas indicaciones formuladas a la iniciativa, que fueron signadas con los números 1, 2 y 3.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO


Enmendar diversas materias relacionadas con la ley de subvenciones y la ley de inclusión escolar; regular un procedimiento para obtener permisos de edificación y recepción a establecimientos educacionales subvencionados; corregir una referencia desactualizada en la ley de Presupuestos del año 2017, y facultar a la Subsecretaría de Educación para exceptuar, en casos de emergencias o catástrofes y de manera transitoria, a un establecimiento educacional del cumplimiento de las normas de la jornada escolar completa diurna.

- - -

DISCUSIÓN


Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, desarrolló la siguiente presentación sobre el contenido del proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY QUE INTRODUCE DIVERSAS MODIFICACIONES A LA NORMATIVA EDUCACIONAL (BOLETÍN N° 11.471-04)

IDEAS CENTRALES

1. Realizar adecuaciones a las normas introducidas por la Ley de Inclusión Escolar con el objeto de:

a) Ajustar, al valor comprometido durante la discusión de la ley, el valor de los arriendos;

b) Facilitar el proceso de autocompra sin intermediación bancaria; 

c) Excluir del Sistema de Admisión Escolar a los establecimientos que impartan exclusivamente educación de párvulos; 

d) Resolver la situación causada por fallecimiento de la persona que constituyó una Entidad Individual Educacional; y
e) Establecer condiciones para la adecuación a la normativa para aquellos sostenedores que caigan en incumplimiento. 

2. Fijar un mecanismo transitorio para la regularización de inmuebles educacionales.

3. Fijar un mecanismo permanente para atender situaciones de pago de subvención en casos de emergencias.
4. Adecuar la situación de dos establecimientos a las normas de FICOM  

5. Corregir una referencia desactualizada en la Ley de Presupuesto Vigente.
Avances en la implementación de la LIE

1. Transferencia de calidad de sostenedor a Entidades Sin Fines de Lucro.

- 5.862 es el total de establecimientos particular subvencionados en funcionamiento.

3.868 establecimientos ya se han transferido o están adecuándose:

1.005 que ya eran sin fines de lucro antes de la entrada en vigencia de la ley.

1.488 establecimientos que se han transferido.

989 están en trámite de transferencia.

386 establecimientos han creado una entidad sin fines de lucro.

Esto representa el 66% de los establecimientos particular subvencionados.

- 1.822 no han iniciado su adecuación al plazo del 31 de diciembre.

1.067 señalaron que se adecuarán en el plazo.

652 aún no ha respondido la consulta,

18 señalaron que no lo harían,

85 postularon a SEP, están en SAE o renunciaron al copago.

172 salen del sistema particular subvencionado.
105 pasan a particular pagado
 67 cierran.
- 1.272.194 estudiantes es la matrícula de los 3.482 establecimientos que eran sin fines de lucro, se han transferido o están en trámite de transferencia.

- 74.108 estudiantes es la matrícula de los 386 establecimientos que han creado una entidad sin fines de lucro.

Esto representa el 69% de la matrícula de establecimientos particular subvencionados.

- 118.548 estudiantes es la matrícula de los establecimientos que no han iniciado transferencia pero que se han incorporado a SEP, gratuidad o al SAE.

Sumados a los anteriores, esto totaliza un 75% de la matrícula particular subvencionada.

266.250 estudiantes es la matrícula de los establecimientos que aún no han respondido.

164.300 estudiantes es la matrícula de los establecimientos que se adecuarían en plazo.

7.866 estudiantes es la matrícula de los establecimientos que no lo haría.

2. Situación de paso a particular pagado.
- Se había estimado un universo de entre 160 y 200 establecimientos posibilidad de paso a particular pagado, sin considerar los jardines infantiles y escuelas de lenguaje.

85 establecimientos de educación general presentaron solicitud de paso a pagado.

32 han manifestado a sus comunidades y/o al Ministerio su desistimiento.

42 han manifestado mantener su decisión o han rechazado reunirse con el Ministerio 

11 han accedido a revisar su situación, pero no han revertido su decisión.

3. Situación de arriendos y autocompra.

La Ley de Inclusión Escolar fijó el parámetro para la valorización de los inmuebles bajo la hipótesis que el avalúo fiscal corresponde a una cifra aproximada al 60% del valor comercial de un inmueble, valor que se actualiza cada 4 años.

Un estudio realizado por el SII para predios en que se pudo evaluar la tasación fiscal y el precio de enajenación, determinó que el promedio de los avalúos alcanzó al 57% de los valores efectivos de enajenación, pero la mediana de dichos avalúos era de solo el 48% de dicho valor.

Para los establecimientos educacionales el promedio fue de 66% y la mediana 44%.

CONTENIDOS ESPECÍFICOS
1. Realizar adecuaciones a las normas introducidas por la Ley de Inclusión Escolar con el objeto de:

a) Ajustar, al valor comprometido durante la discusión de la ley, el valor de los arriendos;

b) Facilitar el proceso de autocompra sin intermediación bancaria;
Se propone permitir que la Superintendencia de Educación autorice  un valor de arriendo diferente al que resulte de aplicar el límite del 11% del avalúo fiscal, en casos que se demuestre que el valor comercial difiere sustancialmente de dicho límite.

Esta norma se establece para todos los sostenedores hasta que adquieran la propiedad el inmueble.

Este mecanismo también se propone para establecer los valores a considerar en el proceso de autocompra sin intermediación bancaria.

c) Excluir del Sistema de Admisión Escolar a los establecimientos que impartan exclusivamente educación de párvulos;

Se propone excluir del Sistema de Admisión Escolar a los 417 establecimientos que solo entregan educación en los niveles de Transición (pre kínder y kínder), asimilándolos a los establecimientos de educación especial para necesidades específicas de lenguaje, que imparten esos mismos niveles.

Con esta disposición se busca evitar que la familia participe en el proceso de admisión dos veces en un período de dos años.

Por una indicación se propone dejar establecido en la ley, que los establecimientos que impartan educación parvularia y básica, y tengan niveles educacionales previos al Primer Nivel de Transición (prekinder), deban siempre aplicar el Sistema de Admisión Escolar desde ese nivel.
d) Resolver la situación causada por fallecimiento de la persona que constituyó una Entidad Individual Educacional; 

La Entidad Individual Educacional se constituye por una sola persona natural. Su fallecimiento conlleva la disolución de la Entidad y el cierre del establecimiento. En el proyecto se propone una fórmula para dar continuidad al establecimiento.
e) Establecer condiciones para la adecuación a la normativa para aquellos sostenedores que caigan en incumplimiento.
Esto fue rechazado por la Comisión de Educación y se repone como indicación.
El proyecto propone establecer condiciones a aquellos sostenedores que, por cualquier razón, no ingresen a tiempo la solicitud de transferencia de calidad de sostenedor a una entidad sin fines de lucro estableciendo la pérdida del derecho a recibir la subvención, para que puedan hacerlo sin que dicha pérdida sea permanente.

2. Fijar un mecanismo transitorio para la regularización de inmuebles educacionales.
Se propone dictar una nueva normativa (“ley del mono”) que permita obtener de manera más expedita la recepción definitiva de obras por parte de las Direcciones de Obras Municipales.

3. Fijar un mecanismo permanente para atender situaciones de pago de subvención en casos de emergencias.

Se propone facultar a la Subsecretaría de Educación para que autorice el pago de subvención por JEC a los establecimientos que, estando en JEC, deben readecuar su jornada por causas de emergencias naturales o sanitarias.
4. Adecuar la situación de dos establecimientos a las normas de FICOM 
Se trata de dos establecimientos TP que se administran como si cobran FICOM pero cobrando derechos de escolaridad, y se propone ajustarlos a las disposiciones de los que continúan con FICOM. 

5. Corregir una referencia desactualizada en la ley de presupuesto vigente.
---

Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: del artículo 1, los numerales 1 y 2; del artículo 2, las letras b), c) y e) del numeral 2, y la letra a) del numeral 3; artículos 3 y 4; y artículos primero, segundo y tercero transitorios. Lo hizo en  los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Artículo 1


Mediante dos numerales, modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

Número 1


Agrega al artículo 7° septies (relativo, en general, a a los procesos de admisión aplicables a los establecimientos de educación especial diferencial y a los establecimientos educacionales regulares con proyectos de integración escolar), el siguiente inciso final nuevo:





“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa artística, de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia.”.





Este numeral fue objeto de dos indicaciones.

La indicación número 1, de su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“1. Agrégase al artículo 7 septies el siguiente inciso final nuevo:

“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia. Sin perjuicio de lo anterior, los establecimientos educacionales que cuenten con cursos en el nivel de educación parvularia inferiores al primer nivel de transición, que impartan además el nivel de educación básica, deberán siempre aplicar el sistema de admisión desde el primer nivel de transición.”.”.

La indicación número 2, de los Honorables Senadores señores García y García-Huidobro, para intercalar en el inciso primero del artículo 7° septies vigente, entre las frases “Dichos establecimientos; respecto de los estudiantes con necesidades educativas especiales,” y “tendrán un procedimiento de admisión”, lo siguiente: “así como las escuelas artísticas”.





Respecto de la indicación del Ejecutivo, la señora Subsecretaria de Educación explicó que el propósito es excluir del sistema de admisión a los establecimientos que imparten solamente educación parvularia. Esto, con el objeto de evitar que las familias deban someterse dos veces a dicho sistema, considerando que más tarde deberán hacerlo de todos modos al postular a prekinder o a primero básico, por ejemplo.





Asociado a lo anterior, hizo ver que en su redacción original el proyecto de ley plantea que el sistema de admisión puede ser también aplicado en los establecimientos educacionales que cuentan con niveles previos al del primer nivel de transición, es decir, prekinder. El problema, empero, es que una medida de ese tipo resulta de difícil implementación, toda vez que el Estado sólo entrega subvenciones a partir de prekinder, y no a los niveles previos. Por ello, se hace necesario corregir y precisar que el sistema de admisión sólo puede ser aplicado desde dicho primer nivel de transición



A su turno, en relación con el sentido de la indicación número 2, el asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, hizo ver que en la Comisión de Educación y Cultura del Senado se aprobó, unánimemente, que las escuelas artísticas puedan tener sus propios sistemas de admisión. Para hacer eso operativo, se requiere que así sea incorporado en el actual inciso segundo del artículo 7° septies del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.


Al respecto, la señora Subsecretaria de Educación expuso que a diferencia de las otras modalidades que en la indicación se explicitan, jurídicamente no existe la figura de las así llamadas “escuelas artísticas”. En rigor, solamente existen proyectos educativos que, con mayor o menor intensidad, desarrollan proyectos artísticos, por lo que mal podría incorporarse un concepto que no está legalmente reconocido y que sólo introduciría confusión.


Resaltó, ante una consulta del Honorable Senador señor Pizarro, que todos los establecimientos educacionales del país cuentan con libertad para desarrollar sus proyectos educativos, y las familias libertad para elegir el proyecto educativo para sus hijos. De manera que, en la práctica, si un colegio ofrece especial énfasis en la música o el deporte, habrá familias a las que eso les resulte atractivo y optarán por matricular allí a sus hijos. Pero eso no significa, subrayó, que lo estén haciendo en un colegio artístico o en un colegio deportivo.


Con todo, culminó, de acuerdo con el proyecto de ley en estudio sí es posible que se establezcan mecanismos distintos de los previstos en el sistema de admisión, pero solo a partir de séptimo básico.




Puesta en votación la indicación número 1, resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.


La indicación número 2, en tanto, fue rechazada por tres votos en contra (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro) y 2 a favor (de los Honorables señores García y García-Huidobro).

Número 2


Incorpora en el artículo 58 H (que autoriza a las personas naturales a construir entidades individuales educacionales), el siguiente inciso final nuevo:




“No obstante lo anterior, en caso de muerte del constituyente de la entidad, el secretario regional ministerial de Educación correspondiente, a solicitud de cualquier interesado, podrá autorizar que la entidad individual educacional continúe con la función educativa con uno de sus sucesores como titular, o con otro interesado persona natural en caso de que ninguno de estos lo desee, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.”.




La señora Subsecretaria de Educación expuso que el inciso propuesto pretende abordar la situación en que la persona jurídica entidad individual educacional se confunde con la persona natural, quien fallece. Resulta razonable, tal como lo aprobara la Comisión de Educación y Cultura, que si los estatutos han designado a una persona natural para que continúe el funcionamiento de la entidad, sea preferido a la designación que pueda hacer un SEREMI  de educación. 




El Honorable Senador señor García señaló que, en la práctica, también se han dado casos de personas que por alguna condición física o psicológica, han quedado imposibilitadas de seguir cumpliendo funciones educativas y administrativas. El problema es que durante el tiempo que las respectivas familias ejercen las acciones judiciales para lograr la pertinente declaración de interdicción, por ejemplo, se producen graves inconvenientes operativos y administrativos. Se trata, destacó, de un asunto que sería conveniente que el Ejecutivo abordara.  

El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma, apuntó que, como quiera que sea, las situaciones a las que alude el señor Senador ya cuentan con mecanismos jurídicos de resolución y, en todo caso, la entidad de que se trate continúa existiendo. Distinto es el caso de fallecimiento de la persona natural que constituye una entidad individual educacional, pues hasta ahora la ley no contempla una modalidad que asegure que esta última no va a desaparecer y que, en consecuencia, va a continuar operando como sostenedor de un colegio.  

El número 2 fue aprobado por aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 2


Por medio de tres numerales, modifica la ley Nº 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado.

Número 2


Introduce, a través de cinco literales, enmiendas en el artículo cuarto transitorio (relativo, en general, a la situación contractual de los sostenedores con los inmuebles en que funciona los establecimientos educacionales).

Letra b)





b) Reemplaza el numeral 1° del inciso sexto por el siguiente:





“1° En caso de pactarse entre personas relacionadas, estos contratos podrán extenderse hasta que el sostenedor adquiera la propiedad del inmueble o lo use en calidad de comodatario, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6, literal a) quáter, del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación.”.





El Honorable Senador señor García consultó si permanece vigente la obligación de que el sostenedor entidad sin fines de lucro, tenga la propiedad del inmueble para poder impetrar el beneficio de la subvención.

El Honorable Senador señor Montes señaló que la figura que se propone permitirá que los contratos de arrendamiento celebrados entre partes relacionadas puedan mantenerse de manera indefinida.

El Honorable Senador señor García valoró que esa sea la correcta interpretación de la disposición en análisis, toda vez que contribuye a disipar el temor de los sostenedores de establecimientos educacionales de ver en riesgo su trabajo de muchos años.


Puesta en votación la letra b), fue aprobada por aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.

Letra c)





c) Intercala los siguientes incisos noveno, décimo y decimoprimero, nuevos, pasando el actual noveno a ser inciso decimosegundo:
“El sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arriendo. 

Dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la tasación, la Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá aceptar la tasación y el canon propuesto o definir uno alternativo. El canon aceptado, deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Si transcurrido el plazo ya referido la Superintendencia de Educación no se hubiere pronunciado, se aplicará lo establecido en el artículo 64 de la ley N° 19.880. 




El sostenedor podrá impugnar la decisión de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción. El canon de arrendamiento autorizado por la comisión tasadora será el definitivo.”.





El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma, destacó que el texto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura tiene el mérito de haber simplificado el procedimiento y fijado plazos para el pronunciamiento que le corresponde a la Superintendencia de Educación. 

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que un esquema como el que se propone, sólo cobra sentido en la medida que sea transparente y permita que se pueda constatar que no se hace mal uso de él. En tal sentido, preguntó qué evaluación hace la Superintendencia sobre el estado de avance de la obligación de llevar contabilidad completa y estados financieros. Consultó, asimismo, si se ha previsto la dictación de un reglamento que se haga cargo de la serie de aspectos que, indudablemente, requieren ser precisados dentro del procedimiento.

La señora Subsecretaria de Educación manifestó que el Ejecutivo se encuentra trabajando en la implementación del nuevo sistema de contabilidad que se requiere –por establecimiento, claro y transparente-, coordinadamente con todas las instituciones involucradas. 

Agregó que la Superintendencia de Educación es la encargada de reglamentar adecuadamente estas materias.  


Puesta en votación la letra c), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.

Letra e)





Agrega el siguiente inciso decimotercero:





“Los contratos de arrendamiento celebrados o renovados bajo las normas del presente párrafo, respecto de inmuebles que estén sometidos a leyes especiales, no requerirán dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en este artículo que sean incompatibles con las normas especiales que los regulan.”.





La señora Subsecretaria de Educación apuntó que mediante este inciso se busca resguardar el estatuto especial de ciertos territorios en materia de tierras, como es el caso de Isla de Pascua o la región de la Araucanía. 



La letra e) fue aprobada por aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.

Número 3





Se vale de tres literales para modificar el artículo sexto transitorio (que, en general, regula los deberes de los sostenedores organizados como personas jurídicas sin fines de lucro).

Letra a)





Agrega en el inciso tercero, a continuación del punto y final, que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto:





“La Superintendencia de Educación podrá autorizar límites de imputación mensual y plazo superiores a los definidos en este inciso. Para ello, el solicitante deberá acompañar una resolución de la Corporación de Fomento de la Producción que apruebe una tasación comercial según lo dispuesto en la letra a) del artículo octavo transitorio. Por su parte, la Superintendencia tendrá a la vista las tasas de interés vigente de los bonos soberanos en unidades de fomento, para el mismo plazo, del Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República y realizará el cálculo para verificar que el valor presente de la suma de las cuotas que se establezcan en el contrato de compraventa no supere al valor comercial del inmueble y que se celebre bajo los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración para este tipo de operaciones.”. 





La señora Subsecretaria de Educación explicó que el presente inciso se inserta dentro de la figura de autocompra de inmuebles, que tiene lugar cuando el sostenedor con fines de lucro vende directamente al sostenedor sin fines de lucro. Para esos casos, la ley contempla la manera en que se determina la suma a pagar. 

Lo que se propone, ahora, es equiparar las reglas de la autocompra a las que rigen para operaciones en las que los inmuebles se adquieren a través de intermediarios bancarios, de manera de no incentivar sólo el uso de esta última modalidad en desmedro de la otra.


La letra a) del número 3 fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 3





Es del siguiente tenor:

“Artículo 3.- En los casos en que se declare zona afectada por sismo o catástrofe, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto N° 104, de 1977, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley N° 16.282, o de emergencia o alerta sanitaria establecida por la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva, la Subsecretaría de Educación podrá exceptuar a los establecimientos educacionales afectados por estas medidas del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, cuando con ocasión del sismo, catástrofe, emergencia o alerta sanitaria no puedan ajustarse a ello desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe, emergencia o alerta sanitaria, según corresponda, y hasta el vencimiento de la autorización otorgada. Dicha Subsecretaría también podrá autorizar a estos establecimientos educacionales a funcionar con otro establecimiento en un mismo local en doble jornada, en cuyo caso ambos establecimientos estarán exceptuados del cumplimiento de tales requisitos.





Para el cálculo de la Subvención de Escolaridad y mientras dure la autorización señalada en el inciso precedente, se mantendrá el valor correspondiente al régimen de jornada escolar completa diurna, establecida en el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por los alumnos matriculados en dicha jornada escolar, antes del sismo, catástrofe, alerta o emergencia sanitaria.





La Subsecretaría de Educación también podrá autorizar el traslado transitorio del funcionamiento de establecimientos educacionales a locales con destino no educacional, siempre que tengan recepción definitiva de la dirección de obras municipales o cuenten con la autorización provisoria de la respectiva secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo.





En ningún caso las normas de excepción establecidas en este artículo podrán significar duplicación del pago de las subvenciones educacionales, por un mismo alumno, para uno o más sostenedores.”.

Artículo 4





Modifica, en la letra g) de la Glosa 04 de la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, de la ley N° 20.981, de Presupuestos del Sector Público para el año 2017, el guarismo “2015” por “2016”.


Los artículos 3 y 4 fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

Enseguida, la Comisión tomó conocimiento de la indicación número 3, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente artículo 5:

“Articulo 5.- A los sostenedores educacionales que no hayan ejercido oportunamente la facultad que les otorga el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845 se les retendrán todas las subvenciones y aportes del Estado que les correspondería recibir por todos los establecimientos educacionales de su dependencia, hasta el momento en que ejerzan dicha facultad en los términos, y con los mismos efectos, derechos y obligaciones establecidos en dicho artículo.

En caso de que los sostenedores den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 58 del decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación, este último estará facultado para transferir a la nueva entidad sostenedora tanto las subvenciones y aportes retenidos como los que correspondan a partir de la fecha en que se acredite el cumplimiento de los requisitos que la ley exige para impetrar dichas subvenciones y aportes.”.


La señora Subsecretaria de Educación expuso que dos elementos de la ley vigente permiten comprender la relevancia del nuevo artículo que el Ejecutivo está proponiendo. El primero es que el 31 de diciembre de 2017 termina toda posibilidad de que el Ministerio de Educación transfiera recursos a entidades con fines de lucro. El segundo es que, en su momento, se estableció la posibilidad de que los establecimientos, que por regla general no están facultados para transferir la calidad de sostenedores desde una entidad a otra (lo que supone el traspaso de todo el registro histórico educativo), pudieran hacerlo. En efecto, se fijó también el 31 de diciembre del presente año como fecha tope para realizarlo. En consecuencia, a partir del 1 de enero de 2018, ni el Ministerio podrá transferir a entidades con fines de lucro, ni los sostenedores podrán transferir tal calidad a otra entidad.

A juicio del Ejecutivo, expresó, no se justifica innovar respecto del primer elemento, básicamente porque el comportamiento del sistema ha sido bueno y los actores han sido capaces de adoptar su organización jurídica al nuevo requerimiento. 

Sí resulta conveniente, en cambio, otorgar mayor flexibilidad en el caso del segundo elemento, de manera que si la transferencia de la calidad de sostenedor a una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro se lleva a cabo con retraso, pueda igualmente el Ministerio transferir al nuevo sostenedor las subvenciones y aportes retenidos y demás recursos que correspondan. Se contempla, para ello, un plazo máximo de seis meses, si bien todo indica que transcurridos solo uno o dos sin recibir financiamiento público, el sostenedor no verá otra opción que adecuar su estructura jurídica a la ley.

Añadió que una medida como esta resulta razonable por, al menos, dos razones. La primera es que, de no aprobarse, el efecto sería que el Ministerio no podría nunca más transferir una subvención al sostenedor en cuestión. Y la segunda, que es sabido que un número importante de establecimientos va a hacer el proceso de transferencia sólo en los últimos días del presente año, de modo que cualquier percance que ocurra podría significar un problema que, a estas alturas, todavía puede ser evitado.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que  según le hizo saber el Honorable Senador señor Ignacio Walker, quien estuvo por la eliminación del artículo 5 en la Comisión de Educación y Cultura, el argumento para oponerse a él es que mantener el plazo del 31 de diciembre del corriente permite hacer exigible justamente lo que se quiere: obligar a los sostenedores a adecuarse a los requisitos legales. Y que prorrogar el plazo constituiría una señal errada, pues los sostenedores sabrían de antemano que puede posponer el cumplimiento de esos requisitos.

Preguntó cuál ha sido el comportamiento de los sostenedores en el último tiempo, habida cuenta de la inminencia del cumplimiento del plazo fatal.

El Honorable Senador señor García acotó que sin perjuicio de lo expuesto por la señora Subsecretaria de Educación, existen opiniones que señalan que sí sería posible, mediante otras herramientas jurídicas, seguir realizando transferencias de recursos a los sostenedores más allá del 31 de diciembre de este año.

El Honorable Senador señor Montes señaló que, desde una perspectiva general, es adecuado contar con mecanismos de flexibilidad aplicables a la diversidad de situaciones que se dan en el contexto de los procedimientos administrativos, especialmente al borde del vencimiento de los plazos.

La señora Subsecretaria de Educación sostuvo que el incentivo para que los sostenedores transfieran su calidad a otra entidad sin fines de lucro sigue siendo, aunque se flexibilice el plazo, extremadamente fuerte. Esto, porque de no hacerlo, el efecto es que el Ministerio no les transferirá los recursos de la subvención, lo que en casi todos los casos, excepción hecha de aquellos colegios de más alto co-pago, constituye prácticamente la totalidad de los ingresos de los establecimientos.

En cuanto al comportamiento de los sostenedores en el cumplimiento de su deber de adecuación, expresó que la tendencia era de entre 50 y 60 establecimientos traspasados por semana, lo que cambió drásticamente –a 0- tras el envío del presente proyecto de ley. Sin embargo, recientemente la tasa ha vuelto a levantarse y el ritmo actual es de alrededor de 100 establecimientos traspasados semanalmente.

El Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma, insistió en que a partir del 1 de enero de 2018, el Gobierno no podrá entregar recursos a los sostenedores que no se hayan transformado en personas jurídicas sin fines de lucro. Ahora bien, quienes se sientan afectados por esa no entrega podrán desde luego reclamar jurídicamente lo que estimen pertinente, pero debe tenerse presente que la resolución de ese tipo de asuntos tardará un período indeterminado de tiempo.


Puesta en votación la indicación número 3, resultó aprobada por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro) y 2 en contra (de los Honorables señores García y García-Huidobro).

Una vez finalizada la votación, el Honorable Senador señor Pizarro dejó constancia de que el argumento esgrimido por el Honorable Senador señor Ignacio Walker para oponerse, en la Comisión de Educación y Cultura, al artículo 5, busca únicamente acelerar el traspaso de los sostenedores a entidades sin fines de lucro para que la subvención opere como es debido. No es contradictorio, en consecuencia, con el objetivo del Ejecutivo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero 





Prescribe lo siguiente:





“Artículo primero.- Los establecimientos educacionales particulares subvencionados que oportunamente hubieren declarado que a la fecha de publicación de la ley N° 20.845 se encontraban realizando cobros por derecho de escolaridad, regulados en los artículos 16 y 17 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, derogados por los numerales 8) y 9) del artículo 2 de dicha ley, podrán acogerse a las reglas de su párrafo 4° transitorio “De la eliminación del financiamiento compartido”, considerándoseles como establecimientos educacionales con financiamiento compartido, para todos los efectos legales.





Lo dispuesto en este artículo regirá a contar del año escolar 2018. La Subsecretaría de Educación deberá dictar en enero de 2018 una resolución exenta que individualice a los establecimientos educacionales, informando los montos máximos de cobro por alumno para dicho año respecto de cada uno de ellos, para el cumplimiento de las reglas establecidas en el párrafo 4° transitorio de la ley N° 20.845. Con todo, dicho monto máximo no podrá exceder al cobro mensual por derecho de escolaridad correspondiente al año escolar 2015 en cada establecimiento.”.





La señora Subsecretaria de Educación explicó que este artículo tiene por finalidad asimilar el derecho de escolaridad al financiamiento compartido. Así, a los establecimientos que cobran el derecho les serán aplicables las reglas del financiamiento.





El artículo primero transitorio fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Montes y Pizarro.

Artículo segundo





Es del siguiente tenor:

“Artículo segundo.- Los establecimientos educacionales que, durante el año escolar 2017, hayan experimentado suspensión de las actividades académicas en virtud de lo señalado en el artículo 3 de esta ley, podrán acogerse a las reglas que éste establece, desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe; emergencia o alerta sanitaria, según corresponda y hasta el vencimiento de la autorización entregada por la Subsecretaría de Educación.”.


Fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Montes y Pizarro.

Artículo tercero





Dispone lo siguiente:

“Artículo tercero.- Los propietarios de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o de establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación o que, contando con permiso de edificación, no han obtenido la recepción definitiva, emplazados en áreas urbanas o rurales, podrán, hasta el 31 de diciembre de 2019, obtener los permisos de edificación y de recepción simultánea, siempre que los establecimientos y/o sus ampliaciones cumplan los siguientes requisitos:





1. Haber sido construidos antes de la publicación de esta ley.





2. No estar emplazados en áreas de riesgo o protección, en terrenos afectos a declaratoria de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público establecidos en los instrumentos de planificación territorial.





3. No tener, a la fecha de ingreso de la solicitud de regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ante la dirección de obras municipales o el juzgado de policía local respectivo.





4. Cumplir con las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, estabilidad y seguridad establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y con aquellas aplicables a las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas que correspondan.”.





El Honorable Senador señor García hizo presente que el requisito que se fija en el número 2 de este artículo tornaría, en la práctica, imposible la regularización para muchos establecimientos que hace veinte o treinta años, por ejemplo, se construyeron sobre lechos de ríos
o en lugares inundables. Incluso para aquellos situados en lugares que en su momento fueron inundables pero que hoy, producto del cambio climático, ya no lo son.





Solicitó al Ejecutivo analizar alternativas que permitan que el número 2 no devenga en un requisito de improbable cumplimiento. Lo que, desde luego, no puede significar que se fijen exigencias laxas que en el futuro puedan significar hechos que todos lamentarían. 

Sólo a modo de ejemplo, expresó que una opción podría ser requerir un informe favorable de la ONEMI, el SERVIU  o del órgano técnico que corresponda, cuando se trate de establecimientos erigidos en áreas de riesgo. 



El artículo tercero transitorio fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Montes y Pizarro.

- - -
INFORME FINANCIERO

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda emitió una serie de informes financieros en relación con este proyecto de ley.


- El primero de ellos, de 3 de octubre de 2017, es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

El presente Proyecto de Ley modifica diversas materias relacionadas con la Ley de Subvenciones y la Ley de Inclusión, regula un procedimiento para obtener permisos de edificación y recepción a establecimientos educacionales subvencionados y corrige un error de referencia en la Ley de Presupuestos del año 2017.

II. Descripción del contenido

1. Modificaciones a la Ley de Subvenciones

El proyecto de ley excluye de los procesos de admisión, que estableció la Ley de Inclusión para los establecimientos subvencionados, a la modalidad educativa de adultos, aulas hospitalarias, escuelas cárceles y establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia. Se establece además que en los establecimientos que impartan educación parvularia y básica, el sistema de admisión debe aplicarse desde el menor nivel que impartan.

Además, se establece que, ante la muerte del constituyente de una entidad individual educacional, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá autorizar su continuidad, con otra persona natural como titular.

2. Modificaciones a la ley N° 20.845, de Inclusión Escolar

Respecto de los establecimientos subvencionados que funcionen en inmuebles arrendados, se entrega la facultad a la Superintendencia de Educación de autorizar un valor anual de arriendo superior a los límites actualmente establecidos por la ley, siempre que el contrato cumpla con requisitos tales como ajustarse a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado, de acuerdo a una tasación que entregue el sostenedor.

Se exime además a los contratos de arrendamiento de inmuebles sometidos a leyes especiales a dar cumplimiento a requisitos incompatibles con éstas.

Adicionalmente, en caso que el sostenedor sin fines de lucro a quien se le haya transferido esta calidad opte por adquirir el inmueble en que funciona el establecimiento, con cargo a la subvención, se faculta a la Superintendencia de Educación a autorizar límites de imputación mensual y plazos superiores a los establecidos en la ley, de acuerdo a su tasación comercial.

3. Excepciones ante Catástrofes o Emergencias

El proyecto considera otorgar la facultad a la Subsecretaría de Educación para que, en casos de catástrofes calificadas por el Ministerio del Interior o emergencias o alertas sanitarias establecidas por la Secretaría Regional Ministerial de Salud, pueda exceptuar, de manera transitoria, a un establecimiento del cumplimiento de las normas de la Jornada Escolar Completa Diurna, permitiéndole funcionar en doble jornada hasta que la circunstancia originaria haya cesado.

4. Corrección Beca de Excelencia Académica 2017

Se corrige un error de referencia en la Ley de Presupuestos vigente, para poder pagar la Beca de Excelencia Académica en el año en curso.

5. Sostenedores que no transfieran su calidad a entidades sin fines de lucro

Se establece que a los sostenedores que no se adecúen al requisito de transferir tal calidad a una entidad sin fines de lucro dentro del plazo definido por la legislación, se les retendrá la subvención hasta que se materialice dicha transferencia, pudiendo reintegrárselas al nuevo sostenedor de hacerse la transferencia en un plazo máximo de 6 meses.

6. Cobros por Derechos de Escolaridad

Se establece que los establecimientos particulares subvencionados que a la fecha de publicación de la ley de Inclusión se encontraban realizando cobros por derecho de escolaridad podrán acogerse a las reglas de establecimientos educacionales con financiamiento compartido, desde el año escolar 2018.

7. Permisos de edificación y recepción de Establecimientos Educacionales

Se establece un procedimiento especial simplificado para que los propietarios de establecimientos subvencionados y de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación o recepción definitiva, puedan obtenerlos, hasta el 31 de diciembre de 2018.

III. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones propuestas por este proyecto de ley no representan un mayor gasto fiscal.”.

- El segundo informe financiero, de 19 de octubre de 2017, fue elaborado para acompañar indicaciones que el Ejecutivo formuló al proyecto de ley. Su tenor literal es el siguiente:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N°186-365) se modifican normas contenidas en el Proyecto de Ley que Introduce Diversas Modificaciones a la Normativa Educacional, de las cuales cabe destacar:

- Se establece que en los establecimientos que impartan educación parvularia y básica, podrán acogerse al sistema de admisión desde el curso del menor nivel que impartan, no pudiendo efectuar cobro alguno a los padres o apoderados en los niveles inferiores al primer nivel de transición; en caso contrario, deberán acogerse a dicho sistema a partir del menor nivel de transición que impartan.

- En transición, los establecimientos que opten por acogerse al sistema de admisión desde niveles inferiores al primer nivel de transición, según lo establecido en el punto anterior, podrán cobrar como máximo a los padres y apoderados de dichos niveles el monto que cobren en el primer nivel de transición, según la normativa educacional vigente.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones no significan un mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N°122 del 03 de octubre de 2017.”.

- El tercer informe financiero, del día 23 del mismo mes, fue, asimismo, emitido en relación con nuevas indicaciones presentadas por el Ejecutivo, y da cuenta de lo siguiente:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N°198-365) se reponen normas contenidas en el Proyecto de Ley que Introduce Diversas Modificaciones a la Normativa Educacional ingresado al Parlamento, de las cuales cabe destacar:

- Respecto de los establecimientos subvencionados que funcionen en inmuebles arrendados, se entrega la facultad a la Superintendencia de Educación de autorizar un valor anual de arriendo superior a los límites actualmente establecidos por la ley, siempre que el contrato cumpla con requisitos tales como ajustarse a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado, de acuerdo a una tasación que entregue el sostenedor.

- Se exime además a los contratos de arrendamiento de inmuebles sometidos a leyes especiales a dar cumplimiento a requisitos incompatibles con éstas.

- Adicionalmente, en caso que el sostenedor sin fines de lucro a quien se le haya transferido esta calidad opte por adquirir el inmueble en que funciona el establecimiento, con cargo a la subvención, se faculta a la Superintendencia de Educación a autorizar límites de imputación mensual y plazos superiores a los establecidos en la ley, de acuerdo a su tasación comercial.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones no significan un mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N°122 del 03 de octubre de 2017.”.

- Un cuarto informe financiero (de 7 de noviembre de 2017), fue elaborado en función de nuevas indicaciones, de autoría del Ejecutivo, recaídas sobre el proyecto de ley. Su tenor textual es el que sigue:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N°249-365) se ajustan ciertas normas contenidas en el Proyecto de Ley que Introduce Diversas Modificaciones a la Normativa Educacional ingresado al Parlamento, de las cuales cabe destacar:

- Se regula la prelación para la continuidad de la función educativa en caso de muerte del constituyente de una entidad educacional, estableciendo que el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá autorizar que continúe con uno de los sucesores del constituyente u otro interesado, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.

- Respecto de los establecimientos subvencionados que funcionen en inmuebles arrendados, se ajusta la norma, estableciendo que el sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los límites actualmente establecidos por la ley, siempre que el contrato cumpla con requisitos tales como ajustarse a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado, y que sea autorizado por la Superintendencia de Educación, acompañando la solicitud con una tasación bancaria que incorpore el valor comercial del inmueble.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones no significan un mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N°122 del 03 de octubre de 2017.”.

· Finalmente, un quinto informe financiero, de 21 de noviembre de 2017, fue emitido acompañando las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en la Comisión de Hacienda. Señala lo siguiente:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N°266-365) se modifican las siguientes normas contenidas en el Proyecto de Ley que Introduce Diversas Modificaciones a la Normativa Educacional:

- Se excluye de los procesos de admisión, que estableció la Ley de Inclusión para los establecimientos subvencionados, a la modalidad educativa de adultos, aulas hospitalarias, escuelas cárceles y establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia. Se establece además que en los establecimientos que cuenten con cursos inferiores al primer nivel de transición e impartan además educación básica, el sistema de admisión debe aplicarse desde el primer nivel de transición.

- Se establece que a los sostenedores que no se adecúen al requisito de transferir tal calidad a una entidad sin fines de lucro dentro del plazo definido por la legislación, se les retendrán todas las subvenciones y aportes del Estado, hasta que se materialice dicha transferencia, pudiendo reintegrárselos al nuevo sostenedor de hacerse la transferencia en un plazo máximo de 6 meses.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones no significan un mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N°122 del 03 de octubre de 2017.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





De conformidad a los acuerdos precedentemente adoptados, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del texto del proyecto de ley despachado por la Comisión de Educación y Cultura, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1

Número 1





Sustituirlo por el siguiente:

“1. Agrégase al artículo 7 septies el siguiente inciso final nuevo:

“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia. Sin perjuicio de lo anterior, los establecimientos educacionales que cuenten con cursos en el nivel de educación parvularia inferiores al primer nivel de transición, que impartan además el nivel de educación básica, deberán siempre aplicar el sistema de admisión desde el primer nivel de transición.”.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).

- - -





Incorporar el siguiente artículo 5:

“Articulo 5.- A los sostenedores educacionales que no hayan ejercido oportunamente la facultad que les otorga el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845 se les retendrán todas las subvenciones y aportes del Estado que les correspondería recibir por todos los establecimientos educacionales de su dependencia, hasta el momento en que ejerzan dicha facultad en los términos, y con los mismos efectos, derechos y obligaciones establecidos en dicho artículo.

En caso de que los sostenedores den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 58 del decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación, este último estará facultado para transferir a la nueva entidad sostenedora tanto las subvenciones y aportes retenidos como los que correspondan a partir de la fecha en que se acredite el cumplimiento de los requisitos que la ley exige para impetrar dichas subvenciones y aportes.”. (Mayoría de votos 3 a favor x 2 en contra. Indicación número 3).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





De aprobarse las modificaciones precedentemente transcritas, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:


1. Agrégase al artículo 7 septies el siguiente inciso final nuevo:

“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia. Sin perjuicio de lo anterior, los establecimientos educacionales que cuenten con cursos en el nivel de educación parvularia inferiores al primer nivel de transición, que impartan además el nivel de educación básica, deberán siempre aplicar el sistema de admisión desde el primer nivel de transición.”.




2. Incorpórase en el artículo 58 H el siguiente inciso final nuevo:




“No obstante lo anterior, en caso de muerte del constituyente de la entidad, el secretario regional ministerial de Educación correspondiente, a solicitud de cualquier interesado, podrá autorizar que la entidad individual educacional continúe con la función educativa con uno de sus sucesores como titular, o con otro interesado persona natural en caso de que ninguno de estos lo desee, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.”.




Artículo 2.- Modifícase la ley Nº 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en el siguiente sentido:





1. Agrégase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la siguiente oración:





“Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se considerará la fecha en que se presente al Ministerio de Educación el instrumento mediante el que se realizó dicha transferencia.”.





2. En su artículo cuarto transitorio:





a) Reemplázase, en su inciso quinto, la frase “refieren los incisos anteriores” por “refiere este artículo”.





b) Reemplázase el numeral 1° del inciso sexto por el siguiente:





“1° En caso de pactarse entre personas relacionadas, estos contratos podrán extenderse hasta que el sostenedor adquiera la propiedad del inmueble o lo use en calidad de comodatario, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6, literal a) quáter, del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación.”.





c) Intercálanse los siguientes incisos noveno, décimo y decimoprimero, nuevos, pasando el actual noveno a ser inciso decimosegundo:

“El sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arriendo. 


Dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la tasación, la Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá aceptar la tasación y el canon propuesto o definir uno alternativo. El canon aceptado, deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Si transcurrido el plazo ya referido la Superintendencia de Educación no se hubiere pronunciado, se aplicará lo establecido en el artículo 64 de la ley N° 19.880. 




El sostenedor podrá impugnar la decisión de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción. El canon de arrendamiento autorizado por la comisión tasadora será el definitivo.”.





d) En su inciso noveno, que ha pasado a ser decimosegundo, antes del punto y aparte, agrégase la frase “y controlará el cumplimiento permanente de los requisitos establecidos en los incisos anteriores.”.





e) Agrégase el siguiente inciso decimotercero:





“Los contratos de arrendamiento celebrados o renovados bajo las normas del presente párrafo, respecto de inmuebles que estén sometidos a leyes especiales, no requerirán dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en este artículo que sean incompatibles con las normas especiales que los regulan.”.





3. En su artículo sexto transitorio:





a) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del punto y final que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto:





“La Superintendencia de Educación podrá autorizar límites de imputación mensual y plazo superiores a los definidos en este inciso. Para ello, el solicitante deberá acompañar una resolución de la Corporación de Fomento de la Producción que apruebe una tasación comercial según lo dispuesto en la letra a) del artículo octavo transitorio. Por su parte, la Superintendencia tendrá a la vista las tasas de interés vigente de los bonos soberanos en unidades de fomento, para el mismo plazo, del Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República y realizará el cálculo para verificar que el valor presente de la suma de las cuotas que se establezcan en el contrato de compraventa no supere al valor comercial del inmueble y que se celebre bajo los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración para este tipo de operaciones.”. 





b) Reemplázase, en su inciso quinto, la oración “al inciso anterior” por “a los incisos anteriores”.





c) Reemplázase, en su inciso sexto, la expresión “el inciso segundo” por la expresión “este artículo”.





Artículo 3.- En los casos en que se declare zona afectada por sismo o catástrofe, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto N° 104, de 1977, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley N° 16.282, o de emergencia o alerta sanitaria establecida por la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva, la Subsecretaría de Educación podrá exceptuar a los establecimientos educacionales afectados por estas medidas del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, cuando con ocasión del sismo, catástrofe, emergencia o alerta sanitaria no puedan ajustarse a ello desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe, emergencia o alerta sanitaria, según corresponda, y hasta el vencimiento de la autorización otorgada. Dicha Subsecretaría también podrá autorizar a estos establecimientos educacionales a funcionar con otro establecimiento en un mismo local en doble jornada, en cuyo caso ambos establecimientos estarán exceptuados del cumplimiento de tales requisitos.





Para el cálculo de la Subvención de Escolaridad y mientras dure la autorización señalada en el inciso precedente, se mantendrá el valor correspondiente al régimen de jornada escolar completa diurna, establecida en el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por los alumnos matriculados en dicha jornada escolar, antes del sismo, catástrofe, alerta o emergencia sanitaria.





La Subsecretaría de Educación también podrá autorizar el traslado transitorio del funcionamiento de establecimientos educacionales a locales con destino no educacional, siempre que tengan recepción definitiva de la dirección de obras municipales o cuenten con la autorización provisoria de la respectiva secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo.





En ningún caso las normas de excepción establecidas en este artículo podrán significar duplicación del pago de las subvenciones educacionales, por un mismo alumno, para uno o más sostenedores.





Artículo 4.- Modifícase en la letra g) de la Glosa 04 de la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, de la ley N° 20.981, de Presupuestos del Sector Público para el año 2017, el guarismo “2015” por “2016”.

Articulo 5.- A los sostenedores educacionales que no hayan ejercido oportunamente la facultad que les otorga el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845 se les retendrán todas las subvenciones y aportes del Estado que les correspondería recibir por todos los establecimientos educacionales de su dependencia, hasta el momento en que ejerzan dicha facultad en los términos, y con los mismos efectos, derechos y obligaciones establecidos en dicho artículo.

En caso de que los sostenedores den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 58 del decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación, este último estará facultado para transferir a la nueva entidad sostenedora tanto las subvenciones y aportes retenidos como los que correspondan a partir de la fecha en que se acredite el cumplimiento de los requisitos que la ley exige para impetrar dichas subvenciones y aportes.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo primero.- Los establecimientos educacionales particulares subvencionados que oportunamente hubieren declarado que a la fecha de publicación de la ley N° 20.845 se encontraban realizando cobros por derecho de escolaridad, regulados en los artículos 16 y 17 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, derogados por los numerales 8) y 9) del artículo 2 de dicha ley, podrán acogerse a las reglas de su párrafo 4° transitorio “De la eliminación del financiamiento compartido”, considerándoseles como establecimientos educacionales con financiamiento compartido, para todos los efectos legales.





Lo dispuesto en este artículo regirá a contar del año escolar 2018. La Subsecretaría de Educación deberá dictar en enero de 2018 una resolución exenta que individualice a los establecimientos educacionales, informando los montos máximos de cobro por alumno para dicho año respecto de cada uno de ellos, para el cumplimiento de las reglas establecidas en el párrafo 4° transitorio de la ley N° 20.845. Con todo, dicho monto máximo no podrá exceder al cobro mensual por derecho de escolaridad correspondiente al año escolar 2015 en cada establecimiento.




Artículo segundo.- Los establecimientos educacionales que, durante el año escolar 2017, hayan experimentado suspensión de las actividades académicas en virtud de lo señalado en el artículo 3 de esta ley, podrán acogerse a las reglas que éste establece, desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe; emergencia o alerta sanitaria, según corresponda y hasta el vencimiento de la autorización entregada por la Subsecretaría de Educación.





Artículo tercero.- Los propietarios de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o de establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación o que, contando con permiso de edificación, no han obtenido la recepción definitiva, emplazados en áreas urbanas o rurales, podrán, hasta el 31 de diciembre de 2019, obtener los permisos de edificación y de recepción simultánea, siempre que los establecimientos y/o sus ampliaciones cumplan los siguientes requisitos:





1. Haber sido construidos antes de la publicación de esta ley.





2. No estar emplazados en áreas de riesgo o protección, en terrenos afectos a declaratoria de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público establecidos en los instrumentos de planificación territorial.





3. No tener, a la fecha de ingreso de la solicitud de regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ante la dirección de obras municipales o el juzgado de policía local respectivo.





4. Cumplir con las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, estabilidad y seguridad establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y con aquellas aplicables a las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas que correspondan.





Artículo cuarto.- Los propietarios deberán presentar ante la dirección de obras municipales respectiva una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañando los siguientes documentos:





1. Declaración simple del propietario, en que señale ser titular del dominio del inmueble y que no existen respecto de dicho bien raíz las reclamaciones a que se refiere el numeral 3) del artículo anterior.





2. Planos de arquitectura, proyecto de cálculo estructural y especificaciones técnicas, conforme a lo establecido en los numerales 7, 10 y 11 del artículo 5.1.6. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.





3. Informe del arquitecto que certifique que el establecimiento cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, accesibilidad universal e instalaciones señaladas en el numeral 4), y que no se emplaza en los terrenos a que se refiere el numeral 2), ambos del artículo anterior.





Este informe deberá acompañar los antecedentes que permitan corroborar que el establecimiento existía a la fecha de publicación de esta ley, considerándose como tales cualquier medio gráfico o documental, por ejemplo, planos aprobados, cuentas de servicios, certificados de contribuciones, catastros municipales o de otros organismos públicos, o antecedentes de similar naturaleza. Asimismo, deberá describir detalladamente las características del proyecto indicando como éstas se ajustan a la normativa correspondiente, además de adjuntar los antecedentes necesarios para respaldar el cumplimiento de las normas requeridas.





La dirección de obras municipales, dentro de los noventa días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, revisará exclusivamente el cumplimiento de las normas urbanísticas a que se refiere el número 2) del artículo anterior, sin que puedan ser objeto de revisión las demás materias que contempla la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y con el mérito de los documentos a que alude el presente artículo otorgará el correspondiente certificado de regularización, si fuere procedente. Si existieren observaciones a la solicitud, su emisión y subsanación se regirá por lo dispuesto para tales fines en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.





Los directores de obras municipales estarán sujetos a las responsabilidades contempladas en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo que respecta al cumplimiento de lo establecido en el numeral 2) del artículo anterior, y al hecho de que se haya acompañado la documentación exigida por el presente artículo, así como también respecto de los plazos establecidos para su pronunciamiento.





Los profesionales que certifiquen el cumplimiento de las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, seguridad, estabilidad e instalaciones establecidas en este artículo responderán por la veracidad de sus informes y les serán aplicables las responsabilidades contempladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Artículo quinto.- Corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, emitir los formularios respectivos e impartir las instrucciones para la aplicación de las normas contenidas en los artículos tercero y cuarto transitorios de la presente ley, mediante circulares, que se mantendrán a disposición de cualquier interesado.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 21 de noviembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), José García Ruminot, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto. 


Sala de la Comisión, a 22 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL CONSEJO NACIONAL Y LOS CONSEJOS DE PUEBLOS INDÍGENAS 

(10.526-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José García, Carlos Montes y Eugenio Tuma.


Además asistieron las siguientes personas:

- Del Ministerio de Desarrollo Social: el Ministro, señor Marcos Barraza; el Subsecretario de Servicios Sociales, señor Juan Faúndez; el Fiscal, señor Jaime Gajardo, los Asesores, señora Nicoles Reyes y señor Lautaro Loncón; Manuel Pichicón, Daniel Grimaldi y la secretaria señora Paula Aravena.


-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores señores Luis Batallé, Hernán Campos y Gonzalo Frei.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Investigadora, señora Gabriela Dazarola.


- Del Instituto Igualdad: los Asesores, señora Evelyn Pino y señor Miguel Schlack.


- De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún.


- El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.


- El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites.


- Los Asesores del Senador Espina, señor Fredy Vásquez y señor Andrés Aguilera.


- Los Asesores del Senador García, señor Marcelo Estrella y señor Felipe Cox.


- El Asesor del Comité PS, señor Francisco Aedo.


- La Asesora de Prensa de la Bancada PS, señora Melissa Quiroz.


- Los Asesores del Senador Bianchi, señor Nickolas Mena y señor Claudio Barrientos.


- Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Rodrigo Márquez.


-El Coordinador de Asesores del Partido Socialista, señor Héctor Valladares.


-El Asesor del Senador Tuma, señor Eduardo Barros.


-El Asesor del Senador Montes, señor Luis Díaz.

-Del Consejo Indígena: las señoras Catalina Cortez (Pueblo Aymara); Marcela Varas (Pueblo Likanantay); Violeta Palacios e Isabel Godoy (Pueblo Colla), y Sofía Faúndez (Pueblo Rapa Nui), y señores Wilfredo Bacian (Pueblo Quechua); Ernesto Alcayaga (Pueblo Diaguita), y Oscar Huehuentro (Pueblo Mapuche).


-De la Universidad Alberto Hurtado: los alumnos, señora María Carolina Vásquez y señores Agustín Velásquez, Fabián Alvarez y Felipe Lizama.

-De la Coordinadora Nacional de Mujeres de Pueblos Originarios: la Coordinadora, señora Elizabeth Bustamante.


-El vocero del Consejo Mayor de Caciques Williche de Chiloé, señor Oscar Millalonco.


-El representante de la Junta General de Caciques Williche de Osorno, señor Luis Pailapichun.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Crear un Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos, para generar instancias de representación de los intereses, las necesidades y los derechos colectivos de los pueblos indígenas ante los organismos del Estado.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los artículos 1, 2, 3, 4, 9, 14, 15 y 16 permanentes tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política de la República, en relación con los artículo 38 y 77 de la misma carta fundamental, por incidir en la ley orgánica sobre bases generales de la Administración del Estado y la ley orgánica de Tribunales. 

Se hace presente que la Cámara de Diputados envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del artículo 9° del texto que se propone, en cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en las atribuciones de los tribunales de justicia.


Posteriormente, el Máximo Tribunal emitió su opinión en torno al proyecto de ley en estudio, mediante Oficio N°25 de fecha dos de marzo de 2016.

- - -

Durante la discusión general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica


Se deja constancia que se recibió en la Comisión el siguiente documento:


- Presentación del Ejecutivo respecto del proyecto de ley en informe.


El documento señalado fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política, artículo 38 y 77.

2.- Ley N° 18.575, orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.


3.- Código Orgánico de Tribunales.


4.- Ley N° 19.253, establece normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas.


5.- Convenio N° 169 de la OIT (Organización Internacional del Trabajo) sobre Pueblos Indígenas y Tribales.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO



El Mensaje hace presente que el año 1993 se dictó la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la cual marcó un hito, al reconocer a los pueblos indígenas en el ordenamiento jurídico nacional, sin perjuicio que una adecuada prioridad para la política indígena sigue siendo una tarea inconclusa.

Señala que el año 2003 la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato emitió su informe en el que recomienda expresamente, entre otras propuestas, la creación de un Consejo de Pueblos Indígenas, el cual sería un “(…) órgano representativo de los Pueblos Indígenas, generado democráticamente, independiente y distinto de las instancias gubernamentales encargadas de la definición y ejecución de las políticas públicas dirigidas a los Pueblos Indígenas, como es el caso de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y otros organismos sectoriales que también definen y ejecutan políticas que conciernen a los Pueblos Indígenas.”.

Destaca que con posterioridad, Chile apoyó la proclamación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, lo que demuestra el compromiso del Estado para avanzar en el reconocimiento pleno de los derechos colectivos de los pueblos indígenas que habitan el territorio, por cuanto la participación y la representación son valores fundamentales de la democracia, siendo necesarios para reconocer y procesar las diferencias que hacen del país una nación diversa. 


Indica que es necesario que existan órganos que permitan la representación de todos los pueblos indígenas para optimizar la toma de decisiones y que en ese escenario esta iniciativa contempla crear el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas como el órgano que permitirá representar a los pueblos indígenas del país.

Agrega que sin perjuicio de lo anterior, cada pueblo indígena debe adoptar sus propias decisiones respecto a las materias que les afecten de manera particular, para lo cual se considera la creación de un consejo por cada pueblo indígena, el cual representará los intereses y particularidades del pueblo respectivo. 

Sobre el proceso de Consulta, destaca que en el mes de marzo del año 2008 el Congreso Nacional aprobó el proyecto de acuerdo relativo al Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el cual fue promulgado por medio del Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores y cuyo instrumento de ratificación se realizó el 15 de septiembre del año 2009 ante la OIT, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el mismo Convenio, éste debía entrar en vigencia en nuestro país un año después.


En este contexto, añade que el artículo 6° del Convenio N° 169 establece que los gobiernos deben consultar a los pueblos indígenas interesados cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, mediante procedimientos apropiados y a través de sus instituciones representativas, y en dicho entendido, en septiembre del año 2014 se inició un proceso de consulta a los nueve pueblos indígenas respecto de esta medida legislativa que crea el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos Indígenas. 

De este modo, recalca que el proyecto de ley en discusión es el resultado de una propuesta planteada a las comunidades y organizaciones indígenas del país mediante un proceso de consulta nacional, dándose cumplimiento a las obligaciones referidas a la consulta previa establecida en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, ya señalado.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, destacó que el Ejecutivo quiere contar con un Consejo Nacional y nueve consejos de Pueblos Indígenas para dotar al país de una institucionalidad que facilite el diálogo entre los pueblos indígenas y el Estado de Chile, lo que corresponde a una antigua aspiración que viene desde los acuerdos de Nueva Imperial pasando por la ley Indígena promulgada en 1993. Agregó que siempre existió la idea de tener un consejo que posibilitara una representación y participación institucional de los pueblos indígenas ya que actualmente una de la principales dificultades que se tiene en materia de políticas públicas son los mecanismos de consulta e interacción con los pueblos indígenas, lo que en parte se soluciona con esta institucionalidad.




Indicó que la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas del año 2003 planteó la idea de la creación de un Consejo de Pueblos Indígenas, bajo el Gobierno de Ricardo Lagos. Luego se planteó en el programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, y también en el programa del Presidente Sebastián Piñera. Destacó que en el primero se expresaba el cumplimiento de los compromisos contraídos a partir de la declaración de Nuevo Trato y la creación de una Subsecretaría de Asuntos Indígenas y, en el segundo, la creación de un Consejo de Pueblos Indígenas a nivel nacional.





Sin embargo, dijo, estas iniciativas no prosperaron porque faltó un proceso que legitimara la existencia de este consejo nacional y de los nueve consejos y que en este caso, la legitimidad la otorga la aplicación del Convenio 169 de la OIT, que en su artículo 6 N° 1 letra a) y N° 2, consagra el deber general de los gobiernos de consultar a los pueblos indígenas interesados, en particular a través de sus instituciones representativas y mediante procedimientos apropiados, de buena fe, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente.





Indicó que en el caso del Gobierno del Presidente Piñera, se promulgó el Decreto Supremo N° 66 un poco después de la presentación del proyecto de ley y que entonces dentro del segundo programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet, existía el desafío de poder impulsar una nueva institucionalidad indígena que recoja la experiencia histórica de la Conadi, los contenidos de la ley Indígena y que, en términos de desafío político, fuera capaz de elevar el estándar de relación entre los pueblos y el Estado.





Hizo presente que también se consignaba la creación del Ministerio de Asuntos Indígenas como la entidad destinada a la construcción de una política de carácter intersectorial para los pueblos indígenas; se estableció la creación del Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas y, también, iniciativas legales referidas a la consulta con los pueblos indígenas. Específicamente se señala la intención de revisar el Decreto N° 66 que da existencia o que materializa en el caso de Chile, el procedimiento de consulta, no obstante que para ello es pre requisito haber hecho otra consulta.





Resaltó que dotarse de un Consejo Nacional y nueve Consejos de Pueblos Indígenas es clave también para que los procesos de toma de decisión cuenten con una institucionalidad representativa y, que no todo tenga que ser consultado a todas las comunidades, sino que dependa del ámbito de acción y de las materias que se aborden.





Respecto a la Consulta Indígena, señaló que este proyecto de ley se inicia con las resoluciones exentas N° 275 y 276 ambas del 29 de mayo de 2014, y que la consulta que se inicia en ese mes se orienta a determinar acuerdos con los pueblos indígenas y sus representantes respecto del consejo nacional y los nueve consejos, como así también respecto del Ministerio de Pueblos Indígenas.





Subrayó que para que exista consejo nacional y los nueve consejos de pueblos indígenas es vinculante la existencia del Ministerio de Pueblos Indígenas, toda vez que la política nacional indígena, que tiene que formular el ministerio requiere del diálogo y la interacción con los consejos de pueblos, y por esa razón dicha consulta se orientó a despejar las materias en esos proyectos de ley. 





Continuó diciendo que la Consulta se realizó de acuerdo al Decreto N° 66 cumpliéndose con las 5 etapas que fija y que son: difusión que es una publicación en medios de comunicación respecto de la consulta; proceso de planificación para dar a conocer a los pueblos indígenas las medidas que van a ser consultadas; un proceso de deliberación interna de los pueblos tienen que reflexionar de manera autónoma, analizar y discutir las medidas que serán consultadas; luego un proceso de diálogo donde el Estado a través del Gobierno, interactúa y dialoga con los pueblos para finalmente acordar las medidas que se están proponiendo, y, por último, una etapa de sistematización que es posterior a este ejercicio. 





La consulta se inició en septiembre de 2014 y concluye en enero de 2015 en lo que se ha denominado el acuerdo de San Esteban, proceso de consulta que se fundó en el concepto de buena fe que se establece entre los pueblos y el Estado; el concepto de pertinencia cultural (cosmovisión y cultura de los pueblos), se fundó en el respeto por los métodos tradicionales de la toma de decisión de los pueblos indígenas, siempre con un criterio de flexibilidad.




Volviendo sobre el punto, precisó que las etapas del proceso fueron las de convocatoria nacional, planificación, entrega de información, deliberación interna, diálogo con los representantes y, la sistematización, para posteriormente hacer un proceso de entrega de resultados a las comunidades de modo que existiera pleno conocimiento respecto de los alcances de las medidas y de cómo esto iba a quedar reflejado en el proyecto de ley.




Señaló que la consulta se realizó en 122 localidades a nivel nacional, con la participación de 64 asesores para los pueblos indígenas porque el Convenio 169 dentro de sus exigencias establece que los pueblos tienen que contar con la asesoría adecuada con cargo al Estado. Agregó que los participantes en el proceso fueron 6.833 personas de los cuales asistieron a la jornada nacional donde se deliberaron los acuerdos finales 152 representantes.





Recalcó que desde que se aplicó el Convenio 169 y se empieza a utilizar el mecanismo de consulta éste progresivamente ha ido mejorando y asentando como un sistema respetuoso de los pueblos indígenas y de las obligaciones del Estado. En este escenario, indicó que durante el presente Gobierno ha habido del orden de 40 consultas y también procesos participativos, siendo el más importante el proceso constituyente indígena en el que participaron cerca de 17.000 de personas.





En el caso de la OIT que es el organismo de donde emana el Convenio N° 169, subrayó que se valoró esta iniciativa como un paso muy importante para progresar con los compromisos derivados de dicho instrumento, y que también el Instituto Nacional de Derechos Humanos, hizo una valoración positiva al respeto del deber de consulta previa, entendiéndolo como un derecho humano de carácter colectivo que asiste a los pueblos indígenas cada vez que se prevea una medida administrativa o legislativa que los afecta directamente.





Respecto de los principales acuerdos entre el Estado y los representantes de los Pueblos Indígenas, en la Jornada Nacional de cierre de la consulta realizada los días 30 y 31 de enero de 2015 en la comuna de San Esteban, los relativos a este proyecto de ley constituyen los fundamentos sobre los cuales se edifica el proyecto en discusión.




Expresó que el primer acuerdo dice relación con el nombre de los Consejos, ya que por unanimidad se decidió que la nueva institución se denomine Consejo de Pueblos Indígenas. Lo segundo fue dotarlos de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta. En tercer lugar se acordó la composición de los Consejos por Pueblos, específicamente el número de integrantes y la distribución de cada uno de los Consejos, que estaría conformada por 69 en total.





Agregó que de acuerdo al resultado de la Casen indígena 2015 hay un 9.1% de la población chilena que se define asimismo como integrante de un pueblo indígena. Es decir, 1.585.680 personas y, comparativamente respecto del año 2006, dijo que se incrementó porque quienes se identificaban con los pueblos indígenas eran el 6.6%, esto es que, en cerca de una década se incrementó en 3 puntos porcentuales la población, lo cual es el reflejo de la existencia de una identidad indígena que se ha ido fiscalizando y valorando en los pueblos y en la sociedad chilena. En la misma línea precisó que de ese 9% el 83% pertenece al pueblo mapuche, y luego van disminuyendo los otros pueblos, siendo el pueblo Colla uno de los que menos participación de personas tiene.





Señaló que del 1.585.680 personas que representa el 9%, el 75% reside en zonas urbanas y el 25% en zonas rurales  y donde reside la mayor cantidad en términos absolutos es en la Región Metropolitana, pero en proporción, es en la Región de la Araucanía, con un 31%. 




Luego, dijo que también se acordó que los consejeros representantes de los pueblos tengan derecho a dieta, la cual se asignará de acuerdo a los presupuestos anuales, y se determinó que serían 15 integrantes del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas provenientes de esos 69 consejeros.





Con respecto a su estructura, señaló que el proyecto de ley tiene dos títulos y disposiciones transitorias, abordándose en el primer título los Consejos de Pueblos indígenas, especialmente su naturaleza y funciones; su composición y su funcionamiento y lo mismo respecto del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas en el título dos, más cinco disposiciones transitorias.





Indicó que el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas es definido como una entidad de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, al que le corresponde la representación de los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas en su conjunto, especialmente ante los órganos del Estado, constituyéndose en una instancia de participación en todos los ámbitos de las políticas públicas, con atribuciones resolutivas, facultativas y vinculantes respecto de su propia orgánica.





En el caso de los Consejos de Pueblos Indígenas, hizo presente que su definición es similar y que se relacionarán con el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas. Hizo hincapié en que la composición en que se desagregan esos 69 consejeros es la establecieron los representantes de los pueblos en el proceso de consulta y que no es un acuerdo que el Gobierno haya impuesto:

Mapuche

35

Aymara

 9

Diaguita

 5

Atacameño o Likan Antay

 5

Quechua

 3

Colla

 3

Kawesqar

 3

Rapa Nui

 3

Yagan

 3





Precisó que si se lleva a participación numérica, el 1.585.000 personas, algunos pueblos tienen una proporcionalidad corregida a favor que son menos, y se les da una proporción que ellos mismos acordaron como representativa, para que no estén sub-representados a la hora de tomar decisiones. En este mismo sentido, dijo que respecto al pueblo mapuche que representa el 83% de la población y que tiene 35 consejeros, y luego el pueblo Aymara que cuenta con 9 consejeros, ello es consistente con la preservación de la lengua, sin perjuicio que se quiera revitalizar a aquellas que no tienen prevalencia en términos del universo de personas.  





El Honorable Senador señor Quinteros consultó al Ejecutivo si es que se tienen considerados a los Huilliches dentro de los Mapuches.




Al respecto el señor Ministro señaló que dentro de los 35 representantes sí están considerados ya que ellos aceptaron las siete identidades mapuches. Asimismo, dijo que el proyecto que se propone remite a un reglamento que los pueblos tienen que definir de acuerdo a su cultura, cosmovisión, tradiciones, autoridades representativas y tradicionales, y si en el plazo de un año los pueblos no logran establecer un reglamento, concurre el Ministerio de Pueblos Indígenas con un reglamento estandarizado. No obstante que recalcó que no se quiere un reglamento que sea impositivito y que no responda a la identidad de cada pueblo, sino que la idea es que al cabo de un año los pueblos deliberen sobre el reglamento que debe ajustarse a la legalidad vigente.




La Honorable Senadora señora Von Baer consultó si era correcto entender que en el caso del pueblo Mapuche, todos los miembros van a poder elegir a los miembros del consejo de su pueblo, independientemente del territorio, es decir, sin importar donde viva y que a su vez, ese consejo elige a los 5 representantes de los pueblos mapuches.




El señor Ministro señaló que lo expresado por la señora Senadora es correcto, y por tanto es así como debe ocurrir en la práctica.




El Honorable Senador señor Quinteros preguntó al Ejecutivo si los Changos están considerados como pueblo indígena para los efectos de este proyecto.




El señor Ministro indicó que la ley indígena define la existencia de 9 pueblos y que por esa razón el Ejecutivo sólo se remitió a los pueblos indígenas reconocidos por ley.




Agregó que hubo una deliberación en la consulta a propósito de los afro descendientes ya que el Convenio 169 de la OIT establece que regula a los pueblos indígenas y grupos tribales, y en el caso de los afro descendientes, que son del orden de 9.000 en Chile, específicamente en Arica e Iquique, calificaría como grupo tribal, y que en la deliberación de los nueve pueblos decidieron que la regulación propuesta debía ser sólo era de ellos, es decir, para los que tenían origen geográfico en Chile y no respecto de quienes fueron traídos desde África o desde el continente africano y por esa razón, no participaron del proceso de consulta.





Enseguida señaló que lo que hace la consulta en este caso es remitirse a la existencia de los 9 pueblos pero que, sin perjuicio de eso, el Ejecutivo sabe que el pueblo Huilliche ha hecho presentaciones para constituirse en otro pueblo indígena al igual que otros grupos, pero que la legislación vigente sólo reconoce a estos nueve pueblos. 





Con respecto de las funciones y atribuciones de los consejos de pueblos, destacó que deben colaborar con el Consejo Nacional en las propuestas de dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas.





El Honorable Senador señor Espina preguntó al representante del Gobierno cómo sería la forma de elegir a los representantes para el consejo en la Región de la Araucanía, cómo se haría, quien podría votar y por cuantos se puede votar.





El señor Ministro reiteró que es el reglamento en donde los pueblos tienen que ponerse de acuerdo en eso en base a su tradición y cultura. Si los pueblos no logran acuerdo será el turno de la repartición que representa.




Enseguida, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que en la práctica era necesario despejar estas dudas ya que  en la Región de la Araucanía no existe un representante del pueblo mapuche, no hay un consejo que represente a los distintos grupos y visiones, ni entre los Pehuenches, ni los Mapuches ni los Lafkenches, siendo de toda lógica preguntarse quiénes, en la práctica, se deben poner de acuerdo para hacer el reglamento.





El representante del Ejecutivo reiteró que se consideran las comunidades y autoridades representativas que define el Convenio 169 de la OIT y que además están en el Registro Nacional de Organizaciones Indígenas que lleva la Conadi.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que existen alrededor de 3.000 comunidades en la Araucanía, y agregó que desde su punto de vista, existirán incluso problemas prácticos por cuanto estimó difícil que exista un lugar o recinto donde puedan juntarse los representantes de comunidades mapuches para dictar un reglamento, y estimó aún más complejo el tema de la elección de los representantes.





El Honorable Senador señor Quinteros manifestó no tener dudas con respecto a que estas comunidades deben tener representantes. No obstante requirió mayor información a este respecto.




El Honorable Senador señor Tuma indicó que si en la práctica se redacta la ley estableciendo la dictación de un reglamento por parte de un tercero, resulta que la responsabilidad de muchos es la responsabilidad de nadie, más aun en un pueblo que tiene una representación como la del pueblo mapuche, con tanta horizontalidad, donde cada comunidad se representa a sí misma. En esta línea dijo que es necesario precisar quién y cómo se hace responsable, porque lo más probable es que tal como está la norma el reglamento no se haga, porque de otra manera el Ejecutivo no se habría puesto en la instancia que no se dicte el reglamento.





Por último preguntó por el plazo que tendría el Ejecutivo para dictar el reglamento en el caso que en un año no se logre el acuerdo en la comunidad, y si se ha considerado hacerlo en paralelo.




El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza destacó que el proyecto de ley busca que efectivamente el mecanismo de determinación de consejeros, emerja de la deliberación de los propios pueblos indígenas, a propósito de que cada pueblo tiene culturas distintas. En ese sentido dijo que lo que se busca es que cada pueblo delibere respecto de ese mecanismo con el acompañamiento del Ministerio de Pueblos indígenas, razón por la cual dicho Ministerio debe existir antes que el Consejo de Pueblos porque es el llamado a constituir los consejos y el reglamento para que los pueblos puedan deliberar.





Señaló que si los pueblos, a partir de este acompañamiento que hace el Ministerio de Pueblos, no logran convenir en el plazo de un año, entonces debe ser el Ministerio el que provea de un reglamento.





Enseguida, el Honorable Senador señor Espina expresó que desde su punto de vista esta propuesta carece de realismo, ya que en la Araucanía hay del orden de 3.000 comunidades y no existen, salvo contadas excepciones, organizaciones representativas y que en ese contexto el procedimiento que se propone resulta poco realista, lo que es un problema grave y un problema práctico.





A modo de ejemplo, dijo que si se va a Collipulli no se sabe quién es el representante y por tanto se debe llamar a todas las comunidades o personas que, entre ellas no reconocen ninguna superioridad recíproca. En la misma línea, indicó que es difícil imaginar la forma de funcionamiento y que cuando se habla de 3.000 comunidades, no se sabe cómo las va a reunir ni cómo van a tomar un acuerdo.





Terminó diciendo que el procedimiento que se fija para el pueblo mapuche en la Araucanía es inaplicable y que en el caso de los mapuches que viven en Santiago es mucho más inaplicable, porque no viven en comunidad, salvo contadas excepciones.





La Honorable Senadora señora Von Baer dijo entender que el planteamiento que se hace es que el reglamento se haga a través del proceso de consulta y si no es así, entonces manifestó su apoyo a lo expresado por el Senador Espina.





 En otro tema, requirió mayor información para entender bien cuál es el rol del consejo, porque de lo que se ha expresado hasta ahora no queda totalmente claro ese tema, ni cuáles son las atribuciones específicas que tiene y cuáles son los marcos en lo que debe funcionar; y los mismo respecto del Convenio N° 169 ya que se ha señalado que se pueden pronunciar sobre la susceptibilidad de afectación directa, pero no queda claro si ello será siempre, si se pronunciará sobre todos los temas o si lo hará sólo en el caso que alguna entidad requiera su opinión.





El Honorable Senador señor Tuma indicó que lo que se plantea representa una dificultad porque el pueblo mapuche tiene una enorme falta de representación o legitimidad en la representatividad, no obstante que esto es el mayor esfuerzo que como Estado se puede hacer con el fin de tener un entendimiento con el pueblo indígena a pesar de las dificultades. En esta línea, dijo que no habrá un sistema perfecto que permita asegurar una mejor o la mejor representación, pero que a pesar de ello se debe avanzar en ese esfuerzo creando condiciones para lograr entendimientos con los pueblos indígenas.





Destacó que a pesar de la dificultad y de la condición especial cultural que tiene el pueblo indígena para poder entenderse con el Estado, este proyecto hace el mejor esfuerzo en la historia de Chile por lograr algún nivel de representatividad. Agregó que entregarles a ellos la posibilidad de que dicten el reglamento es una oportunidad si es que hacen el esfuerzo, independiente de la dificultad de los urbanos y la ruralidad en que no se reconoce representatividad, con la agravante de que algunos asumen representatividad que no tienen, y que se debe avanzar en el camino para que el Estado tenga un entendimiento con los pueblos originarios.





El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, precisó que los consejos tienen como función colaborar con el Consejo Nacional en las propuestas de dictación o modificación de normas legales, reglamentarias o administrativas, emitir informe respecto al Convenio 169, formular recomendaciones sobre Consultas realizadas por el Sistema de Evaluación Ambiental, y formular recomendaciones a través del Ministerio de Pueblos Indígenas respecto del desarrollo del proceso de consulta. 





En este sentido dijo que lo anterior es de suma importancia porque en este Ministerio se fija la entidad que establece cuándo procede o no procede la calificación de una consulta. Es decir, es el nuevo Ministerio, lo que hoy día es el Ministerio de Desarrollo Social, el que define cuando no procede una consulta y este consejo lo que hace es emitir opinión hacia esa institucionalidad estatal.





Luego, prosiguió, debe pronunciarse sobre la existencia o no de susceptibilidad de afectación directa a los pueblos indígenas de las medidas administrativas y legislativas que se quieren ejecutar, es decir, emitir opinión respecto de si es pertinente o no ese proceso de consulta. 





Enfatizó que lo que se fija respecto de los mínimos que debe contener el reglamento es que a lo menos quienes sean consejeros o consejeras deben tener 18 años y detentar calidad de indígena en conformidad al artículo 2° de la ley N° 19.253.También se señala que la duración del cargo es de 4 años pudiendo ser reelegidos en conformidad a lo establecido en los respectivos reglamentos internos, y se establece que deben considerar para la determinación del cargo y remoción, las inhabilidades e incompatibilidades, impugnación de las elecciones en sede indígena y judicial y vacancia en el cargo.





Lo anteriormente señalado significa que el reglamento deberá al menos tener estos mínimos que permitan dar garantías a todas las personas para efectos de poder ser consejeros o consejeras, y tener los procedimientos para la remoción cuando corresponda.





Añadió que el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, será una corporación de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio, de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, con atribuciones resolutivas, facultativas y vinculantes sobre su propia orgánica; que su composición será de quince personas, representantes de los nueve Pueblos Indígenas reconocidos en la ley N° 19.253. Subrayó que los representantes de cada pueblo indígena deberán ser nombrados por cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas, según su propia orgánica interna, siendo su distribución la siguiente:
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5

Aymara

2
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Atacameño o Likan Antay

1
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1

Colla

1
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1
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1





Hizo hincapié en que nuevamente se replica una proporcionalidad de acuerdo al número de personas adscritas al pueblo, así que todos tienen una representación proporcional corregida que permite que todos los pueblos estén representados en el consejo nacional.





Señaló que entre las principales funciones y atribuciones del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas está el proponer la dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas y sus miembros, proponer un modelo de administración de las Áreas de Desarrollo Indígena, como asimismo proponer el establecimiento de nuevas áreas y evaluar el funcionamiento de las mismas, pudiendo formular recomendaciones.





Respecto del Convenio N° 169 de la OIT, debe colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en la implementación, seguimiento y evaluación de resultados del Convenio y demás tratados y convenios internacionales, y también en virtud del Convenio debe actuar en calidad de institución representativa de todos los pueblos indígenas cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, conforme a lo dispuesto en el mismo instrumento y las normas internas aplicables.





Subrayó que lo anterior implica que se establece a los consejos de pueblos indígenas como sujetos preferentes de consulta, no exclusivos. Es decir, dependiendo de la magnitud de la consulta, de la materia, podrá ser consultado un pueblo en particular o el consejo nacional o el conjunto de la población, pero se establece un sujeto preferente y eso, según recalcó, es importante porque la dificultad que existe hoy en día en el ámbito de tomas de decisiones tiene que ver con que no siempre es necesario una consulta a todos los pueblos porque se pueden realizar a organismos que los representen. Agregó que el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas también debe determinar en un reglamento interno las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.





Respecto de las disposiciones transitorias, hizo presente que la primera conformación de cada uno de los Consejos de Pueblos indígenas se hará 90 días siguientes a la entrada en vigencia de la ley, considerando a todas las organizaciones representativas de los pueblos indígenas, especialmente a las constituidas en base a la ley N° 19.953 que es el registro nacional de pueblos indígenas, ya que en el proyecto del Ministerio de Pueblos Indígenas se redefine este reglamento, y se mejora en el sentido de tener a todas las organizaciones.





Indicó que la elaboración y aprobación del primer reglamento interno es dentro de un año desde la respectiva convocatoria; que la primera sesión del Consejo debe realizarse dentro de los tres meses siguientes al depósito del primer reglamento interno, y por último que la entrada en vigencia será la misma fecha de entrada en vigencia del Ministerio de Pueblos indígenas o a contar de la data de publicación de la ley, si esta fuera posterior. Añadió que se establece un financiamiento en su primer año de vigencia.





Sobre las mejoras estructurales introducidas en la Cámara de Diputados, señaló que se tratan de aspectos procedimentales como la mención expresa que los Consejos contarán con personalidad jurídica y patrimonio propio. Se incorporaron inhabilidades e incompatibilidades de los consejeros según reglamentos internos, se mejoraron aspectos procedimentales de la impugnación indígena y judicial y se aclaró el objeto de control de dicha impugnación.





Respecto de las otras modificaciones, precisó que dicen relación con el informe financiero, porque se aumenta la dieta de los consejeros de pueblos indígenas, de 10 a 30 UTM (tres sesiones de hasta tres días al mes) y se establece que el Consejo respectivo financiará a sus miembros, cuando corresponda, en los gastos de traslado, alojamiento, alimentación y seguro de accidentes personales para asistir a las sesiones del Consejo, en el caso que ello le signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.





Continuó señalando que esto implica un aumento del gasto fiscal de $ 489 millones a $ 2.205.769 millones, de los cuales          $ 1.700 millones se financian con la resignación de los recursos que actualmente contemplan en su presupuesto la Conadi para su Consejo Nacional, y la Subsecretaría de Servicios Sociales.





Enseguida explicó que si se desagrega el gasto total ($ 2.205.769), $ 1.401.530 millones corresponde a gasto en personal,     $ 766.533 millones a gasto de bienes y servicios de consumo y $ 37.706 millones a gasto de adquisición de activos financieros. 




Subrayó que el Ejecutivo entiende que la actual institucionalidad en materia de pueblos indígenas tiene una débil legitimidad porque el procedimiento para nombrar a una persona que sea consejero de la Conadi es a través de una consulta que no es un mecanismo que ellos deliberen. En este sentido, dijo que ello significa que el Presidente en estricto rigor puede apegarse a las mayorías que se establecen como también podría no hacerlo, y eso es parte de la normativa vigente, pero además es un consejo en los hechos público- privado porque en el consejo de la Conadi hay Subsecretarios, Jefes de Servicio y consejeros que designa el Presidente de la República, de modo que no es una institucionalidad que sea plenamente representativa de los pueblos.





Indicó que es clave que la nueva institucionalidad cuente con legitimidad de origen para lo cual debe contar con la validación de los propios pueblos. No obstante, dijo que entienden la dificultad que representa que cada pueblo tenga culturas y visiones distintas, y lo mismo respecto del pueblo mapuche que es el más horizontal de todos en términos de la toma de decisiones.





Señaló que el desafío es tener reglamentos que tengan legitimidad por parte de los pueblos respecto de lo cual, existe confianza dado que la consulta convocó a más de 6.000 personas y el proceso constituyente indígena alrededor de 17.000. Es decir, los niveles de participación han ido progresivamente aumentando y son representativos de diferentes comunidades de manera auto convocada.  





Enseguida, el Subsecretario de Servicios Sociales, señor Juan Faúndez, respecto al proceso de elección dijo que efectivamente ello fue tema de conversación en San Esteban, y que por unanimidad, todos los pueblos pidieron expresamente que el Estado de Chile en una primera etapa no fuera incumbente en cómo ellos elegían sus representantes. Sin embargo, se llegó al acuerdo en el sentido que se daría el plazo de un año y que si las autoridades representativas no lograban conformar estos consejos, el Estado y el Subsecretario tendrían un plazo de 180 días para generar las acciones necesarias para generar la convocatoria a la conformación de este consejo.





Respecto a que los consejos evacuan los informes de susceptibilidad de afectación, explicó que al adscribir al Convenio N° 169 el Estado de Chile se la obliga a consultar cualquier medida que tenga una afectación directa o no con los pueblos indígenas. A modo de ejemplo, dijo que si se tomara la decisión por parte del Ejecutivo de turno de cambiar un artículo de una ley de educación que compete al ámbito nacional, solo ese cambio al Estado le cuesta más de $1.000 millones para hacer una consulta, lo que no significa que se puedan introducir todas las modificaciones legales en una sola consulta sino que se deben hacer por separado.





Enfatizó que lo que se pretende es generar una contraparte armónica con los pueblos indígenas en términos que el Estado pueda dialogar con entidades representativas para llegar a acuerdos de carácter nacional y de carácter de pueblo, que es lo que justifica cada consejo.





Sobre el Consejo Nacional, señaló que se pretende generar cierta armonía en la toma de decisiones en el territorio nacional porque las entidades del norte decían que eran demográficamente menos pero geográficamente representan un territorio bastante extenso.





Dijo que en el caso del consejo del pueblo mapuche son 35 integrantes debido a que en plena discusión se decidió generar 5 representantes por identidad de las 7 del pueblo mapuche, no obstante que la propuesta original era 21 integrantes y sumando los 9 pueblos, los mapuches son 35 y el resto de los consejeros 34. Todo lo anterior, según expresó, no fue fácil pero se intentó tener una visión de Estado de mediano largo plazo que permitiera establecer una interlocución válida entre el gobierno de turno y los pueblos indígenas.





El Honorable Senador señor Quinteros consultó si en algo cambiaría este proyecto en el caso que existiera un reconocimiento constitucional a los pueblos indígenas, y si podría vincularse el consejo a la elección de parlamentario indígena.





La Honorable Senadora señora Von Baer consultó si el consejo emite opinión siempre o sólo cuando se le pregunta, cuestión que consideró relevante para entender cómo funciona, además que se debe tener claridad con respecto a si esa opinión es o no vinculante.





Sobre el tema de cómo se hace el reglamento, dijo no entender por qué el Ejecutivo no usa el mecanismo de la consulta para establecer el reglamento, porque aquí se deja totalmente abierto. Agregó que para el establecimiento del primer reglamento, no hay mecanismo, entonces no hay razón para no elegir el mecanismo de la consulta que ya está más o menos probado en varios casos. 





El Honorable Senador señor Tuma se manifestó de acuerdo con que la instancia de consulta esté radicada en alguna estructura del Ministerio Indígena que defina cuando es pertinente o no, porque no podría ser que los indígenas resuelvan respecto de cada tema si es pertinente o no, pero que tampoco deben estar ajenos a la participación de definición, de modo que se debe buscar una fórmula intermedia en que opinen ellos, el ministerio y una instancia de resolución de ese conflicto.





En otro tema, dijo que tampoco podía ser que el consejo se relacione con el Estado sólo a través del Ministerio toda vez que la idea es que el consejo tenga capacidad de diálogo con todos los ministerios, no sólo que lo haga a través del Ministerio de Pueblos Indígenas.





Enseguida hizo presente que el Ejecutivo ha señalado que el requisito para ser candidato a este consejo es, entre otros, tener calidad indígena, pero no se precisa que ello está limitado a que sea candidato sólo para determinado pueblo. Es decir, tiene que tener la calidad de ese pueblo porque de lo contrario podría perfectamente tener la legitimidad de representar a un rapa nui alguien que vive en Puerto Saavedra.


En sesión posterior, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, dijo que para contestar las dudas planteadas respecto a institucionalidad indígena, caracterización, aspectos referidos a la CASEN, y sobre la creación del Consejo Nacional y los nueve consejos con el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, se elaboró una minuta que se hará llegar y que contiene información respecto del universo de personas que están acreditados ante la Conadi con la calidad de pueblo indígena, y cuales son las personas que de acuerdo a la Casen 2015 se identifican como parte integrante de algunos de los pueblos indígenas indistintamente que estén o no estén acreditados en la calidad de indígena ante el registro nacional de la Conadi. 





Insistió en que hay una proporcionalidad corregida que es consistente entre el universo de personas que adscriben a los pueblos y la deliberación que hicieron los pueblos en el encuentro de San Esteban respecto a los 69 consejeros prorrateados.





La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que en la Casen se considera un millón trescientas mil personas y que las personas que se inscribieron frente con la Conadi son quinientas treinta y ocho mil, existiendo alrededor de un millón de personas de diferencia, por lo que consultó si ha ido en aumento también la cantidad de gente que se ha inscrito frente a la Conadi, porque hay una diferencia muy grande.





Enseguida preguntó si hay armonía entre la pregunta que se hace a propósito de la encuesta Casen y la que considera el artículo N° 2 de la ley indígena, porque dijo que ello podría explicar las diferencias. 





Finalmente consultó si es que se ha pensado en el marco de la discusión de este proyecto de ley cambiar en alguna medida el artículo N° 2 de la ley Indígena, toda vez que ello parece insuficiente para dar respuesta a todos los pueblos existentes





El señor Ministro señaló que no tenían como dato la evolución del incremento de personas que se han acreditado ante el registro nacional indígena de la Conadi, pero aclaró que lo que hace este último es distinto a lo que hace la Casen. 





Enseguida precisó que la pregunta de la Casen busca saber si la persona se siente parte, si se identifica con algunos de los nueve pueblos indígenas que reconoce la ley, y en este caso, el universo es de alrededor de 1.585.000 personas, el cual como se ha señalado, se ha ido incrementando. 




Agregó que el Gobierno no ha considerado revisar la calidad de adscripción a los pueblos indígenas que es por filiación, ya sea filiación parental, por apellidos, que es descendencia, y otra posibilidad es por autoidentificación en la medida que la persona ha tenido una socialización cultural propia de ese pueblo indígena, que es más o menos consistente con el derecho internacional. 




Sobre la encuesta Casen, señaló que ella consulta respecto de si la persona se identifica, es decir, si se siente parte de algunos de los nueve pueblos indígenas lo que es bastante más amplio, no obstante que en el registro nacional de la Conadi no están todos porque no necesariamente todos se inscriben en el registro nacional.





Luego, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó el Ejecutivo información respecto de cómo ha variado la inscripción frente al registro de la Conadi en el tiempo, y preguntó si es posible tratar por separado las variables que considera la ley Indígena.




Acto seguido el señor Ministro abordó el tema de la procedencia de consulta previa indígena, es decir, cuando concurre a hacer consulta y cuando no procede hacer consulta. Sobre el particular señaló que el procedimiento de consulta está regulado en el proyecto de Ministerio de Pueblos Indígenas que se está legislando en estos momentos en la Cámara de Diputados3 y por esa razón, dijo que esta materia no se contiene en este proyecto, sin perjuicio que está directamente relacionada.





Señaló que actualmente la entidad responsable de calificar si procede o no hacer consulta es el Ministerio de Desarrollo Social a través de la unidad de consulta indígena. Sin embargo, indicó, las instituciones que tienen como propósito hacer una consulta y tienen que despejar si procede o no no están obligadas a consultar al Ministerio de Desarrollo Social si procede o no hacer esa consulta, lo que genera ciertas dificultades porque lo ideal sería tener un estándar único.





Resaltó que lo que se busca con el procedimiento que está propuesto en el proyecto de ley de Ministerio de Pueblos Indígenas es subsanar lo descrito en el entendido, centralizando en el Ministerio de Pueblos Indígenas el coordinar y colaborar con los demás órganos de la Administración del Estado en la implementación, seguimiento y evaluación de los resultados del convenio N° 169. Segundo, el establecer que el Ministerio recibirá y analizará las solicitudes de procedencia de consulta previa indígena para efectos de ser remitida a un comité interministerial sobre pueblos indígenas, recabando la opinión del consejo nacional de pueblos indígenas o del respectivo consejo de pueblos indígenas siendo uno de los nueve cuando no es una materia de carácter nacional, según corresponda.





El consejo nacional o algunos de los nueve consejos de pueblo debe pronunciarse sobre la existencia o no de susceptibilidad, de afectación directa de medidas administrativas o legislativas que se prevén ejecutar. 




Emitida la opinión del Ministerio y del respectivo consejo  el Ministerio remitirá un informe sobre la procedencia de consulta previa indígena al comité interministerial sobre pueblos indígenas y dicho informe deberá contener la opinión del consejo nacional y del respectivo consejo de pueblos. Es decir, el informe que emita el Ministerio y que se deriva al comité interministerial, contendrá como fundamentación la opinión del consejo nacional o de algunos de los nueve consejos para luego delegar en un reglamento el procedimiento más específico.





Destacó que el rol de los consejos de pueblos indígenas es ser sujetos especiales y no exclusivos de consulta, lo que significa que son sujetos preferentes para efectos de una consulta indígena el consejo nacional o algunos de los nueve consejos de pueblos indígenas, pero pueden ser también consultadas las respectivas comunidades si es del caso. El consejo nacional de pueblos indígenas, prosiguió, tiene como funciones el emitir informes acerca de la implementación del Convenio N°169, constituyendo cada consejo de pueblos indígenas una instancia de participación, en todos los ámbitos de la política pública y en particular respecto de los procesos de consulta y participación de los pueblos indígenas. Destacó que el consejo puede ser consultado respecto de una consulta como sujeto especial o, en su defecto, respecto de otras materias se puede pronunciar frente al Ministerio para que luego se pronuncie el comité interministerial respecto a si procede o no la consulta, y que en el caso de los consejos también le corresponde colaborar con el Ministerio de pueblos indígenas en la implementación y seguimiento y evaluación del Convenio N° 169. 




Enseguida hizo presente que el consejo nacional podrá emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones y que los consejos de pueblos también podrán emitir y formular recomendaciones y observaciones relacionadas con el respectivo pueblo indígena. 




Sobre la procedencia de la consulta previa indígena y cuál es el rol del comité interministerial sobre pueblos indígenas indicó que el comité interministerial sobre pueblos indígenas resuelve con carácter vinculante las solicitudes de procedencia de consulta previa indígena, y que la resolución que emite el comité sobre la solicitud de procedencia de consulta previa indígena deberá ser fundada y pronunciarse en particular sobre la opinión emitida por el Consejo Nacional o los respectivos consejos de pueblos indígenas. Es decir, el comité interministerial que tiene la facultad vinculante de pronunciarse respecto de la procedencia o no de consulta no desatiende la opinión de los consejos, y en su pronunciamiento tiene que fundamentar a partir de lo que entre otras variables, los consejos han expresado.





La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó si lo expresado quiere decir que el consejo puede dar su opinión aunque no se la pregunten, y también podría estimar que se necesita hacer una consulta no obstante que el Consejo de Ministros diga que no aun sin fundamento. 





El señor Ministro, respecto a la forma de determinación de los consejeros tanto de los nueve consejos como del consejo nacional, indicó que el proyecto establece que 30 días después de constituirse el Ministerio de Pueblos Indígenas, cada consejo tiene un plazo 30 días para autoconvocarse y determinar el procedimiento de designación, determinación y elección de cada consejo por el respectivo pueblo. Agregó que si no se ha constituido en el plazo señalado, el Subsecretario del Ministerio en un plazo de 90 días convoca a los pueblos para la constitución del reglamento.




Con respecto a la forma en que se relaciona la existencia de estos consejos con el reconocimiento constitucional, dijo que ellos están insertos dentro de la misma nueva institucionalidad pero es un ámbito de acción distinto, por lo que el proyecto de ley no establece reconocimiento constitucional ni en el ministerio ni en el consejo ni en los nueve consejos. Añadió que actualmente se está realizando una consulta nacional que es continuidad del proceso participativo indígena en 123 localidades a nivel nacional, que de acuerdo al estándar del Convenio N°169 se refiere al reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas y a su participación política en el Congreso y en otras instancias.





El Honorable Senador señor Tuma en relación al rol que va a jugar el Ministerio respecto a la consulta, indicó que existirá un permanente conflicto si no se establecen mecanismos de resolución de las controversias que se van presentar, especialmente en lo que dice relación con la definición de la procedencia de consulta, por lo que instó a que busquen mecanismos y se vea la posibilidad de establecer alguna fase intermedia en que converse el comité interministerial o el ministerio con los pueblos originarios mediante un mecanismo que garantice su efectiva participación y que sea en lo posible, vinculante. En la misma línea, precisó que el carácter vinculante no debe ser total, debiendo considerarse un mecanismo a través del cual la autoridad superponga su autoridad para decidir, sino que exista una conversación y un mecanismo de solución de conflictos que no está presente en esta materia.





La Honorable Senadora señora Von Baer respecto a la autoconvocatoria de los pueblos indígenas para establecer el consejo, preguntó si ello puede originar problemas de sesgo, y dado que han existido procesos de consulta bien legitimados en el último tiempo solicitó una mayor explicación de por qué no se utiliza la estructura de estos procesos de consulta para poder impulsar la creación de este consejo, mecanismo que ya está de alguna manera legitimado.





El Senador señor Tuma consultó si este mecanismo de consulta será un mecanismo utilizable por todos los organismos públicos o instancias que tengan el deber de consultar. Es decir, que cada institución no tendrá una unidad de consulta sino que todo se remitirá a la unidad de consulta que se definirá en este proyecto.




El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, señaló que la controversia entre el pronunciamiento de los consejos y el pronunciamiento del comité interministerial puede generar una tensión política, pero que los pueblos tienen que tener un espacio de incidencia no exclusiva respecto de su definición, porque los pueblos tienen una participación importante en la sociedad en términos de 1.585.000 personas que se identifican como tal, que es del orden del 9,1% y tienen un peso específico, de ahí hay que se busque un contrapeso.





El Fiscal del Ministerio de Desarrollo social, señor Jaime Gajardo, destacó que uno de los problemas en la Administración del Estado es la disparidad en los criterios para saber si una consulta se realiza o no ya que cada órgano que debe realizar una consulta toma la decisión bajo criterios que no son públicos.





Señaló que para reducir la conflictividad se establece un procedimiento donde la determinación de la consulta genere una suerte de jurisprudencia administrativa única, lo que permitirá disminuir los conflictos y resolverlos a través de una razonabilidad en términos de los argumentos que va a tener que entregar un órgano de la Administración del Estado, que en este caso, será el comité interministerial, tomando en consideración la opinión de los pueblos indígenas.





El Honorable Senador señor Tuma manifestó su preocupación porque un organismo evidentemente político del Estado, como el comité interministerial, tomará una definición respecto a los derechos de los pueblos originarios ya que en caso que exista una controversia no se tiene considerada una forma de salir de ella. En este sentido, dijo  que si bien esto es inédito, es nuevo, se debe explorar un mecanismo de resolución de conflictos.





El señor Ministro en relación a la capacidad que tengan los pueblos de establecer un acuerdo para determinar la composición, señaló que precisamente se utiliza el verbo determinar y no elegir porque no es necesariamente una elección directa. Agregó que no se pretende establecer un criterio paternalista respecto de la determinación de esos consejeros porque lo que no debiese ocurrir, es que los consejos comiencen con un vicio de legitimidad en los pueblos en el sentido de que se les impuso un mecanismo.




Posteriormente, la Comisión recibió los planteamientos de los representantes de los distintos pueblos indígenas, que fueron invitados especialmente a exponer sus puntos de vista con respecto a este proyecto de ley.




La representante del pueblo Aymara, señora Catalina Cortez, señaló que después de la consulta indígena que dio como resultado el acuerdo de San Esteban donde se asumieron distintos compromisos, les ha correspondido seguir el trámite de este proyecto y ser la voz de los pueblos indígenas.





Junto con valorar la iniciativa, solicitó que se considere seguir trabajando en conjunto porque existe una necesidad de parte de los diferentes pueblos de ser oídos en esta instancia, sobre todo ahora que en este proyecto se les ha quitado el carácter resolutivo a los consejos. En la misma línea, dijo que si bien se trata de una nueva estructura o institucionalidad que presenta el Ejecutivo y por la cual los pueblos indígenas han trabajado, dicha institucionalidad debe significar un avance pero no sólo en recursos o en un mayor número de integrantes sino que también en el poder resolutivo que el consejo pueda tener.





Agregó que les preocupa enormemente el tema de la afectación directa a los territorios porque actualmente este proyecto considera una estructura que es el Comité de Ministros que va a determinar si existe o no afectación de territorios, lo que según dijo, constituye una gran preocupación por cuanto el pueblo indígena carece de capacidad resolutiva y un comité político no puede decidir respecto del tema de la afectación de territorios tanto para una política pública como para un proyecto de inversión.





Prosiguió destacando que el pueblo que representa tiene una visión desde el punto de vista ancestral e indígena que no está claramente expresada o recogida en este proyecto en discusión, como tampoco lo está la facultad que el Ejecutivo presenta de generar procesos de consulta a la estructura de Consejo Nacional como medida nacional y a los Consejos Regionales como medidas locales, cosa que no se considera en el Convenio N° 169 de la OIT que claramente contempla que el derecho a consulta es de los indígenas y se implementa a través de sus instituciones representativas.





Enfatizó que valoran las consultas consideradas en el convenio antes señalado pero que a la vez rechazan fuertemente que dichas consultas se hagan a la estructura que es el Consejo porque según subrayó, el derecho a consulta es de todos los indígenas y no se puede monopolizar a una estructura totalmente acotada. Sobre este punto agregó que si se han presentado problemas de operatividad, ello es un tema que corresponde al Estado que en ningún caso puede significar que se quite el derecho establecido a favor de los pueblos indígenas en el Convenio N° 169.





Por otra parte, expresó que no se pueden olvidar los llamados acuerdos de San Esteban que consideraban, entre otras cosas, que los consejos debían tener carácter resolutivo lo que, como se ha dicho, se ha desconocido retirándose dicho carácter, lo que de acuerdo a lo expresado durante la tramitación de este proyecto en la Cámara de Diputados debió ser objeto de otro proceso de consulta, que no se realizó.





En este contexto, solicitó que sea la Comisión la que se pronuncie respecto a si continuará considerando sin el carácter resolutivo a este Consejo con el objeto que se inicie el nuevo proceso de consulta, por cuanto Chile no puede retroceder en materia de derechos de los pueblos indígenas. 





Agregó que actualmente el Consejo de la Conadi con menos representatividad y menos recursos tiene carácter resolutivo, en tanto que la nueva institucionalidad no lo tiene, lo que claramente significa una retroceso en materia de derechos que no es posible aceptar, pues se trataría de una abierta vulneración a los derechos de los pueblos indígenas.





El representante del pueblo Quechua, señor Wilfredo Bacian, indicó que en el proceso de consulta de San Esteban surgieron acuerdos y desacuerdos y que dentro de estos últimos se encontraba el tema de los cupos que en este caso corresponderían para el consejo del pueblo Quechua, puesto que en la propuesta del Ejecutivo sólo se consideran 3 miembros y dicha comunidad consideró que ello no era concordante con la realidad demográfica y territorial de dicho pueblo que se encuentra presente en tres regiones del norte del país.





Manifestó que el criterio esgrimido por el Ejecutivo al momento de determinar los cupos fue la encuesta Casen del año 2015 que no reflejaba una visión actualizada dados los errores que existieron en esa oportunidad, de modo que insistió en que tres cupos no son suficientes y que lo ideal sería contar con cinco integrantes que al menos les dieran cierta igualdad o una forma de influir en lo que se conoce como la política pública indígena. En este mismo sentido hizo presente que no obstante estar reconocidos en la ley indígena, no se les considera en la ejecución de planes y programas que el Gobierno año a año destina a los pueblos indígenas por lo que estimó que necesitan una incidencia mayor porque la realidad territorial es distinta.





Precisó que, a mayor abundamiento, hay pueblos que se ubican en una sola región y hoy día tienen cinco cupos, en tanto que el pueblo Quechua no sólo se ubica en mayor número de regiones sino que también de acuerdo a la última encuesta Casen alcanza a las 27.000 personas a nivel del país, lo que es una proporción mayor a otros pueblos.





Señaló que la Conadi actualmente les ha desconocido la territorialidad del espacio en el Norte negándoles el certificado de calidad indígena o no permitiéndoles constituir una comunidad indígena Quechua al ponerles muchas trabas, a diferencia de lo que ocurre con el pueblo Aymara.





Respecto al contenido del proyecto que ya fue discutido en la Cámara de Diputados, dijo que aún existe un déficit respecto a la voluntad que ha tenido el Ejecutivo para hacer prosperar este proyecto de ley, ya que por un lado hizo partícipes a los pueblos de un proceso presentando el proyecto como una instancia de remediación histórica con los pueblos indígenas, pero que al momento de otorgarles ciertas facultades o cierta autonomía al ejercicio pleno de cada pueblo los restringen al quitarles la facultad resolutiva y el carácter vinculante.





En este escenario manifestó que se estaría entrampando el espíritu general y primitivo de esta iniciativa porque si lo que se quiere es que los pueblos indígenas tengan una real participación e incidencia a nivel país restarles autonomía va precisamente en contra de dicho objetivo, que se ha manifestado en los sucesivos Gobiernos.





De esta manera, solicitó que en esta instancia se repongan las facultades resolutivas y vinculantes a los consejos también en materia de consulta porque desde su punto de vista los consejos que se van a crear también deben tener un fin concreto respecto de la participación indígena y de la discusión de varias iniciativas que se están legislando. Agregó que la consulta que realiza un Ministerio determinados, es muy distinta a la que realiza otro Ministerio, de manera tal que se hace necesario que se establezcan mecanismos coherentes regulándose los procesos de consulta con la participación de los diferentes consejos.





Para terminar, señaló que son las comunidades afectadas las que deben pronunciarse en materia de susceptibilidad directa o proyectos de inversión sin que el consejo pueda tener una autoridad superior a la voluntad propia de ese territorio o de las comunidades que puedan verse afectadas, que es lo que sucede en la comunidad local.





La representante del pueblo Likanantay, señora Marcela Varas, señaló que se llegó a un acuerdo con el Fiscal del Ministerio de Desarrollo Social señor Jaime Gajardo que consistió en dejar establecido el patrimonio propio del consejo de pueblos y del Consejo Nacional, ya que la autoridad de Gobierno manifestó que era difícil traspasar un bien para el funcionamiento de los pueblos pero que si podía dejar establecida esa intención en la historia de la ley, con el objeto que posteriormente ello les sirviera de antecedente y poder contar con algún espacio donde pudiera funcionar el consejo considerando que el proyecto establece que dicha instancia tendrá patrimonio propio.





Enseguida destacó que dicho acuerdo no se cumplió no obstante que para el pueblo Likanantay es importante contar con un patrimonio propio, lo que se trata de un aspecto relevante.





Sobre los consejos de pueblos y el consejo nacional, dijo que desde su punto de vista las facultades están poco claras ya que no es posible saber si ellos serán resolutivos o vinculantes en materias como la afectación de comunidades por proyectos de inversión, respecto de lo cual, se debe consultar a las comunidades que van a ser afectadas, sin que ello pueda dejarse en manos de un consejo porque puede significar determinar la vida de un pueblo indígena.





En relación con las materias que no pueden afectar tan determinantemente a los distintos pueblos, planteó que ello podría ser de competencia de dicho consejo, pero que los temas de inversión que involucran territorios indígenas y recursos naturales que se encuentran en dichos territorios no corresponde que se radiquen en dicha instancia.





En cuanto a los cupos, hizo presente que en el respectivo proceso de consulta los pueblos indígenas manifestaron que ellos debiesen ser para todos por igual, porque el Convenio N°169 y la Declaración de Pueblos Indígenas, señalan que todos ellos son poseedores de derechos y no hace referencia a los tamaños o extensión de los pueblos, por lo que en la lógica del Gobierno de tomar la encuesta Casen y determinar los cupos se actuó sin acuerdo y sin consulta a los involucrados, imponiendo su visión.





La representante del pueblo Colla, señora Violeta Palacios, manifestó que los consejos de pueblos deben ser vinculantes, consultivos y resolutivos porque es la única forma en que los pueblos indígenas puedan crecer y tener Consejos y un Ministerio que sean capaces de crear políticas orientadas a los pueblos indígenas.





Señaló que desde que se creó la ley indígena han tenido que vivir constantes problemas con la Conadi porque no existe esa institucionalidad en la región donde habitan (Atacama), y por ende no tienen proyectos ni posibilidades para el desarrollo de su comunidad como tampoco existen, según dijo, políticas que sean interculturales.




Enfatizó que en este escenario resulta primordial que se conserve el carácter resolutivo, consultivo y vinculante de los consejos para poder trabajar y concretar políticas y programas para los distintos pueblos que evidentemente no son iguales, junto con considerar el derecho propio indígena, la cosmovisión de su pueblo que jamás permitiría otorgar facultad a sus consejeros para ser consultados por todas las grandes problemáticas que tienen.





Puso de relieve que las consultas son muy rápidas y a medias, puesto que nunca ha existido un acuerdo entorno a lo que requiere el pueblo Colla y de ahí la relevancia que tiene que el consejo tenga facultades consultivas y resolutivas que les permita crear programas de acuerdo a lo que efectivamente se necesita, sin que otros piensen por el pueblo.



La señora Isabel Godoy agregó que en el proceso de consulta siempre se ha hablado de la buena fe pero opinó que en este proyecto de ley ello no ha sido respetado pues se han desconocido los acuerdos respecto de las facultades que tendrían los consejos, lo que lleva a preguntarse para qué se hace el proceso de consulta si finalmente todo lo decide el Ejecutivo. En sintonía con lo anterior, solicitó a la Comisión que se respeten lo acuerdos que se alcanzaron con los pueblos que fueron pisoteados por el mismo Estado.





Con respecto a los cupos, señaló que con el argumento de la falta de recursos se negaron los mismos no obstante que la región donde habitan es una región rica que aporta muchos recursos para el desarrollo de otras regiones, y agregó que los cupos solicitados son necesarios para mejorar la gestión.





Enseguida, la representante del pueblo Rapa Nui, señora Sofía Faúndez, recordó que los rapa nui empezaron a ser chilenos cuando en 1888 se firmó un tratado con el Rey Atamu Tekena y a partir de allí estuvieron abandonados hasta que hace cincuenta años gracias a la ley Pascua1 pudieron ser reconocidos como efectivamente chilenos.





Indicó que había una deuda histórica porque a diferencia de los pueblos indígenas el pueblo rapa nui tiene el carácter de polinésico y en virtud de ello en el tratado mencionado se reclamó investidura, no obstante que ella no fue respetada. En la misma línea, enfatizó que en virtud de lo anterior nace el Consejo de Ancianos presidido por don Alberto Hotu hasta el año pasado que asume don Carlos Edmunds y que sigue la investidura, además de considerarse a los Honui que representan a las 36 familias que existen en rapa nui y que son los vivos representantes de sus ancestros.





Señaló que el pueblo rapa nui es parte de Chile porque necesitaba sobrevivir y actualmente al estar incorporado en la ley Indígena son considerados de esa forma no obstante ser polinésicos, pero son respetuosos de la legalidad por cuanto Chile les reconoce la falta de atención. En el mismo sentido destacó que no es menor que se haya llegado a firmar un convenio con el Subsecretario presente en San Esteban, pero subrayó que con posterioridad se cambió al interlocutor, se cambió la negociación, no se respetó lo convenido en San Esteban y por ende al día de hoy las cosas se han modificado rotundamente.





En este contexto enfatizó que no quieren un consejo regional de pueblos indígenas que sea el interlocutor válido porque sólo nace para el Ministerio de Pueblos Indígenas y no para el resto de los Ministerios y por ello no puede representar al pueblo porque no es capaz de cumplir el objetivo.





Luego, dijo no estar de acuerdo con que el consejo sea el interlocutor válido frente al Estado de Chile porque lo será sólo frente al Ministerio y no se considera ninguna otra forma de representación y agregó que tampoco puede ser consultivo pues ese es un derecho que se han ganado todos los indígenas a través de los años.





Destacó que es muy importante no cambiar la cosmovisión del pueblo rapa nui y consultarle a todos porque la disconformidad es tremenda.





Por su parte el representante del pueblo Mapuche, señor Oscar Huehuentro, hizo presente que sabía que esta Comisión estaba integrada por una mayor cantidad de Senadores que sin embargo ahora no estaban presentes, lo que lleva a pensar que el tema indígena en Chile simplemente no es importante.





Enseguida hizo presente que desde el año 2014, 2015 y 2016 participaron en este proceso ya que el pueblo Mapuche representa a un 86% de la población indígena a nivel nacional con la mayor cantidad de habitantes y comunidades. Dijo que hubo mucha desconfianza en relación al proceso de consulta por lo que un Ministerio y un Consejo eran la oportunidad de poder asesorar en materia de política indígena, pero hizo presente que en la medida que se han desconocido los acuerdos alcanzados en San Esteban se ha desdibujado el consejo, que se concibió con facultades resolutivas y vinculantes.





Con respecto a la Conadi, dijo que ella tiene más facultades que los consejos que se están legislando y en ese aspecto enfatizó que es necesario que el Poder Legislativo legisle para mejorar esta iniciativa, que constituye una oportunidad para corregir una deuda histórica que existe hacia los pueblos originarios y por ello consideró una falta de respeto la ausencia de los demás integrantes de esta Comisión.





El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que comunicaría la inquietud manifestada frente a la ausencia de los otros integrantes de la Comisión, y al mismo tiempo destacó que en el día de hoy sólo se había invitado a los representantes de los pueblos del Norte para en sesiones posteriores, continuar oyendo a los demás pueblos.





A continuación, el Subsecretario del Ministerio de Desarrollo Social, señor Juan Eduardo Faúndez, señaló que efectivamente una vez concluido el proceso de San Esteban se tomaron decisiones gubernamentales respecto a quién seguiría dicho proceso pero que sin perjuicio de ello, era necesario aclarar algunos temas que dicen relación con el fondo.





Enseguida indicó que todo parte cuando hay una crítica al consejo de la Conadi porque este no es representativo para todos los pueblos que están asociados a la ley indígena, además que se había planteado la necesidad de superar a la Conadi que ya no era capaz de dar respuesta a las actuales necesidades de los pueblos indígenas, y que frente a esa realidad el Ejecutivo toma una decisión estratégica que considera crear una nueva institucionalidad que corresponde al Ministerio de Pueblos Indígenas, y junto con ello, generar entidades representativas que pudieran ser interlocutores y ordenar la discusión entre el Estado y las comunidades y los pueblos.





Manifestó que dicha tarea no fue fácil y que se tomó una decisión estratégica en el sentido de que aquellos pueblos que nunca en su historia tuvieron representatividad y que están ad portas de desaparecer, como por ejemplo los Kawésqar que no son más de 15 ó 20 familias. La intención de incluirlos y generar un consejo fue justamente para revalorizar esa cultura, esa identidad y que tuvieran una presencia con el Estado de Chile. Agregó que la cantidad de consejeros se hizo en relación al peso demográfico pero también cuidando que el pueblo Mapuche, que es el que más población tiene, no fuese el que determinara la comunicación entre el Estado y los nueve pueblos indígenas.





Recalcó que la discusión de fondos más allá de los números de cupos es la importancia o no para el Estado de tener y ordenar la discusión con el mundo indígena, y agregó que de acuerdo al Convenio N° 169 toda materia que tenga incidencia directa o indirecta con el mundo indígena debe ser consultada. De ahí la importancia de generar un interlocutor válido con el mundo indígena para que el Estado de Chile utilice sus recursos en forma más efectiva, dado el alto costo que tiene cada proceso de consulta y para hacerse cargo del Convenio N° 169 pero en su real dimensión. Por último señaló que no es posible sostener que esta propuesta es de inferior calidad a la Conadi.





Enseguida, la representante del pueblo Aymara, señora Catalina Cortez, manifestó que lo único que solicitan es que se respete el Convenio N° 169 que es claro en razón de derechos. Dijo que puede ser perfectible pero que en este escenario no se puede olvidar que nunca se ha modificado la ley Indígena de modo que propuso que la nueva institucionalidad se haga con las facultades que corresponde, porque efectivamente esta propuesta es un retroceso ya que no hay ninguna facultad respecto de lo que actualmente tiene la Conadi y su consejo que no tiene toda la representatividad.





Señaló que en este tema el Ejecutivo dice una cosa y en la práctica escribe otra, hace acuerdos y después viene con otra discusión, de modo que sólo les queda apelar a la Comisión para que se trabaje en un buen proyecto, sin asegurar sólo para algunos actores el consejo propuesto. Enfatizó que no se puede trabajar sobre supuestos y que lo concreto y lo real es del derecho ganado por los indígenas y establecido en el Convenio N° 169.





El representante del pueblo Quechua, señor Wilfredo Bacian, hizo presente al Ejecutivo que si han participado en este proceso es porque existe la voluntad de que esta nueva institucionalidad pueda corregir lo que no ha hecho la Conadi, o de alguna manera que contribuya a establecer los derechos de los pueblos indígenas que están consagrados en el convenio señalado, el que vale decir que está ratificado por el Estado de Chile y por tanto debe aplicarse, lo que no quiere decir que no se haya aplicado sino que no ha sido en todas las oportunidades en que correspondía y en la forma en que debe hacerse.





Por su parte, la representante del pueblo rapa nui, señora Sofía Faúndez, indicó que el consejero rapa nui en la Conadi hace bastante tiempo que está solicitando de Chile una forma de generar la descolonización en representación de su pueblo, pero si se hace una consulta respecto de este tema la mayoría no sabrá de qué se trata. En este escenario señaló que dicho consejero no representa ni interpreta ni consulta al pueblo que dice representar, de modo que planteó la necesidad de clarificar si esta situación podría darse en el consejo que se está creando.





Enseguida la representante del pueblo Colla, señora Violeta Palacios, indicó que en el tema del gasto a que se ha hecho referencia es lamentable porque lo que se gasta en los pueblos es mínimos en comparación al gasto que generan las consultoras que no hacen nada por ellos. Agregó que el Estado de Chile tiene una gran deuda con los pueblos indígenas y que es poco lo que se pide en relación con dicha deuda.





El Asesor del Ministerio de Desarrollo Social, señor Lautaro Loncón, señaló que es necesario tener presente en todo momento lo que se quiere lograr con estos proyectos de ley que es mejorar la actual institucionalidad que existe en materia indígena que, según resaltó, no es suficiente para responder a las necesidades de y los intereses que los pueblos indígenas tienen.





Asimismo, indicó que la Conadi es una institución que fue creada en el año 1993, que con el pasar del tiempo las demandas indígenas han ido cambiando en el último decenio y que a ello se suma que el contexto internacional ha establecido otros derechos que anteriormente no estaban reconocidos para los pueblos indígenas, lo que hace muy necesario crear una nueva institucionalidad.





Luego, dijo que la forma que tiene el Estado para abordar este nuevo escenario es a través de la creación de un Ministerio de Pueblos Indígenas al mismo tiempo que se mejora la participación de los pueblos indígenas en la política pública, en su generación, lo que se hace a través de los consejos de pueblos. En esta línea, enfatizó que se busca que los diálogos permitan acercar posiciones e ir mejorando los proyectos de ley lo que es un avance muy importante en comparación con lo que existe actualmente.





Sobre el trabajo a futuro, indicó que se debe acercar la posición del Ejecutivo con la de los pueblos indígenas que han manifestado ciertas observaciones al proyecto de ley para lo cual destacó que es ésta la instancia para generar un mejoramiento que va a requerir, en algunos casos, sostener discusiones y alcanzar acuerdos, como por ejemplo, el tema de la susceptibilidad de afectación que involucra al Ministerio de Pueblos, y también el tema de la consulta previa porque el Convenio N° 169 efectivamente dice que ella debe hacerse a los pueblos indígenas a través de sus instituciones representativas, pero también considera los principios de flexibilidad.





Dijo que, a mayor abundamiento, el Estado tiene el deber de hacer las consultas y que ello va asociado a ciertos recursos pero también a un sentido de oportunidad ya que se hacerse todas las consultas que se requieren los pueblos no descansarían nunca, habría una sobresaturación de ellas y por ello pareciera que la mejor forma es establecer un órgano de consulta a nivel nacional, lo que no implica las consultas que deben hacerse a los pueblos frente a las afectaciones de su territorio.





Dicho esto, indicó que la forma descrita parece ser la más razonable para ordenar los procesos de consulta porque en la Subsecretaria de Servicios Sociales, en la actualidad, existen más de cincuenta oficios de procedencia para realizar consultas que no se han realizado para evitar la señalada sobresaturación lo que ha ocasionado algunas quejas de parte de los pueblos indígenas.





Para terminar, enfatizó que es necesario organizar los procesos de consulta y mirarlos a largo plazo porque para los pueblos indígenas que pueden participar de los procesos de consulta esto resulta muy demandante en términos de tiempo, por lo que se debe aplicar el principio de realidad más allá de los costos y de lo que señala la normativa desde el punto de vista literal.





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que dado que este proyecto trata de mejorar la actual institucionalidad que tiene la Conadi, reconocer los derechos que antes no se reconocían y dar participación en las políticas públicas a los pueblos indígenas, es necesario oír a sus representantes y precisamente ese es el espíritu que tiene la Comisión.


En sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia al Vocero del Consejo Mayor de Comunidades Huilliches de Chiloé, señor Oscar Millalonko, quien señaló que representa a unos seiscientos comuneros de la Isla Grande de Chiloé así como a un cantidad importante de caciques, maestras de paz y de médicas, y que en esa calidad viene a esta Comisión a exponer los siguientes aspectos:

En primer lugar, manifestó que le interesa que se reconozca a la comunidad Huilliche como el décimo pueblo indígena dada su diversidad cultural que lo diferencia del resto del Pueblo Mapuche.

En sintonía con lo anterior solicitó incluir en este proyecto de ley un décimo consejo indígena, cual es, el Consejo del Pueblo Huilliche, de acuerdo con los artículos 60 y 61 de la ley N° 19.253, que reconocen a la etnia Mapuche Huilliche así como a su sistema tradicional de cacicados y a su ámbito territorial. Reparó como Huilliche Chilote que no se siente representando por el Pueblo Mapuche, por lo que insistió en considerar a este nuevo Consejo, que abarcaría a todas las comunidades indígenas al sur de la ciudad de Valdivia.

Asimismo, resaltó que desean reponer el texto del artículo 3° letra a) que aprobó la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización de la Cámara de Diputados, que concibe a la consulta a los Consejos de Pueblos Indígenas con carácter de vinculante y no meramente consultiva.

Además, pidió que este Consejo tenga injerencia en las políticas municipales y en los gobiernos regionales, y en todas aquellas instancias en que se decida sobre el destino de los recursos públicos. 

A su vez, planteó la necesidad de instalar una comisión de seguimiento a las consultas que realiza el Estado a las distintas organizaciones indígenas, entidad que hoy no existe, puesto que para ellos es fundamental generar un vínculo entre los Consejos de Pueblos y los procesos de consulta.

Enseguida, el representante de la Junta General de Caciques de San Juan de la Costa de la Provincia de Osorno, señor Luis Pailapichun, manifestó su apoyo a la propuesta de reincorporar el artículo 3° letra a) del texto aprobado en la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización de la Cámara de Diputados.

Posteriormente, pidió reconocer al Pueblo Huilliche como una comunidad distinta a la del Pueblo Mapuche. Al efecto, dio cuenta que la historia siempre se ha referido a los pueblos indígenas al sur del río BioBío sin distinguir entre las distintas etnias que habitan en ese territorio. No obstante, resaltó que el 8 de septiembre de 1793, en el Parlamento de Las Canoas, la Corona Española reconoció la autoridad política de los principales caciques del Pueblo Huilliche, lo que se reitera en el Tratado de Tantauco de 1826. 

De esta manera, concluyó, desde el Parlamento de Las Canoas hasta el día de hoy siempre se ha reconocido la autoridad política de sus caciques, lo mismo que los artículos 60 y 61 de la ley N° 19.253.

En esta misma línea solicitó reconocer constitucionalmente la autoridad de sus caciques. Con todo, advirtió que son distintos a los “lonkos “y que abarcan un vasto territorio. Al efecto, detalló que cuentan con una orgánica que prepara a los futuros caciques y que controla a todos los cacicados y destacó que sus caciques siempre han tenido la diplomacia y la voluntad de dialogar con las autoridades chilenas, a pesar de sus problemas territoriales.

También planteó la necesidad de disponer de fondos públicos para elaborar un diccionario fonético propio de su legua “chesungun”, ya que hoy día están siendo invadidos por el “Mapudungun”.

Por ello, pidió respetar la diversidad de los pueblos indígenas y en particular la del Pueblo Huilliche, y que el Estado de Chile ratifique el Tratado de Tantauco de 1826 y el Parlamento de Las Canoas de 1793 para reconocer la autoridad de sus caciques. 

Del mismo modo, hizo notar la escasa participación del Consejos de los Pueblos Indígenas en las consultas que el Gobierno ha realizado, y reiteró la necesidad de que sus opiniones sean vinculantes para la autoridad.
Por todo lo anterior, solicitó instar ante el Gobierno para el reconocimiento del Pueblo Huilliche y para aprobar el presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Quinteros consultó a los invitados si tienen otras inquietudes distintas a las ya planteadas.

El señor Oscar Millalonko comentó que si bien realizaron un trabajo bien profesional en el análisis de este proyecto de ley, apoyados por un grupo de abogados, y que formularon los reparos correspondientes en el plazo que les fue indicado, la Sala de la Cámara de Diputados no mantuvo el texto de la letra a) del artículo 3° y tampoco incluyó un décimo Consejo de Pueblo Indígena para representar a la comunidad Huilliche.

El señor Luis Pailapichun insistió en señalar que les interesa que los procesos de consulta sean vinculantes y que se les reconozcan a los Consejos de Pueblos atribuciones respecto de las municipalidades y de los gobiernos regionales.

El señor Ministro de Desarrollo Social destacó el respaldo de las comunidades indígenas a este proyecto de ley, así como al que crea el Ministerio de Pueblos, y resaltó que se trata de dos iniciativas que cuentan con la legitimidad de una consulta previa en que se establecieron los acuerdos esenciales de estos proyectos.

Por otra parte, informó que hoy se desarrolla la etapa final de la consulta nacional sobre el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas y de su participación política en el Congreso Nacional, gobiernos regionales y municipales.

Con todo, advirtió que se trata de un diseño político bastante más general que no se acaba en esta iniciativa legal, lo que se confirma con las dos medidas que se están consultando en el día de hoy que también considera el reconocimiento constitucional de las autoridades ancestrales, ya que el reconocimiento a los pueblos indígenas no se puede limitar a reconocer su lengua, cultura, educación y salud.

En cuanto a la reposición de la letra a) del artículo 3° aprobado por la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionalización de la Cámara de Diputados, indicó que originalmente este proyecto de ley contenía una norma que consagraba las atribuciones de los Consejos de Pueblos en el ámbito político, normativo y propositivo limitadas al Ministerio de Pueblos. 

No obstante, en la citada Comisión se modificó la referida letra a), que pasó a ser número 1), en el sentido de que determina el carácter vinculante las propuestas de los Consejos de Pueblos respecto de toda la política nacional que formula el Ministerio de Pueblos.

Posteriormente, reseñó en la Sala de la Cámara de Diputados se volvió al texto que establece que sus proposiciones sólo son propositivas respecto de la política nacional y que su actuar se limita al Ministerio de Pueblos.

Sobre este particular, se mostró abierto a discutir este punto, siempre que se mantenga la armonía con los otros cuerpos normativos que se están legislando, que abordan la misma materia.

Con respecto al reconocimiento del Pueblo Huilliche como décimo pueblo indígena, hizo presente que la Ley Indígena reconoce la existencia de nueve pueblos indígenas pues incorpora al Pueblo Mapuche con todas las identidades territoriales que aglutina, entre otras la del Pueblo Huilliche, por lo que para cambiar este aspecto se requiere además modificar la ley N° 19.253. Informó que acaban de realizar una transferencia a la Universidad de Los Lagos para que inicie un estudio sobre la pertinencia cultural e histórica para determinar si es factible o no constituir como décimo pueblo indígena al Pueblo Huilliche como un grupo distinto del Pueblo Mapuche. Pero, observó, que se requiere de un tiempo razonable porque no se trata de una iniciativa que se pueda resolver en un breve plazo.

Además, informó que existe otro proyecto parecido que reconoce al Pueblo Tribal de los Afrodescendientes de Arica, cuyos ancestros fueron traídos desde el África y que se trata de unas nueve mil personas que también aspiran a constituirse como otro pueblo indígena. En este caso, apuntó, también debe hacerse este mismo tipo de estudio.

A continuación, el Honorable Senador señor Quinteros consultó si existe un estudio en desarrollo para reconocer a la comunidad de los Chancos.

El señor Ministro de Desarrollo Social respondió negativamente.

Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros se comprometió, junto al Honorable Senador señor Bianchi a abogar ante la autoridad para que se reconozca al Pueblo Huilliche como un grupo independiente.

El señor Millalonko lamentó que siempre han sido subsumidos por el Pueblo Mapuche, siendo que son pueblos distintos y que tienen una historia diversa, lo que se manifiesta en el hecho de que tienen una bandera propia que tiene cuatrocientos años de historia y que apoyaron al bando realista durante la independencia del país. Sin perjuicio de ello, subrayó, nunca han renegado a esta patria.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Quinteros llamó a votar en general el presente proyecto de ley, puesto que ya han escuchado a diversos representantes de los Pueblos Indígenas del país.

El Honorable Senador señor Bianchi observó que faltó escuchar a los pueblos magallánicos.

El Honorable Senador señor Quinteros dijo que, dado que no pudieron asistir a esta sesión, serán escuchados durante la discusión en particular de esta iniciativa legal.






- - -

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pizarro y Quinteros.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I
DE LOS CONSEJOS DE PUEBLOS INDÍGENAS
Párrafo 1°

De su Naturaleza y Funciones

Artículo 1.- Consejos de Pueblos Indígenas. Créanse nueve Consejos de Pueblos Indígenas (en adelante también los “Consejos”), que se constituirán como corporaciones de Derecho Público, con personalidad jurídica y patrimonio propios, de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

A cada Consejo de Pueblo Indígena le corresponderá la representación de los intereses, necesidades y derechos humanos del respectivo pueblo indígena, especialmente ante los órganos del Estado. Constituirán una instancia de participación en todos los ámbitos de la política pública y, en particular, respecto de los procesos de consulta y participación de los pueblos indígenas conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

Asimismo, cada Consejo de Pueblo Indígena constituirá una instancia de participación en la formulación de propuestas, observaciones y recomendaciones relativas a la elaboración, implementación, ejecución y evaluación de la Política Nacional Indígena, y de los planes y programas sectoriales e intersectoriales relacionados con el respectivo pueblo indígena.

Los estatutos de cada corporación establecerán quién ejercerá la dirección y administración superior del respectivo Consejo de Pueblo Indígena.

Artículo 2.- Individualización de los Consejos. Los nueve Consejos de Pueblos Indígenas serán los siguientes:

1. Consejo del Pueblo Indígena Aymara.

2. Consejo del Pueblo Indígena Quechua.

3. Consejo del Pueblo Indígena Atacameño o Likan Antay.

4. Consejo del Pueblo Indígena Diaguita.

5. Consejo del Pueblo Indígena Colla.

6. Consejo del Pueblo Indígena Rapa Nui.

7. Consejo del Pueblo Indígena Kawésqar.

8. Consejo del Pueblo Indígena Yagán.

9. Consejo del Pueblo Indígena Mapuche.

Artículo 3.- Funciones y atribuciones. Para el cumplimiento de su misión, los Consejos tendrán las siguientes atribuciones y funciones:

1. Formular propuestas, observaciones y recomendaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, a los órganos de la Administración del Estado que estimen conveniente, relativas a la elaboración, implementación, ejecución y evaluación de planes y programas sectoriales e intersectoriales destinados a promover el desarrollo económico, social, cultural, territorial y sustentable de los pueblos indígenas; el fortalecimiento de sus derechos colectivos, de su identidad, cultura, lenguas, salud, educación, instituciones y tradiciones; la preservación de los recursos naturales, su patrimonio arqueológico, histórico, cultural, de conocimientos tradicionales y del desarrollo indígena en las áreas urbana y rural, en general.

2. Colaborar con el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas en las propuestas de dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas.

3. Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, sobre el desarrollo de los procesos de consulta relacionados con el respectivo pueblo indígena. Asimismo, cada Consejo de Pueblo Indígena podrá emitir opinión y pronunciarse sobre la existencia o no de la susceptibilidad de afectación directa de las medidas administrativas y legislativas que se prevean ejecutar, relacionadas con el respectivo pueblo indígena, de conformidad con el Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

4. Emitir informes acerca de la implementación del Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, y demás tratados y convenios internacionales suscritos por Chile en lo relativo a los pueblos indígenas, dentro del ámbito de sus competencias.

5. Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones al Ministerio del Medio Ambiente, en relación con los procesos de consulta indígena que se desarrollen en el marco de las evaluaciones de los estudios de impacto ambiental.

6. Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones a los ministerios en materia de derechos colectivos de los pueblos indígenas y su interculturalidad, desde su propia perspectiva, respecto de todas las materias que sean relevantes para el desarrollo, libre determinación y buen vivir de los pueblos indígenas y sus miembros.


7. Emitir opinión y proporcionar información en materia de costumbre indígena y derecho consuetudinario propio, a solicitud de cualquier organismo del Estado.

8. Emitir opinión y formular recomendaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, sobre la conservación, protección, promoción, valorización y difusión del patrimonio cultural material e inmaterial de los pueblos indígenas, e impulsar medidas que contribuyan a la implementación de la letra j) del artículo 8 del Convenio sobre la Diversidad Biológica, de la Organización de las Naciones Unidas, así como de otros tratados internacionales sobre la materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

9. Colaborar, dentro del ámbito de su competencia, con la mantención del Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas, e informar respecto de cualquier materia que el Servicio Nacional de Pueblos Indígenas le requiera relacionada con el Registro de Comunidades y Asociaciones Indígenas.

10. Adoptar decisiones sobre su propia orgánica con carácter resolutivo, facultativo y vinculante.

11. Diseñar los planes operativos anuales del respectivo Consejo, y elaborar y publicar en el mes de junio de cada año un informe de gestión y desarrollo de sus funciones.

12. Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos o privados, nacionales o internacionales, para el cumplimiento de sus fines.

13. Desempeñar las demás funciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De su Composición

Artículo 4.- Composición de los Consejos de Pueblos Indígenas. Cada Consejo de Pueblo Indígena tendrá el siguiente número de representantes:

1. El Consejo del Pueblo Indígena Aymara, nueve miembros.

2. El Consejo del Pueblo Indígena Quechua, tres miembros.

3. El Consejo del Pueblo Indígena Atacameño o Likan Antay, cinco miembros.

4. El Consejo del Pueblo Indígena Diaguita, cinco miembros.

5. El Consejo del Pueblo Indígena Colla, tres miembros.

6. El Consejo del Pueblo Indígena Rapa Nui, tres miembros.

7. El Consejo del Pueblo Indígena Kawésqar, tres miembros.

8. El Consejo del Pueblo Indígena Yagán, tres miembros.

9. El Consejo del Pueblo Indígena Mapuche, treinta y cinco miembros.

Artículo 5.- Reglamentos internos. Los Consejos se regirán por la presente ley y por uno o más reglamentos internos, los que deberán respetar la Constitución Política de la República, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, y la demás normativa aplicable.

Los reglamentos internos serán generados por cada pueblo indígena para su Consejo, considerando las reglas de su derecho consuetudinario propio, sus valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, fuentes prácticas y sus procedimientos propios y culturalmente pertinentes.

En los reglamentos se deberán señalar, entre otras materias, el domicilio del respectivo Consejo de Pueblo Indígena, su forma de organización interna, los procedimientos para la determinación y remoción de consejeros y para la adopción de acuerdos, las inhabilidades e incompatibilidades de los consejeros, el procedimiento de impugnación en sede indígena y el procedimiento para la determinación del participante en el Consejo Nacional Indígena a que se refiere el título II.

Cualquier modificación efectuada a los reglamentos internos deberá ser depositada en el Ministerio de Pueblos Indígenas o en la Secretaría Regional Ministerial de Pueblos Indígenas correspondiente al domicilio del respectivo Consejo, en el plazo de treinta días hábiles contado desde su aprobación.

Artículo 6.- Determinación de los consejeros. Los miembros de cada Consejo de Pueblo Indígena serán determinados de conformidad con los procedimientos establecidos en los respectivos reglamentos internos a que se refiere el artículo precedente, considerando, en su caso, la opinión de las respectivas autoridades tradicionales indígenas y sus propios procedimientos de convocatoria y toma de decisiones.

Asimismo, para estos efectos, los Consejos podrán solicitar al Ministerio de Pueblos Indígenas y al Servicio Nacional de Pueblos Indígenas toda la información necesaria, incluida aquella contenida en el Registro Especial de Calidad Indígena a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. Esta información deberá ser usada respetando lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

Artículo 7.- Requisitos mínimos. Para ser miembro de uno de los Consejos se requerirá tener, a lo menos, 18 años de edad, acreditar la calidad de indígena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la ley N° 19.253 y cumplir con lo dispuesto en el estatuto de la corporación y en el reglamento interno respectivo.

Artículo 8.- Impugnación en sede indígena. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9, cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena podrá impugnar los procesos de determinación de consejeros, así como los procesos realizados para la generación o modificación de los reglamentos internos, conforme a lo dispuesto en su reglamentación.

El plazo para impugnar será de quince días hábiles, contado desde la fecha de la determinación de consejeros o de la generación o modificación de los reglamentos internos. La impugnación deberá ser resuelta en el plazo de treinta días hábiles, contado desde su interposición.

Si el interesado deduce impugnación en sede judicial, la sede indígena deberá inhibirse de conocer cualquier reclamación que éste formule sobre la misma pretensión.

Artículo 9.- Impugnación en sede judicial. Cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena podrá impugnar los procesos de determinación de consejeros, así como los procesos realizados para la generación o modificación de los reglamentos internos, mediante presentación ante la Corte de Apelaciones del domicilio del Consejo de Pueblo Indígena respectivo. Serán aplicables las normas establecidas para la tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales, en lo que resulten pertinentes.

El plazo para impugnar será de treinta días hábiles, contado desde la fecha de la determinación o la generación o modificación de los reglamentos internos. 

La Corte de Apelaciones podrá abrir un término de prueba, si lo estima necesario, que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil. 
Para estos efectos, la Corte de Apelaciones apreciará la prueba rendida de acuerdo con las reglas de la sana crítica, y considerará la costumbre indígena en los términos establecidos en la ley Nº 19.253 y en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Interpuesta una impugnación en sede indígena, no podrá el mismo reclamante deducir igual pretensión ante los tribunales de justicia, mientras aquélla no haya sido resuelta. Planteada la impugnación en sede indígena se suspenderá el plazo para ejercer la acción ante la Corte de Apelaciones respectiva. Éste volverá a contarse desde la fecha en que se notifique el acto que la resuelve o, en su caso, desde que la reclamación se entienda desestimada por el transcurso del plazo.

Artículo 10.- Vacancia del cargo. Las vacancias que se produzcan en el Consejo respectivo deberán ser provistas en el plazo máximo de un mes, de conformidad con lo establecido en los respectivos reglamentos internos.

Artículo 11.- Duración en el cargo. Los consejeros durarán cuatro años en el cargo, contados desde su determinación. Los respectivos reglamentos internos podrán establecer los procedimientos de renovación.
Párrafo 3

De su Funcionamiento

Artículo 12.- Sesiones. Los Consejos sesionarán mensualmente en sesiones ordinarias. Podrán celebrar sesiones extraordinarias cuando lo solicite un tercio o más de los miembros en ejercicio, en el caso de Consejos de más de tres miembros, y cuando lo soliciten dos tercios o más de los miembros en ejercicio, en el caso de Consejos de tres miembros. Los Consejos podrán celebrar como máximo una sesión por día, sea ésta ordinaria o extraordinaria; pero no podrán convocar a más de tres sesiones extraordinarias en un año calendario.

Las sesiones podrán extenderse hasta por tres días y en ellas podrán tratarse todas aquellas materias que sean de su competencia.

Las sesiones ordinarias y extraordinarias serán públicas y su convocatoria se hará en la forma que determinen los reglamentos internos respectivos.

Artículo 13.- Dieta. Los consejeros tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a 10 unidades tributarias mensuales por cada sesión ordinaria a la que asistan, con un tope mensual máximo de 30 unidades tributarias mensuales.

Cuando los consejeros deban trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a las sesiones del respectivo Consejo, éste les financiará los gastos de traslados, alojamiento, alimentación y seguro de accidentes personales, cuando corresponda.

TÍTULO II

DEL CONSEJO NACIONAL DE PUEBLOS INDÍGENAS

Párrafo 1°

De su Naturaleza y Funciones

Artículo 14.- Consejo Nacional de Pueblos Indígenas. Créase el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas (en adelante también el “Consejo Nacional”), que se constituirá como corporación de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propios, de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

Al Consejo Nacional le corresponderá la representación de los intereses y necesidades de los pueblos indígenas en su conjunto y la promoción y defensa de sus derechos humanos, especialmente ante los órganos del Estado, constituyéndose en una instancia de participación en todos los ámbitos de la política pública. Contará sobre su orgánica con atribuciones resolutivas, facultativas y vinculantes.

El estatuto de la corporación establecerá, a lo menos, quién ejercerá la dirección y administración superior del Consejo Nacional.

Artículo 15.- Funciones y atribuciones. Para el cumplimiento de su misión, el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

1. Promover las medidas destinadas a favorecer la promoción, respeto y protección de los derechos humanos de los Pueblos Indígenas en Chile, así como emitir opinión y formular recomendaciones sobre ellas ante los órganos del Estado.

2. Colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en la implementación, seguimiento y evaluación de resultados del Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, y demás tratados y convenios internacionales de derechos humanos, suscritos por Chile y que se encuentre vigentes, relativos a materias indígenas.

3. Colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en el estudio, diseño, implementación y evaluación de la Política Nacional Indígena.
4. Colaborar con el Ministerio de Pueblos Indígenas en la promoción e impulso de las políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas.

5. Adoptar acuerdos y emitir su opinión ante los organismos públicos nacionales e internacionales sobre la situación nacional de los derechos de los pueblos indígenas, y hacer recomendaciones para su debido resguardo y respeto a los distintos órganos del Estado.

6. Proponer al Ministro de Pueblos Indígenas, con la colaboración de los Consejos de Pueblos Indígenas, la dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas y sus miembros, considerando lo preceptuado en el Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

7. Proponer al Ministro de Pueblos Indígenas modelos de administración de las Áreas de Desarrollo Indígena y, asimismo, proponer el establecimiento de nuevas áreas, emitir opinión sobre las propuestas de nuevas áreas y evaluar su funcionamiento, para lo cual podrá formular observaciones y recomendaciones.

8. Emitir opinión y formular recomendaciones y observaciones, a través del Ministerio de Pueblos Indígenas, sobre el desarrollo de los procesos de consulta relacionados con los pueblos indígenas, en su conjunto. Asimismo, podrá emitir opinión y pronunciarse sobre la existencia o no de susceptibilidad de afectación directa de las medidas administrativas y legislativas que se prevean ejecutar, de conformidad con el Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.

9. Designar a quienes concurrirán en su representación a los foros internacionales sobre temas indígenas, cuando corresponda y de conformidad con lo establecido en su reglamento.

10. Absolver las consultas que los organismos del Estado le formulen en materia de derechos de los pueblos indígenas.

11. Aprobar los reglamentos internos que regulen su funcionamiento.

12. Diseñar planes operativos anuales y elaborar y publicar, en el mes de junio de cada año, un informe de gestión y desarrollo de sus funciones.

13. Promover la adhesión o ratificación de tratados o convenios internacionales relativos a los pueblos indígenas.

14. Asesorar y apoyar en materias indígenas a cualquier autoridad del Estado que lo requiera, incluso a los gobiernos regionales, municipios y concejos municipales, en conformidad a lo establecido en su reglamentación interna.

15. Desempeñar las demás funciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De su Composición

Artículo 16.- Composición. El Consejo Nacional estará compuesto por quince consejeros pertenecientes a cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas a que se refiere el título I, de acuerdo con la siguiente distribución:

1. Dos consejeros del Consejo del Pueblo Indígena Aymara.

2. Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Quechua.

3. Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Atacameño o Likan Antay.

4. Dos consejeros del Consejo del Pueblo Indígena Diaguita.

5. Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Colla.

6. Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Rapa Nui.

7. Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Kawésqar.

8. Un consejero del Consejo del Pueblo Indígena Yagán.

9. Cinco consejeros del Consejo del Pueblo Indígena Mapuche.

Artículo 17.- Consejeros Nacionales. Los Consejos de Pueblos Indígenas deberán determinar a sus respectivos miembros participantes en el Consejo Nacional Indígena de conformidad con lo establecido en su reglamentación interna.

La impugnación de los procesos de determinación de consejeros se regirá por lo dispuesto en los artículos 8 y 9, en lo que resulte aplicable.

Párrafo 3°

De su Funcionamiento

Artículo 18.- Domicilio. El Consejo Nacional tendrá su domicilio en la ciudad de Santiago. No obstante, podrá disponer la celebración de sesiones ordinarias fuera de esta ciudad.

Artículo 19.- Sesiones. Las sesiones ordinarias del Consejo Nacional se celebrarán tres veces al año, en la primera semana de los meses de abril, agosto y diciembre. 

Cada sesión ordinaria podrá extenderse por un período de hasta tres días y en ellas podrán tratarse todas aquellas materias que sean de competencia del Consejo Nacional. El período podrá ampliarse hasta por dos días adicionales consecutivos, por acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio, la que en todo caso deberá incluir a consejeros pertenecientes, a lo menos, a tres pueblos indígenas.

Las sesiones extraordinarias tendrán lugar sólo cuando lo solicite un tercio o más de los miembros en ejercicio, y entre los solicitantes haya consejeros pertenecientes, a lo menos, a tres pueblos indígenas. Con todo, no podrá citarse a más de tres sesiones extraordinarias en un año calendario.

Las sesiones extraordinarias podrán extenderse por un período máximo de tres días y en ellas sólo podrán abordarse las materias previstas en la convocatoria.

Las sesiones ordinarias y extraordinarias serán públicas y su convocatoria se efectuará en la forma que determine el reglamento interno.

Artículo 20.- Reglamento Interno. El Consejo Nacional determinará en un reglamento interno las normas necesarias para su adecuado funcionamiento, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, en lo que resulte aplicable.
La impugnación de los procesos realizados para la generación o modificación del reglamento interno se regirá por lo dispuesto en los artículos 8 y 9, en lo que resulte aplicable.

Artículo 21.- Traslados y otros gastos. El Consejo Nacional financiará a sus miembros, cuando corresponda, los gastos de traslado, alojamiento, alimentación y seguro de accidentes personales para asistir a sus sesiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Para efectos de determinar la primera conformación de cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas a que se refiere el Título I de la presente ley, el Subsecretario de Pueblos Indígenas deberá convocar dentro de noventa días, contados desde la entrada en vigencia de esta ley, a todas las organizaciones representativas de los pueblos indígenas, en especial a las constituidas de conformidad con la ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. 

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, cada pueblo indígena deberá proceder a la elaboración y aprobación del primer reglamento interno, dentro del plazo de un año contado desde la convocatoria señalada en el inciso anterior, con el apoyo administrativo y técnico necesario del Ministerio de Pueblos Indígenas.

Artículo segundo.- El primer reglamento interno de cada uno de los Consejos de Pueblos Indígenas deberá ser depositado en el Ministerio de Pueblos Indígenas o en las secretarias regionales ministeriales respectivas, en el plazo de treinta días hábiles, contado desde su aprobación.

Artículo tercero.- La primera sesión de cada Consejo de Pueblo Indígena deberá realizarse dentro de los tres meses siguientes al depósito de su primer reglamento interno.

El Ministerio de Pueblos Indígenas deberá supervisar y velar por la correcta realización de la primera sesión de los Consejos, entregando a cada pueblo indígena el apoyo administrativo y técnico necesario.

Artículo cuarto.- La presente ley entrará en vigencia en la misma fecha en que inicie sus funciones el Ministerio de Pueblos Indígenas, o a contar de la fecha de publicación de la presente ley, en el caso de que esta última sea publicada con posterioridad a la ley del Ministerio de Pueblos Indígenas.
Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a las partidas presupuestarias de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de la Subsecretaría de Servicios Sociales y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 2, 9 y 21 de agosto y 16 de octubre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn, y señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero, Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín (Jorge Pizarro).

Sala de la Comisión, a 3 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE ISRAEL SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA ADUANERA”

(10.207-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 19 de mayo de 2015, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de julio de 2017, donde se dispuso su estudio por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda.




En las reuniones de la Comisión participó, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro García Huidobro.





A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados: del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Ministro (s) señor Edgardo Riveros; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director de Medio Oriente y África, señor Hernán Mena, y el Tercer Secretario de la misma Dirección, señor Cristián Davis.




Asimismo, concurrieron de la Dirección Nacional de Aduanas: el Director Nacional, señor Claudio Sepúlveda; el Subdirector de Fiscalización, señor Javier Uribe; el Subdirector Jurídico, señor Pablo Ibáñez, y el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales, señor Fabián Villarroel.





También, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, el Jefe de Asuntos Internacionales, señor Juan Araya; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señora Constanza González. Además, la Jefa de Gabinete del Senador Jorge Pizarro, señora Karen Herrera; el asesor del Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé, y la periodista del Comité de Renovación Nacional, señora Andrea González.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:




a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".




b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Ejecutivo señala que el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua en Materia Aduanera, fue suscrito en la ciudad de Valparaíso, Chile, el 20 de enero de 2014.




Agrega que ambos países reconocen la necesidad de la cooperación internacional en la aplicación y cumplimiento de las legislaciones aduaneras, como también que las medidas contra las infracciones aduaneras pueden ser más efectivas a través de una estrecha colaboración entre las autoridades aduaneras de los Estados.




En ese contexto, señala el Ejecutivo, el presente Acuerdo considera que las infracciones a la legislación aduanera perjudican los intereses económicos, fiscales, sociales, culturales, comerciales y de salud pública de ambas Partes. Igualmente, considera que, particularmente, el tráfico transfronterizo ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, productos peligrosos, especies en riesgo de extinción y desechos tóxicos constituyen un peligro para la salud pública, el medio ambiente y, finalmente, para la sociedad.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 23 de julio de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda.




La Comisión de Relaciones Exteriores estudió la materia en sesión efectuada el día 22 de marzo de 2016 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe. Por su parte, la Comisión de Hacienda trató el asunto en reuniones efectuadas los días 14 de diciembre de 2016 y 12 y 18 de abril 2017 y aprobó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, la iniciativa en estudio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 6 de julio de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 48 votos a favor, 18 en contra y 13 abstenciones.





4. Instrumento Internacional.- El Memorándum consta de un Preámbulo y doce artículos, que se reseñan a continuación.




En el Preámbulo las Partes manifiestan los propósitos que las animaron a suscribir este instrumento.




El artículo 1 define una serie de términos en él utilizados. Entre ellos, destacan “autoridad aduanera”, siendo, en el caso de Chile, el Servicio Nacional de Aduanas; “legislación aduanera", que comprende toda disposición legal y administrativa aplicable o exigible por las autoridades aduaneras de las Partes, en relación con la importación, exportación, transbordo, tránsito, almacenamiento y circulación de mercancías, incluidas las disposiciones legales y administrativas relativas a medidas de prohibición, restricción y control; e “infracción aduanera”, por la que se entiende toda violación o intento de violación de la legislación aduanera de las Partes.




A su vez, el artículo 2 señala que, por medio de sus autoridades aduaneras, Chile e Israel se brindarán asistencia administrativa mutua para la correcta aplicación de la legislación aduanera, y para la prevención, investigación, procesamiento y combate de las infracciones aduaneras.




Agrega que la señalada asistencia administrativa se proveerá entre las Partes de acuerdo a las condiciones establecidas en el Acuerdo. Además, indica que será brindada a solicitud o por iniciativa de la respectiva autoridad aduanera, conforme a la legislación interna de la Parte requerida. Lo anterior, sin perjuicio de las normas que rigen la asistencia mutua en materia penal.




El artículo 3 establece que, conforme a su legislación interna, previa solicitud, la autoridad requerida proporcionará a la autoridad requirente información relativa si las mercancías importadas y exportadas entre ambos territorios han cumplido con la legislación aplicable.




Asimismo, también a previa solicitud, la autoridad requerida brindará a la autoridad requirente información concerniente al origen de las mercancías y a las prácticas que puedan constituir, o parecer constituir, infracciones aduaneras en el territorio de la otra Parte. Inclusive, podrá brindar información sin demora y por iniciativa propia en los casos en que la economía, la salud pública, la seguridad pública o cualquier otro interés vital de una de las Partes se vean gravemente perjudicados.




Por su parte, el artículo 4 dispone que las Partes deberán, previa solicitud o por iniciativa propia, proporcionarse información relativa a diversas materias, tales como: medidas coercitivas que podrían ser útiles para evitar la comisión de infracciones, nuevos métodos utilizados para cometer infracciones, observaciones y hallazgos que sean resultado de la aplicación exitosa de nuevas técnicas y medios auxiliares en materia de aplicación de sanciones, y técnicas y métodos perfeccionados para el control de pasajeros y carga.




Del mismo modo, las Partes procurarán, mediante sus autoridades aduaneras, cooperar en establecer, desarrollar o mejorar programas específicos de capacitación para su personal, establecer y mantener canales de comunicación, y facilitar una coordinación efectiva, entre otros.




El artículo 5 norma que, previa solicitud especial, la autoridad requerida deberá suministrar a la autoridad requirente las copias de los archivos, documentos y otros materiales solicitados. No se suministrarán documentos originales.




En ese mismo sentido, la autoridad aduanera requerida deberá, conforme a su legislación interna, autorizar a sus funcionarios, si estos así lo consienten, a comparecer como testigos en procesos administrativos o judiciales en el territorio de la Parte requirente, y a presentar los documentos que puedan considerarse esenciales para dichos procesos.




Luego, el artículo 6 señala que las solicitudes de asistencia se deberán enviar directamente a la autoridad aduanera de la otra Parte, por escrito, y deberán contener los antecedentes señalados en el Acuerdo, dentro de los que destacan el objetivo y motivo de la solicitud y los datos relacionado con las personas involucradas en el proceso. Añade que, sin embargo, si las circunstancias así lo requirieren, podrán realizarse solicitudes verbales o por medios electrónicos, aún cuando las solicitudes verbales deban ser confirmadas por escrito a la brevedad.




El artículo 7 establece que requerida, la correspondiente autoridad aduanera deberá adoptar todas las medidas que resulten razonables para cumplir con la solicitud dentro de un período prudente de tiempo. Añade que eso incluye, en caso de no ser la autoridad competente, iniciar las indagaciones que le permitan recabar la información solicitada, conforme a las disposiciones legales y administrativas nacionales aplicables.




Igualmente, previa solicitud, la autoridad requerida podrá permitir que los funcionarios de la autoridad requirente estén presentes en el territorio de la Parte requerida cuando sus funcionarios investiguen infracciones que la afecten, e incluso permitir su presencia en las investigaciones, en las condiciones dispuestas en el Acuerdo.




A continuación, el artículo 8 dispone que la información recibida por una de las Partes en el marco de la aplicación del Acuerdo deberá ser utilizada exclusivamente para los fines previstos en este, a menos que la autoridad requerida autorice, por escrito, otro uso.




Asimismo, indica que la información que se proporcione será confidencial, gozando del mismo nivel de protección otorgada a información similar conforme a la legislación interna de la Parte requirente.




Sin perjuicio de lo anterior, la información podrá ser utilizada en investigaciones y procesos judiciales y administrativos, y proporcionarse a otras autoridades de la Parte requirente que estén directamente involucradas en el combate del tráfico ilícito de drogas.




El artículo 9 expresa que la asistencia podrá ser rechazada o condicionada al cumplimiento de ciertas exigencias cuando perjudicare o infringiere la soberanía, la seguridad nacional, el orden público o cualquier otro interés nacional importante y de relevancia para cualquiera de las Partes; o violare el secreto comercial, industrial o profesional.




Además, la asistencia podrá ser postergada por la autoridad correspondiente, cuando pudiere obstaculizar una investigación, procesamiento o proceso en curso.




Luego, el artículo 10 norma que las autoridades aduaneras deberán renunciar a cualquier reembolso de costos en que incurrieren en la aplicación del Acuerdo, a excepción de los gastos y asignaciones que se paguen a peritos expertos, así como a los honorarios de intérpretes cuando estos no sean funcionarios de Gobierno. Añade que dichos gastos deberán ser solventados por la autoridad requirente.




El artículo 11 señala que compete a las autoridades aduaneras la ejecución del Acuerdo, pudiendo estas decidir respecto de la celebración de acuerdos detallados adicionales a este, para facilitar su ejecución.




Agrega que las autoridades aduaneras deberán esforzarse por resolver directamente cualquier problema o duda que surja de la interpretación o aplicación del Acuerdo, utilizando la instancia diplomática en los casos en que no se encuentre solución a la cuestión planteada.




Por último, el artículo 12 dispone que el Acuerdo comenzará a regir el primer día del segundo mes después de la fecha en que las Partes se hayan notificado por escrito y por la vía diplomática del cumplimiento de las exigencias constitucionales o legales para su entrada en vigor, y tendrá duración indefinida.




Agrega que, no obstante, cualquiera de las Partes podrá ponerle término en cualquier momento, mediante una notificación a la otra por la vía diplomática.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto.





El Ministro (s), señor Edgardo Riveros, señaló que el acuerdo fue suscrito el 20 de enero de 2014. Añadió que el objetivo de este acuerdo, que tiene un carácter eminentemente técnico, es que las autoridades aduaneras se brinden mutuamente asistencia administrativa para efectos de intercambiar información que permita prevenir, investigar y combatir las infracciones aduaneras en ambas partes, incluyendo capacitaciones y pasantías que permitirán el intercambio de experiencias, asesoramiento, e incluso, transferencia técnica. Especificó que este tipo de acuerdos consideran disposiciones que permiten el intercambio de información.




Manifestó que el Servicio Nacional de Aduanas cuenta con un número considerable de instrumentos jurídicos internacionales para el intercambio de información aduanera: con el Mercosur, Unión Europea, Ecuador, Bolivia, Perú, Corea, Países Bajos, Polonia, Rusia, Colombia, China, México, Estados Unidos y Turquía. Precisó que, además, actualmente existen tres acuerdos en fase de negociación: India, Emiratos Árabes y Sudáfrica.





Destacó que el Convenio es importante para Chile porque amplía la red de acuerdos de cooperación aduanera, los cuales permiten combatir los métodos y medios de evasión de derechos de aduanas o la comisión de otro tipo de delitos, como por ejemplo, la subvaloración, la falsificación de mercancía, la piratería, y el lavado de dineros. Indicó que contar con una información anticipada y medios de prueba oportunos y exactos en los procedimientos tributarios y criminales que puedan tener lugar, es de particular significado e importancia.





Luego, explicó que la Organización Mundial de Aduanas (OMA), ha dictado diversas recomendaciones con el objetivo de asegurar un intercambio fluido de información entre las aduanas, a través del marco sobre seguridad y facilitación del Comercio Mundial y el Acuerdo sobre Facilitación de Comercio de la Organización Mundial de Comercio, que considera, en su artículo 12, la cooperación aduanera como un tema central. En ese contexto, resaltó que es importante considerar que este acuerdo bilateral se da en ese marco multilateral.





Informó que el proyecto en estudio considera las circunstancias y las infracciones a la legislación aduanera que perjudican los intereses económicos, fiscales, sociales, culturales, de salud pública y comerciales de ambas partes, y que el tráfico transfronterizo ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, productos peligrosos, especies en riesgo de extinción y desechos tóxicos, constituyen un peligro para la salud pública, el medio ambiente y la sociedad.





Destacó que, además, se enmarca dentro del concepto general de cooperación internacional, y la aplicación y cumplimiento de legislaciones aduaneras. Reseñó que el acuerdo considera doce artículos y que es de duración indefinida, pero cualquiera de las partes puede ponerle término, mediante notificación por la vía diplomático.





A continuación, reafirmó el carácter eminentemente técnico del Acuerdo, como muchos otros que el Estado de Chile ha puesto en vigor. Explicó que en el proceso de negociación del mismo se dejaron fuera las referencias territoriales, por cuanto es un tema especialmente sensible respecto a zonas específicas, sobre todo, con las que dicen relación con los sucesos del año 1967.





Enseguida, el Honorable Senador Chahuán solicitó dejar constancia que durante la tramitación de este proyecto el Ministro subrogante manifestó que ha pretendido dejar fuera justamente todas las referencias que dicen relación con el territorio de la Palestina ocupada, particularmente, desde el punto de vista de los límites de dicho Estado, y particularmente después del año 1967.




Posteriormente, el Director Nacional de Aduanas, señor Claudio Sepúlveda, remarcó que, a la fecha, el Servicio de Aduanas ha suscrito alrededor de quince acuerdos de cooperación con los distintos países con los cuales comercia. En ese sentido, indicó que la lista a la cual se refería el Canciller subrogante corresponde efectivamente a la realidad de los hechos y a lo que hoy en día se está negociando.




Destacó que estos acuerdos son eminentemente técnicos. Enfatizó que se busca el intercambio de información a objeto de evitar ilícitos, situaciones de contrabando, de orden irregular, situaciones que de alguna u otra manera afecten a nuestro comercio exterior, en especial, temas de clasificación, temas técnicos, de valoración, y de origen.




Manifestó que este Acuerdo, al igual que los ,últimos que han suscrito, pone especial énfasis en el control y en la fiscalización, por cuanto todo lo que incide con la falsificación, la piratería, y el lavado de dinero, se ha vuelto cada vez más sofisticado. Agregó que, por tanto, lo que buscan es una acertada determinación de los derechos aduaneros, de los impuestos en general, no solamente de los impuestos que afectan a la importación, sino también a lo que son los derechos internos, como el caso del I.V.A., cuya base está en la valoración aduanera que el Servicio realiza.




Explicó que la detección de ilícitos requiere de una estrecha colaboración internacional, por ejemplo, con Bolivia, para combatir el contrabando en el Norte del país, por Colchane o Chungará. Reiteró que pretenden contar con información fidedigna y anticipada, que les permita adelantarse a las situaciones irregulares.




Por último, expresó que este Acuerdo está al amparo de las recomendaciones de la Organización Mundial de Aduanas y también del Acuerdo de Facilitación de Comercio, recientemente aprobado por la Organización Mundial de Comercio, cuyo artículo 12 invita a todos los países a ponerse de acuerdo para intercambiar información, colaborar recíprocamente, además de prestarse capacitación y pasantía.




A su vez, el Honorable Senador señor Tuma señaló que, como ex miembro y ex Presidente de la Comisión, abogó porque la mayor parte de los países pudiesen tener un entendimiento comercial con Chile, en atención a la gran apertura al comercio internacional que tiene nuestro país. Por ello, expresó que promovió de manera exitosa, tanto con los gobiernos de la Concertación, como del gobierno del ex Presidente Piñera, políticas que decían relación con convenios internacionales en materia de inserción comercial y de materias aduaneras. Precisó que son numerosos los convenios que nuestro país ha suscrito en esas materias y que no tiene inconvenientes en que se sigan realizando.





Acotó que su reparo frente a este Convenio es político, pues se realiza con un Estado que permanente viola las normas del derecho internacional, por ejemplo, no dando cumplimiento a las resoluciones de las Naciones Unidas. Indicó que es un Estado que no obedece a ningún entendimiento de buena convivencia internacional y tampoco da un buen trato a las poblaciones que está subyugando desde el año 1967, a raíz de la ocupación de un territorio que no le pertenece.





Además, expresó que ciudadanos chilenos han sido impedidos de ingresar a Israel, razón por la cual no pueden regresar hasta en cinco años más, vulnerando los derechos de esos connacionales, pero también los de los palestinos.





Manifestó que otro signo de perturbación es el muro de 721 kilómetros que ha construido Israel. Al respecto, señaló que el Papa ha dicho que el mundo no quiere más muros, sino unidad. Agregó que la política internacional de nuestro país ha repudiado también dichos muros. Indicó que Chile se ha abierto a una red de relaciones internacionales como nunca en el mundo, sin embargo, se ha tolerado la violación y ocupación por parte de Israel de territorios que no les pertenecen. Afirmó que no se sabe cuáles son los límites del Estado de Israel.





Recordó lo expresado por el Ministro (s), señor Riveros, en el sentido que el Convenio omite los temas relacionados con el territorio, porque no se saben los límites. En su opinión, se estaría reconociendo que se está haciendo un tratado con un Estado respecto del cual no se saben sus fronteras, lo cual es un caso único en el mundo.





Señaló que en la ciudad de Hebrón, donde viven 800 mil palestinos, hay entre 600 y 800 colonos judíos, los cuales cuentan con un ejército completo para protegerlos y darles exclusividad en el uso de determinadas calles, pasajes y carreteras. Reiteró que existe una situación de ocupación de territorios por más de cincuenta años, la cual no ha podido ser resuelta por las Naciones Unidas para dar cumplimiento a las normas internacionales. Por ello, planteó que la aprobación de este convenio da legitimidad a dicha ocupación.




Luego, informó que miles de ciudadanos palestinos han sido tomados prisioneros sin tener ningún proceso, sin que haya un tribunal que los juzgue. Recordó que, en la actualidad, hay siete mil personas detenidas en las cárceles de Israel, entre ellas trece parlamentarios de la Asamblea Nacional Palestina, sin causa y sin juicio. Por ello, reclamó que se discuta este Convenio internacional.





Planteó que si no se ha logrado a través de las resoluciones de las Naciones Unidas que se restituyan los territorios, y que el Estado Palestino pueda constituirse, al menos deben darse señales de que no Chile no está disponible para hacer tratados con países que violan los derechos humanos, por ejemplo, la de los niños palestinos.





Por lo anterior, solicitó que el Congreso Nacional no apruebe este Convenio y que el Gobierno de Chile también dé una señal internacional al mundo, respecto de que no puede un país seguir violentando los derechos humanos sin que nadie diga nada.




A continuación, el Honorable Senador señor Chahuán, manifestó que le llama la atención que este acuerdo aduanero tenga suma urgencia. Al respecto, preguntó cuáles son las razones por las que el Ejecutivo plantea que un acuerdo de esta envergadura pueda tener esa urgencia legislativa.




Expresó que solicitó que se dejara constancia de las palabras del Ministro subrogante para los efectos de poder entender, entre otros, lo relativo a instancias especiales de asistencia y normas de origen de las mercancías exportadas e importadas. Al respecto, consultó cómo se van a acreditar las normas de origen de los productos exportados por Israel, pues es sabido que dicho Estado no respeta las normas de origen de productos que son producidos en territorios que están bajo ocupación militar, ya que el Estado de Israel no reconoce el principio de la autodeterminación de los pueblos, y que hoy puedan estar gobernados por la Autoridad Nacional Palestina.




En este contexto, señaló que le parece altamente complejo que exista una posibilidad de certificar que un producto venga o no de un territorio, el cual no está definido internacionalmente. Por ello, planteó que Chile haga una reserva, en términos de que entiende que los territorios son los que existían hasta el año 1967.





Agregó que nuestro país fue uno de los primeros en reconocer al Estado Palestino, durante el gobierno del ex Presidente Sebastián Piñera. Advirtió, por el contrario, que en la actual administración de la Nueva Mayoría se está celebrando un acuerdo de unión aduanera, al cual además se le coloca urgencia legislativa en medio de la conmemoración de los cincuenta años de la ocupación, donde ninguna autoridad de Estado de Chile, del Gobierno de la República, del Ministerio de Relaciones Exteriores concurrió a la conmemoración de la misma, salvo el delegado de Oriente Medio que estuvo presente.





Por lo anterior, sugirió que el Gobierno haga una reserva respecto de este tratado de unión aduanera, en relación al artículo 3 que habla sobre las instancias especiales de asistencia, donde se certifica la norma de origen, y aquí, que quede claramente establecido cuál es la posición del Estado de Chile, respecto de la vulneración de los derechos humanos en Palestina y en definitiva proceder y aclarar, a través de una norma interpretativa o de reserva, la necesidad de establecer sobre qué territorio van a operar esas instancias especiales de asistencia.




Finalmente, expresó que cree en la coexistencia pacífica de dos Estados con frontera segura, velando por el derecho a la paz y la seguridad de los ciudadanos israelíes en fronteras seguras, como también en el principio de autodeterminación de los pueblos y el derecho al retorno del pueblo palestino. Por ello, planteó que exista una norma interpretativa que dé garantías respecto de cuáles son esos límites y respecto de cuál es el origen de esas mercancías, en relación al acuerdo en estudio.





Luego, el Honorable Senador señor Letelier solicitó al Ejecutivo el retiro de la urgencia al proyecto, por cuanto no existe ninguna razón para debatir con apuro este Convenio.





Indicó que resulta evidente que este instrumento no posee un tremendo valor para el comercio entre Chile e Israel, pues ese no es su propósito, sino que es un acuerdo aduanero que tiene, por sobre todo, una connotación de carácter política.




Manifestó que probablemente Israel no figura entre los países con más relaciones comerciales con Chile. Añadió que, en su opinión, el proyecto tiene una connotación política y por eso el debate ha levantado las pasiones y las convicciones que se han escuchado.




Agregó que el Convenio se ha suscrito con un país que ha violado sistemáticamente el derecho internacional, situación que nos tiene que llamar la atención. Por lo mismo, indicó nuestro país ha respaldado los acuerdos de Naciones Unidas que reconocen que el Estado de Israel ha violado el derecho internacional en forma reiterada. Advirtió que eso no significa que no existan otros acuerdos aduaneros con países que también han violado el derecho internacional o países que han estado en conflicto o en guerra, pero el hecho de que en nuestro país exista una comunidad palestina muy numerosa genera un impacto en la política interna.




Planteó que no es un tema del gobierno de turno, sino que es algo político. Por ello, indicó que quiere saber cuál es la ventaja política de aprobar hoy este tipo de instrumento aduanero con un país con el cual las relaciones comerciales son casi nulas y que genera una tensión interna. Advirtió que hay productos que salen de los territorios ocupados, lo cual es una situación difícil de demostrar, sobretodo, cuando existe una ocupación de hecho.




Manifestó no ser partidario de votarlo, ya que quiere saber por qué se negocia esto ahora, por qué la urgencia, por qué no se hizo una negociación simultánea con Palestina, a fin de aprobar un tratado coincidente con la política de Chile, que es el reconocimiento a dos Estados con fronteras seguras, a fin de no involucrarnos como país en el conflicto.





Enseguida, el Honorable Senador señor Pizarro advirtió que no se está discutiendo el tratado propiamente tal, sino la situación del conflicto palestino-israelí. Al respecto, sugirió que si se va a hacer ese debate, que es distinto al del proyecto, se realice con el tiempo necesario para ver la situación en Medio Oriente, la situación en Palestina, en Israel, en Siria y en todos lados, y ver qué implicancias tiene en las relaciones exteriores de Chile.




Sobre el proyecto, expresó que es un acuerdo técnico, aduanero y administrativo, que facilita el intercambio comercial, que es una de las políticas que tiene nuestro país para relacionarse de la manera más eficaz y fluida con el mundo. Por lo tanto, manifestó que no viene al caso politizar un tratado de este tipo, frente a un tema que todos saben que existe, pero que es diferente.





Recordó que se han aprobado tratados con países donde claramente hay situaciones conflictivas, lo cual no implica aprobar esos regímenes o situaciones. Por ello, sugirió debatir el tratado en su mérito y sobre la base de lo que es la política permanente de Chile en estas materias.




Sobre los temas políticos de coyuntura sensibles, planteó debatirlos en la instancia que corresponda, en la Comisión o en la Sala del Senado, donde se invite a la Cancillería para que explique cuál es su política, no solo en Medio Oriente.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín advirtió que la urgencia vence el jueves y que, por tanto, mientras el Ejecutivo no manifieste su decisión de retirarla se debería votar el proyecto.




Respecto del tema de fondo, compartió la inquietud que produce que, a propósito de un tratado que en sí mismo no tiene ni presenta observaciones respecto de los temas que trata, se confundan y se mezclen las cosas con otros hechos de carácter internacional.




Sobre lo anterior, hizo presente que recientemente acompañó a S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, en su visita de Estado a China, ocasión en que se revisó el Tratado comercial. Añadió que si se analiza la situación interna en dicho país asiático, también existen inquietudes respecto a algunos temas de fondo, pero ello no impide realizar acuerdos que son instrumentales y que van en directo beneficio de nuestro país. Indicó que similar situación ocurre con Cuba, régimen que no comparte, pero con el cual existen relaciones diplomáticas. Precisó que una cosa es la opinión política sobre lo que está ocurriendo al interior de un país, y otra, la relación diplomática que debe existir, lo cual no significa avalar abusos. Agregó que son dos temas distintos que, a su juicio, se deben separar.




En relación a lo manifestado por los Honorables Senadores señores Tuma y Chahuán, manifestó su simpatía por la causa palestina, pues cree firmemente en la política de dos Estados que convivan con fronteras seguras, en paz y que puedan resolver su conflicto, para que palestinos e israelíes puedan vivir con la tranquilidad que se merecen. Agregó que espera que Chile siga siendo útil a esa causa, en esos términos, pero no quiere confundir ese debate con la discusión de este proyecto. Por tanto, manifestó ser partidario de debatir y despachar el proyecto si se mantiene la urgencia.




En cuanto al proyecto, solicitó al señor Ministro subrogante los antecedentes sobre los beneficios concretos que reporta este acuerdo. Al respecto, preguntó cuál es el impacto económico que tiene en nuestras relaciones comerciales.





El Ministro (s), señor Riveros, explicó que Cancillería no ha solicitado la urgencia. Añadió que no tienen problema en retirarla.




El Honorable Senador señor Letelier consultó si el Ejecutivo ha conversado con la autoridad Palestina un acuerdo de naturaleza similar.





En relación a lo anterior, el Canciller subrogante contestó que han conversado y mantenido reuniones sobre otras materias, pero no sobre la cuestión en debate.





En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Letelier expresó que el Ejecutivo no ha respondido formalmente las inquietudes planteadas en la sesión anterior.





Reiteró que este proyecto tiene una connotación política. Añadió que las compras chilenas más relevantes a Israel son pertrechos y bienes propios de la defensa nacional, además, ellos tampoco han sido muy proclives a adquirir productos chilenos. Indicó que no se ha informado a la Comisión por qué no se avanza en un acuerdo aduanero de similar naturaleza con la autoridad palestina, para tramitarlo simultáneamente, razón por la cual anunció que se abstendrá.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín solicitó al Ejecutivo que informe acerca de las inquietudes que se presentaron en la sesión anterior.




Respecto a lo anterior, el Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, señaló que el tema en debate no ha sido el mérito del acuerdo mismo.





Expresó que en la sesión anterior, el Subsecretario, señor Riveros, y los representantes del Servicio Nacional de Aduanas entregaron los distintos antecedentes sobre la materia.




Agregó que la posición internacional de la Cancillería en relación a la Autoridad Nacional Palestina es conocida. En efecto, afirmó que Chile reconoció al Estado Palestino hace algunos años atrás, incluso las relaciones son anteriores, ya que a la Organización para Liberación de Palestina (OLP) se le otorgó un estatus para funcionar en el país, el cual luego se hizo extensivo a la Autoridad Nacional Palestina. Recordó que esto proviene de los años 1993 y 1994, lo cual da cuenta de una relación de larga data con la autoridad y con el pueblo palestino.




Reafirmó que el Estado de Chile siempre ha apoyado las resoluciones de Naciones Unidas, especialmente, las del Consejo de Seguridad del año 1967, que consideran ilegal la ocupación de los territorios palestinos, además de tener una posición internacional bastante diáfana y clara en torno a ir a la constitución en esta área del mundo de dos Estados, con fronteras internacionales reconocidas y seguras. Reiteró que esa es la posición internacional del país, la cual se ha expresado en distintos comunicados públicos, de manera tal que, el hecho de suscribir un acuerdo con Israel, no significa alterar en nada nuestra política de Estado en esta materia.




Enseguida, el Tercer Secretario de la Dirección de Medio Oriente y África de la Cancillería, señor Cristián Davis, señaló que el Ministerio de Relaciones Exteriores considera que las relaciones entre Chile e Israel son normales, no obstante existir diferencias en ciertos ámbitos como los derechos humanos, el reconocimiento a Palestina, y dificultades para el ingreso a Israel y Palestina que presentan algunos chilenos. Señaló entender que son problemas que generan bastantes repercusiones en la comunidad palestina; sin embargo, considera que tiene que solucionarse cada tema en su ámbito respectivo.




En este sentido, manifestó que este Acuerdo no afecta el reconocimiento de Chile al Estado de Palestina, que se hizo el año 2011 y que reconoce la soberanía en los territorios palestinos ocupados. Añadió que, si bien no se expresó en esos términos al hacerse el reconocimiento, nuestro país ha apoyado en diferentes instancias, en Naciones Unidas y en la Conferencia de París, que tiene que llegarse a una solución pacífica con soberanía para los dos Estados, en base a las fronteras del año 1967.




Informó que existen varias resoluciones al respecto, siendo la Conferencia de París, en enero de este año, la última instancia internacional en que participó Chile, oportunidad en que se hace referencia a las resoluciones que mencionó el Director Jurídico, señor Troncoso, donde se establece que Israel tiene que retrotraerse a las fronteras de 1967.




Por tanto, en cuanto al proyecto en estudio, insistió en que es un acuerdo técnico, que no define a los territorios a los cuales se va a aplicar. Añadió que, en términos generales, los acuerdos aduaneros no hacen referencia a territorios específicos a los cuales se va a aplicar. En este sentido, afirmó que Chile perfectamente podría firmar más adelante, un acuerdo aduanero con Palestina. Indicó que el firmar un acuerdo con Israel no quita que se pueda firmar uno con Palestina, y nuestro país al firmar el convenio, no deja de seguir aplicando su política exterior en relación a Palestina, que es de reconocimiento a ese Estado.




A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, preguntó si había conversaciones con el Estado Palestino para hacer un acuerdo de similar naturaleza.





El señor Cristian Davis respondió que no está a cargo de la relación con Palestina, situación por la cual no podría informar con detalle si en este momento se está negociando un Acuerdo. Precisó que se encuentra a cargo de la relación con Israel.





Agregó que las relaciones con Israel y Palestina se manejan de manera distinta, se ven como dos Estados diferentes. Expresó que cada Estado tiene la facultad de iniciar sus propios acuerdos, y así como Israel firmó este acuerdo, Palestina también podría firmar uno similar.




Destacó que este acuerdo también tiene aspectos positivos para la relación con Palestina, por ejemplo, una de las facultades que se le da a Aduana es solicitar información respecto del origen de los productos que vienen desde Israel, información específica, lo cual permitiría aclarar cuál es la procedencia de los productos, y que efectivamente provengan de Israel y no de los territorios ocupados.




Sobre lo anterior, recordó que una de las facultades que tiene la Aduana es sancionar a las entidades que exporten productos a Chile y que no declaren el verdadero origen de los productos. En ese sentido, informó que el proyecto sirve para clarificar el origen de éstos y sancionar las declaraciones que no sea verdaderas. Añadió que políticamente también es conveniente, porque permite aclarar y definir bien qué se va a considerar como producto originario de Israel y de Palestina, ya que hoy en día no está la facultad para pedir esa información. Además, por ley de transparencia, un particular también podría solicitar esa información a Aduanas.





El señor Troncoso manifestó que el artículo 3, N° 2., del Convenio alude, específicamente, a la información que se debe proporcionar respecto a la asistencia, la cual dice: “Previa solicitud, la autoridad requerida brindará a la autoridad requirente información concerniente al origen de todas las mercancías exportadas desde el territorio de la parte requerida y los resultados de las indagaciones correspondientes que hayan sido llevadas a cabo por la autoridad requerida dentro de su territorio”. Puntualizó que se dispondrá de información para utilizar, en virtud del acuerdo, precisamente para los fines que interesan en este sentido.




El Honorable Senador señor Letelier replicó que se refiere a la típica información aduanera, que no tiene nada que ver con Israel o Palestina, ya que es lo que se pide siempre para evitar el contrabando.




Por tanto, volvió a consultar a la Cancillería si se ha comenzado un diálogo para tener un acuerdo asimétrico con Palestina. Añadió que esa es su única inquietud política, porque no hay que crearse conflictos que nos son ajenos.




El Honorable Senador señor Larraín concordó en que es importante contar con una respuesta clara en esta materia por parte de la Cancillería.




El señor Troncoso respondió que hasta el momento no se han iniciado esas negociaciones, pero nada impide que se puedan realizar. Acotó que el propio Parlamento tiene la posibilidad de influir en ese sentido, pues podría sugerir la realización de negociaciones de esa naturaleza.




A su vez, el señor Cristian Davis agregó que la Embajada de Israel también ha informado que ellos no tienen problema en que Chile firme un acuerdo similar con Palestina.




Luego, el Honorable Senador señor Larraín reiteró que la discusión no tiene que ver exactamente con este acuerdo, sino que más bien con el efecto que tiene por el contexto en que este problema se da. Por ello, sugirió que la Comisión oficie a la Cancillería pidiéndole que, así como se han desarrollado estas tratativas con el Estado de Israel, se haga lo propio con la Autoridad del Estado Palestino, porque esa es la manera de avanzar en una misma calidad de relaciones, de manera de no producir diferencias que puedan generar en nuestro país dificultades ajenas a nuestra situación, incorporando un conflicto externo. Reiteró que Chile tiene el mismo respeto por Israel y por Palestina.





Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier preguntó si podría la Comisión solicitar al Ejecutivo que haga una reserva, en el sentido de que siempre se preguntará o se garantizará que no se exporten como israelíes mercancías provenientes de territorios ocupados.





El señor Troncoso respondió que, según el derecho internacional, no es posible hacer reservas a un tratado bilateral, ya que ellas son factibles únicamente en tratados multilaterales. Sin embargo, expresó que se podría estudiar la posibilidad de buscar algún tipo de declaración interpretativa. En todo caso, manifestó no estar en condiciones de entregar esa información en este momento.





Al respecto, el Honorable Senador señor Larraín solicitó dejar constancia de lo siguiente: primero, que Chile reconoce tanto al Estado de Israel como al Estado de Palestina; y segundo, sobre el origen de las mercancías a las cuales se refiere el tratado, se entiende que se refiere a las provenientes del territorio del Estado de Israel con las fronteras establecidas por las Naciones Unidas, que son la que Chile ha reconocido históricamente.




Puesto en votación el proyecto de acuerdo, los Honorables Senadores señores Larraín y Pizarro votaron a favor y los Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos y Letelier se abstuvieron.




Repetida la votación, en conformidad al inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, nuevamente los Honorables Senadores señores Larraín y Pizarro votaron a favor y los Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos y Letelier se abstuvieron.





De conformidad al inciso final del artículo 178 del Reglamento del Senado, los votos de los Honorables Senadores que se abstuvieron se consideran como favorables a la posición que haya obtenido mayor número de votos.





En consecuencia, el proyecto de acuerdo quedó aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.
- - -




En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua en Materia Aduanera, suscrito en la ciudad de Valparaíso, Chile, el 20 de enero de 2014.”.

- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 1 y 22 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedán), Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 22 de agosto de 2017.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE ISRAEL SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA ADUANERA”

(10.207-10)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.




A la sesión en que la Comisión analizó este asunto  asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:

Del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subdirector de la Dirección de Medio Oriente y África (DIREMOA), señor Gonzalo Fernández, y el Ministro Consejero y Subdirector Américas de la Dirección de Asuntos Parlamentarios, señor Renato Valdivia.

Del Servicio Nacional de Aduanas, el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales, señor Fabián Villarroel, y la Abogada del Departamento de Asuntos Internacionales, señora Lina Meneses.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

- - -

El proyecto de acuerdo fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, que hizo presente en su informe su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único y en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado. La Comisión de Hacienda se hizo eco de dicha proposición. 
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Subdirector de la Dirección de Medio Oriente y África (DIREMOA) del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Gonzalo Fernández, planteó que se busca favorecer el intercambio comercial como política general del país y el Acuerdo con el Gobierno del Estado de Israel apunta en dicho sentido.

Manifestó que se contempla una cláusula en el sentido de indicar que productos que provengan o se elaboren con insumos con origen en territorios palestinos ocupados por Israel no pueden señalarse como provenientes de Israel. 




Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Montes y Pizarro) y una abstención (del Honorable Senador señor Lagos). 
- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 9 de julio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Los Acuerdos sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua se enmarcan en los denominados “Acuerdos de Cooperación Aduanera”, que buscan facilitar la coordinación y correcta aplicación de la legislación aduanera, y asimismo, avanzar en la prevención, investigación, procesamiento y combate de las infracciones del rubro.

Como parte de la política de inserción internacional de Chile, además de Tratados y Acuerdos de Libre Comercio, Asociación y/o Complementación Económica, se han suscrito Acuerdos de Cooperación Aduanera con los Estados Partes del Mercosur, y Comunidad Europea, Estados Unidos de Norte América, entre otros.

Lo indicado, más el reconocimiento de la República de Chile y de la República de Israel, de identificar que a través de la colaboración aduanera se benefician los intereses económicos y fiscales -entre otros- de ambas Partes, llevó a suscribir el acuerdo en análisis.
II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El acuerdo suscrito facilitará una mayor eficiencia y eficacia en materia aduanera, en consecuencia, debería generar mayores ingresos fiscales -por disminución de la evasión y elusión aduanera- los que no resultan factibles de cuantificar preliminarmente.

En materia de gasto fiscal, no se generan nuevos compromisos financieros, con la sola excepción de aquellos costos relacionados con la contratación de peritos expertos, intérpretes que no sean funcionarios de Gobierno y eventuales solicitudes de comparecencia de funcionarios de la República de Israel para participar en procesos administrativos o judiciales, si la legislación vigente así lo permite. Las excepciones señaladas tienen un carácter eventual y, en esta instancia se estiman de menor significación.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua en Materia Aduanera, suscrito en la ciudad de Valparaíso, Chile, el 20 de enero de 2014.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 21 de noviembre 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 21 de noviembre de 2017.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO DE SEDE ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO ‘TÚNEL INTERNACIONAL PASO DE AGUA NEGRA’ (EBITAN)”, SUSCRITO EN SANTIAGO EL 6 Y 9 DE ENERO DE 2017 

(11.218-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 24 de julio de 2015.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 17 de mayo de 2016, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.




También concurrieron, de la Fundación Jaime Guzmán: la asesora, señora María Teresa Urrutia. De la oficina del Senador Alejandro García-Huidobro: el asesor, señor Ignacio Morandé. De la oficina del Senador Hernán Larraín, la asesora: señora Daniela Lazo. De la oficina del Senador Francisco Chahuán: el asesor, señor Octavio Tapia. De la Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señorita Constanza González.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile, de 14 julio de 1975, publicado en el Diario Oficial del 19 de julio de 1975.





d) Decreto supremo N° 597, de 1984, del Ministerio del Interior, que aprueba nuevo reglamento de extranjería, de 14 de junio de 1984, publicado en el Diario Oficial del 24 de noviembre de 1984.





2.- Mensaje de S.E. la Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, fue suscrito en Nassau, el 20 de abril de 2015.




Destaca que el Acuerdo constituye una excepción a la legislación de extranjería vigente en nuestro país, contenida en el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile; y en el decreto supremo N° 597, de 1984, que aprueba el nuevo reglamento de extranjería, ambos del Ministerio del Interior. Indica el Ejecutivo que encuentra su plena justificación en el deseo de ambas Partes de estrechar los lazos de amistad que las unen.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 5 de agosto de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 11 de agosto de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 12 de mayo de 2016, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus integrantes presentes (79 votos a favor).





4. Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de un Preámbulo y once artículos, que se reseñan a continuación.




En el Preámbulo las Partes manifiestan la voluntad de promover las relaciones de amistad, sobre la base del principio de reciprocidad, al eximir del requisito de visa a los nacionales de ambos Estados que posean pasaportes diplomáticos y oficiales.




El artículo 1 indica que el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y el Ministerio de Relaciones Exteriores e Inmigración de la Mancomunidad de Bahamas serán las autoridades competentes responsables de la implementación del Acuerdo.





Luego, el artículo 2 norma que los beneficiarios del Acuerdo podrán ingresar, salir, transitar y permanecer en el país de la otra Parte por un período no superior a noventa días, sin necesidad de obtener visa.




El artículo 3 señala que los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales que sean destinados en una misión diplomática o representación consular en el territorio de la otra Parte, podrán ingresar a, permanecer en, y abandonar dicho territorio durante el período de su destinación, siempre que hayan cumplido con los requisitos de acreditación de esa Parte dentro de los noventa días siguientes a su arribo. Agrega que lo mismo se aplicará a los miembros de su familia que forman parte de su hogar y que sean titulares de un pasaporte oficial o diplomático.




Por su parte, el artículo 4 prescribe que los beneficiarios del Acuerdo deberán entrar o salir del territorio de la otra Parte a través de los puntos de ingreso y de salida habilitados para el tráfico internacional.





El artículo 5 indica que los nacionales de cualquiera de las Partes, titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales, no estarán exentos de cumplir la ley nacional vigente en el territorio de la otra Parte.




Luego, el artículo 6 establece que cada Parte se reserva el derecho de denegar el ingreso o reducir la permanencia en su respectivo territorio a un nacional de la otra Parte, sobre una base discrecional, cuando su presencia sea considerada inconveniente. En caso que el nacional extraviara su pasaporte en el territorio de la otra Parte, informará a las autoridades competentes de esa Parte a fin de que se adopten las medidas pertinentes, se emita un nuevo pasaporte por Parte de su misión diplomática o consulado y se informe de ello al país anfitrión.




El artículo 7 señala que las Partes pueden suspender el Acuerdo de forma total o parcial por razones de seguridad nacional, orden público o salud pública.




Enseguida, el artículo 8 estipula que cada Parte enviará a la otra, por la vía diplomática, ejemplares de sus pasaportes diplomáticos y oficiales, junto con una descripción detallada de los documentos actualmente utilizados, a más tardar treinta días antes de la entrada en vigor del Acuerdo y, en caso de modificación de dicha documentación, entregará a la otra Parte el nuevo ejemplar, junto con una descripción detallada de este.





El artículo 9 indica que las modificaciones al Acuerdo podrán realizarse por consentimiento mutuo de las Partes y por medio de intercambio de notas por la vía diplomática.





A continuación, el artículo 10 señala que la solución de las controversias que surjan de la interpretación, aplicación o implementación del Acuerdo serán resueltas por las Partes en forma amigable, mediante consultas o negociaciones.





Finalmente, el artículo 11 establece que el Acuerdo tendrá duración indefinida, sin perjuicio de que las Partes puedan ponerle término mediante notificación, y que comenzará a regir sesenta días después de la fecha de la última Nota en que una de las Partes comunique a la otra que los trámites internos para su aprobación se han cumplido.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto.





El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, explicó que este proyecto es similar a otros aprobados por el Congreso. Agregó que permite eximir del requisito de visa a los titulares de pasaportes, tanto diplomáticos como oficiales, lo cual es una excepción a la legislación de extranjería vigente en nuestro país, ya que el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile, establece en su artículo 4° que: “Los extranjeros podrán ingresar a Chile en calidad de turistas, residentes, residentes oficiales e inmigrantes, de acuerdo con las normas que se indican en los párrafos respectivos de este decreto ley”. Añadió que dicha norma se relaciona con el artículo 5°, del mismo cuerpo legal, que señala que visa “es el permiso otorgado por la autoridad competente, estampado en un pasaporte válido y que autoriza a su portador para entrar al país y permanecer en él por el tiempo que determine.”.





Asimismo, indicó que lo anterior se complementa con el artículo 10° del decreto supremo N° 597, de 1984, del Ministerio del Interior, Reglamento de extranjería, el cual dispone que los residentes, residentes oficiales e inmigrantes, deberán ingresar al territorio nacional premunidos de visaciones, entendiéndose por tal, el permiso otorgado por la autoridad competente estampado en un pasaporte o documento análogo, válido y que autoriza a su portador para entrar al país y permanecer en él por el tiempo que determine.




La Comisión, teniendo en cuenta los argumentos expuestos, manifestó que la aprobación de esta iniciativa permitirá facilitar los desplazamientos hacia la Mancomunidad de las Bahamas, como asimismo, incrementar las relaciones con dicho Estado.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín y Pizarro.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Nassau, el 20 de abril de 2015.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 5 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 5 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO DE SEDE ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA ENTIDAD BINACIONAL PARA EL PROYECTO ‘TÚNEL INTERNACIONAL PASO DE AGUA NEGRA’ (EBITAN)”, SUSCRITO EN SANTIAGO EL 6 Y 9 DE ENERO DE 2017

(11.218-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.
A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el asesor de la Dirección de Fronteras y Límites del Estado y Miembro del Consejo de Administración del EBITAN, señor Anselmo Pommes, y el asesor de la misma Dirección, señor Enrique Poblete.

Del Ministerio de Obras Públicas, el Jefe de Asesores y Presidente Pro Tempore de la EBITAN, señor Enrique Álvarez, y el asesor legislativo, señor Pablo Aranda.

De la Dirección de Presupuestos, el Jefe de la División Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

La Sala del Senado, en sesión de 20 de junio de 2016, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Permitir a la EBITAN el pleno ejercicio de la capacidad jurídica otorgada por el artículo 4 del II Protocolo en todo el territorio chileno.

- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN


El artículo único del proyecto de acuerdo aprueba el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN), suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017.
El Jefe de Asesores del Ministerio de Obras Públicas y Presidente Pro Tempore de la EBITAN, señor Enrique Álvarez, explicó que la entidad binacional es un organismo creado con personalidad jurídica internacional que tiene por objetivo conducir la construcción del túnel que unirá la Región de Coquimbo con la Provincia de San Juan en Argentina. El acuerdo de sede es un instrumento necesario para seguir con el proceso que desembocará en la licitación, construcción y operación del túnel. Agregó que otorga inmunidad a los integrantes de la entidad binacional, protege los contratos que suscribirá con consorcios internacionales, contemplando el arbitraje como mecanismo de solución de controversias, y el financiamiento que los dos estados harán de las sedes en cada país. Acotó que, en el caso de Chile, se ha decidido que la sede administrativa estará en la ciudad de Santiago y la sede ejecutiva en la Región de Coquimbo.

El Asesor de la Dirección de Fronteras y Límites del Estado del Ministerio de Relaciones Exteriores y Miembro del Consejo de Administración del EBITAN, señor Anselmo Pommes, señaló que el Acuerdo de Sede entrega personalidad jurídica internacional a la Entidad Binacional, pudiendo celebrar, de este modo, contratos conducentes a la construcción del túnel internacional.
Puesto en votación el artículo único del proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.
---
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 24 de abril de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1) Como es de conocimiento del H. Congreso, el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina suscrito en Maipú el 30 de octubre de 2009, de igual fecha, creó la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra (EBITAN). Su función y objeto principal es ejercer todas las funciones y obligaciones necesarias para concretar dicho Proyecto.

Por su parte, el II Protocolo Complementario del mismo Tratado, suscrito el 23 de diciembre de 2014, junto con ratificar la voluntad de concretar el Proyecto e informar de su costo esperado, dispuso que la EBITAN debía celebrar con la República de Chile y la de Argentina sendos Acuerdos de Sede, adecuados a la naturaleza de sus funciones, para materializar sus sedes centrales en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en Santiago, al menos.

En consecuencia, el presente Acuerdo de Sede suscrito entre el Gobierno de la República de Chile y la EBITAN, da cumplimiento a lo señalado, en el sentido de permitir establecer en nuestro país una sede de dicha entidad, reconociéndose en el mismo II Protocolo el estatus jurídico necesario para su funcionamiento en nuestro territorio.

2) En relación con lo anterior, el presente Informe financiero se refiere a los efectos fiscales de la implementación del Acuerdo de Sede en la República de Chile, destacándose los siguientes aspectos:

a. La Sede de la EBITAN en Chile estará radicada en la ciudad de Santiago y podrá instalar, por el tiempo que estime necesario, subsedes u oficinas en cualquier otro lugar del territorio nacional. Para materializar lo anterior, se ha decidido que durante sus primeros años de operación, la Sede de EBITAN en Chile se instale en dependencias del Ministerio de Obras Públicas, permitiendo con esto aprovecharlas y, además, facilitar las coordinaciones necesarias entre ambos organismos para llevar a cabo la licitación de la construcción del Túnel de Agua Negra y su supervisión.

Con ello se da cuenta del compromiso de la República de Chile de hacerse cargo de los gastos relacionados con la Sede de la EBITAN, tal como se señala en el Artículo 5 del Acuerdo de Sede objeto de este Proyecto de Acuerdo.

b. La EBITAN, sus bienes y haberes estarán exentos de todo impuesto directo, así como también de derechos de aduana y de prohibiciones y restricciones a la importación o de exportación respecto de los artículos de su uso oficial, tal como se señala en el Artículo 11 del citado Acuerdo de Sede.

II. Efecto del Acuerdo de Sede sobre el Presupuesto Fiscal

Respecto de los gastos fiscales, se estima que el primer año de operación significará gastos aproximados de $40.1 millones, los que serán financiados con cargo a la Partida 12, del Ministerio de Obras Públicas.

Respecto de los ingresos, la aplicación del Artículo 11 del Acuerdo de Sede podría implicar una menor recaudación potencial. Sin embargo, se estima que ésta no afecta la proyección incluida en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el 2017 dado que las operaciones de la Sede de EBITAN son nuevas respecto de la economía y solo iniciarían a partir de la aprobación del presente Proyecto de Acuerdo.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN), suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017.”.
---
Acordado en sesión celebrada el día 21 de noviembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

  Sala de la Comisión, a 21 de noviembre de 2017.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario De La Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 1269 DEL CÓDIGO CIVIL EN LO RELATIVO AL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE PETICIÓN DE HERENCIA 

(11.506-07)

La acción de petición de herencia ("actio petitio hereditatis") se ha tratado, en la doctrina, como la acción que ejercita el heredero frente a quien detenta la herencia, dicha definición doctrinaria se ha complementado por la jurisprudencia, al definirla como aquella que "ejercita la persona que pretende que se le declare heredera y se le atribuya la cuota que le corresponde en la herencia frente a quien posee los bienes como si fuera dueño".
Dentro de la misma línea se ha definido a esta acción por la doctrina como "Aquella que le corresponde al dueño de una herencia contra el que la está poseyendo invocando a su vez la calidad de heredero, para que se le reconozca genuina condición de heredero y se le restituyan los bienes que conforman la herencia".
En la vida común no son pocas las situaciones en que en materia sucesoria se producen situaciones injustas y abusivas por parte de ciertos herederos en perjuicio de otros.
Todo lo anterior tiene sentido ya que nuestro sistema sucesorio es de difícil conocimiento y entendimiento para el común de la población, lo que genera muchas veces que personas por ignorancia o desconocimiento o buena fe, no ejercen en forma correcta ni oportuna sus derechos hereditarios, frente a otros herederos reales o falsos, quienes aprovechándose de las circunstancias y la ignorancia de los legítimos herederos se apropian de cosas ajenas, y muchas veces de considerables sumas de dinero, que generalmente incluyen bienes raíces de un no despreciable valor.
Respecto a la prescripción de la acción de petición de herencia se ha afirmado que al igual que la acción reivindicatoria, esta "no se extingue por su no ejercicio, sino que, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 2517 del Código de Bello, prescribe conjuntamente con el derecho real de herencia al que atañe".
Por tanto, dicha acción se extinguiría a consecuencia de la pérdida del derecho de herencia, y este derecho se perderla cuando otro lo adquiere por prescripción. Es decir, la acción de petición de herencia se extinguiría por la prescripción adquisitiva del derecho de herencia.
Esta especial regulación de la prescripción de la acción de petición de herencia se explica puesto que de acuerdo a los principios que guían la legislación civil, estando la herencia en manos de un falso heredero o del que aparenta serlo y si transcurren 5 o 10 años, el derecho real de herencia pasará a manos de este falso heredero del que aparenta serlo y con esta titularidad, que adquiere por prescripción adquisitiva el derecho real de herencia pues este poseedor transcurrido los plazos de prescripción, adquiere la legitimación activa para ejercer la acción de prescripción, de acuerdo al Artículo número 2517 del código civil.
Sin embargo dichas normas que configuran la esencia del sistema de nuestro Código Civil, reconoce una doble afirmación para el caso de la acción de petición de herencia pues existe una norma expresa en el Código civil que señala que "El derecho de petición de herencia expira en 10 años".
Dicha norma es el artículo 1269 del código Civil.
Pues bien, en nuestra oficina parlamentaria son muchos casos que recibimos, con personas que han sido defraudados en sus legítimos derechos hereditarios por personas que en forma hábil e incluso de mala fe han burlado sus legítimos derechos.

Muchas de estas situaciones se provocan también porque en zonas extremas no todas las personas pueden estar presentes para hacer los trámites pues están en otra región o fuera del país, y sucede que al momento de querer hacer valer su derecho, el paso del tiempo ha extinguido su posibilidad de ejercer cualquier acción pues ha prescrito.
Por esto mediante este proyecto de ley queremos proponer aumentar dicho plazo de prescripción de esta acción desde los 10 años en que actualmente se extingue a 30 años.
Creemos que el plazo de 30 años es más que suficiente para asegurar a cualquier heredero poder reclamar justamente y a tiempo sus derechos hereditarios, que tienen relación directa con el patrimonio familiar.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente;
Proyecto de Ley

Artículo Único: Sustitúyase el artículo 1269 del Código Civil por el siguiente:
Art. 1269. El derecho de petición de herencia expira en treinta años. Pero el heredero putativo, en el caso del inciso final del artículo 704, podrá oponer a esta acción la prescripción de 20 años.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY N° 21.020, SOBRE TENENCIA RESPONSABLE DE MASCOTAS Y ANIMALES DE COMPAÑÍA, EN LO RELATIVO A LA ESTERILIZACIÓN DE PERROS DE RAZA 

(11.507-11)
Exposición de motivos.

Con fecha 2 de agosto de 2017, fue publicada la ley N° 21.020, sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, que fue objeto de un extenso debate, desde su ingreso a tramitación en el año 2009, y que incluyó tres trámites constitucionales y la conformación de una Comisión Mixta, como asimismo el control preventivo en el Tribunal Constitucional, antes de su promulgación.
Dentro de sus disposiciones, una que ha sido objeto de cuestionamiento, es el inciso quinto del artículo 25 del mencionado texto legal, que establece: "Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía, de la especie canina y felina, deberán esterilizarlos antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero debidamente establecido e inscrito en el registro pertinente."
A este respecto, cabe señalar que durante su trámite en la Cámara de Diputados, se hizo una reserva de constitucionalidad de dicha norma, por parte del Diputado Sergio Gahona, al señalar textualmente: "Señor Presidente, hago expresa reserva de constitucionalidad respecto del inciso quinto del artículo 25. Me parece que, conforme a su actual redacción, resulta desproporcionado, ya que impone una medida extrema e innecesaria para lograr los fines del proyecto. Me baso en lo que ha sido la jurisprudencia constante del Tribunal Constitucional en esta materia, fundada en lo que dispone el número 26° del artículo 19 de la Constitución Política, en relación con la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria."
Durante el trámite de control preventivo del proyecto ante dicha magistratura, si bien en la sentencia rol 3489-2017, se dejó constancia que el referido artículo 25, no tiene rango de norma orgánica constitucional, y por tanto no se encuentra sujeta al control preventivo pertinente, los Ministros Iván Aróstica, María Luisa Brahm y Cristián Letelier, votaron en contra de la mencionada decisión, señalando en lo pertinente lo siguiente:
"Al hacer obligatoria la esterilización de los animales, previo a su entrega a cualquier título por los dueños de criaderos y vendedores, la norma excluye a un importantes número de criadores que efectúan su actividad económica a pequeña escala, en el contexto de un mercado limitado, en que la oferta y demanda del mismo es circunscrita a un reducido público interesado en la misma. Ello es importante en torno 

un valor que el Constituyente busca reafirmar en virtud de la enunciada garantía constitucional: la libre iniciativa económica. Con la redacción del proyecto y la exigencia que éste efectúa en torno a la esterilización obligatoria de mascotas y animales de compañía, se priva al propietario del legítimo derecho que éste ostenta de iniciar su propio emprendimiento, al reducir los ejemplares disponibles para cruza, requisito inequívoco para quien desee desarrollarse en la actividad económica en cuestión."
Asimismo, en el considerando 6° de su voto disidente, los mencionados Ministros, consignaron: "Que, lo anterior engloba la afectación de otra garantía fundamental, cual es, aquella comprendida en el artículo 19, numeral 24° constitucional: el derecho de propiedad. Al adquirir una mascota o animal de compañía, ya infértil, se afecta la capacidad de goce y disposición de los animales, cuestión que en caso alguno se encuentra dentro de las hipótesis que la Carta Fundamental tolera para su restricción. Peor aún, tal como fue discutido en el Congreso Nacional, la esterilización provoca importantes deficiencias fisiológicas en los animales (fojas 122, intervención del H. Diputado señor Farías), que no pueden soslayarse al momento de efectuar un análisis global del proyecto en examen de cara su contraste con las garantías constitucionales consagradas en el Texto Fundamental. Si bien son comprensibles los fines que el proyecto busca resguardar, las restricciones para lograrlo se tornan excesivas y por ello, en contrarias a la Constitución Política en los términos ya enunciados."
Ahora bien, sin perjuicio de los vicios de constitucionalidad que los integrantes del Tribunal Constitucional dejaron constancia en su fallo, es del caso destacar que existen otros antecedentes de orden práctico que hacen inviable dicha norma.
En efecto, en lo que respecta a determinadas especies caninas, que participan de competencias deportivas, se les debe llevar un registro genealógico, lo que está normado por estándares internacionales, no permitiéndose que un ejemplar castrado o esterilizado participe en esas actividades deportivas.
En tal virtud, estimamos que esta norma que impide la legítima reproducción de las mencionadas especies, afectando -como bien lo señalara el voto disidente en el fallo ya aludido- la capacidad de goce y disposición de esos animales, no debe aplicarse a los perros de raza inscritos en las organizaciones que mantengan el registro genealógico de las razas caninas en el país.
En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifíquese el inciso quinto del artículo 25 de la ley N° 21.020, sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, agregándose a continuación de su punto final, la siguiente oración:
"Esta disposición no será aplicable a los perros de raza inscritos en las organizaciones que mantengan el registro genealógico de las razas caninas en el país."

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 5° Y 5°A DE LA LEY N° 17.798, SOBRE CONTROL DE ARMAS Y EXPLOSIVOS, EN LO CONCERNIENTE AL PORTE DE ARMAS CON FINES DEPORTIVOS 

(11.508-02)
Exposición de motivos.

El texto actual del artículo 10 de la ley N° 17.798, establece: "El que, contando con la autorización a que se refiere el artículo 4°, entregare a un menor de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo. La misma sanción se impondrá al que, teniendo dicha autorización, permitiere que un menor de edad a su cargo tenga en su poder alguno de los elementos antes mencionados."
Si bien es cierto que la idea matriz de esta disposición, tal como se planteó en las discusiones que dieron origen a la señalada modificación, era evitar que delincuentes, principalmente pertenecientes a organizaciones ligadas al tráfico de drogas, usaran a menores de edad como "soldados" aprovechando la inimputabilidad de estos últimos, lo cierto es que en la práctica esta disposición termina de raíz con cualquier tipo de deporte de alto nivel relacionado con el tiro deportivo, dado que un joven podría comenzar su entrenamiento legalmente recién a los dieciocho años, edad con la que resulta muy difícil llegar a un nivel competitivo internacional y mucho menos olímpico. Debemos tener presente que una de las trece medallas olímpicas que ha obtenido Chile en toda su historia proviene de estos deportes.
Una situación similar sucede con la caza, la que sólo puede ser enseñada a mayores de edad, eliminando por completo la posibilidad de que los padres traspasen a sus hijos las tradiciones, respeto por la naturaleza y responsabilidad, valores tan asimilados por quienes practican la caza.
De esta forma, con la ley actualmente vigente, cualquier padre, que sea legalmente dueño de un arma inscrita y con todos sus permisos al día, arriesga una pena privativa de libertad si enseña a su hijo a disparar, ya sea con fines deportivos o cinegéticos, aun cuando lo haga en un ambiente controlado y con todas las medidas de seguridad propias de dichas actividades.
En igual pena incurrirá el padre de familia que, teniendo un arma legalmente inscrita para la defensa del hogar, enseñe a sus hijos menores de dieciocho años sobre la correcta y segura utilización de ésta, lo que aparte de la sanción penal, conllevará el desconocimiento e ignorancia de los menores y demás miembros de la familia, lo que aumenta el riesgo de ocurrencia de accidentes.
Es del caso señalar que, la Ley de Control de Armas y Explosivos, en su artículo 5° A sí contempla la forma de que un menor pueda inscribir un arma y así practicar el tiro, lo que reafirma el espíritu de la ley de permitir que menores de edad practiquen actividades relacionadas con el tiro, al prescribir: "Las autoridades señaladas en el artículo 4° sólo permitirán la inscripción de una o más armas cuando su poseedor o tenedor cumpla con los siguientes requisitos: a) Ser mayor de edad. Se exceptúan de este requisito los menores de edad que se encuentren registrados como deportistas, debidamente autorizados por sus representantes legales, para el solo efecto del desarrollo de dichas actividades. En este caso, el uso y transporte de las armas deberá ser supervisado por una persona mayor de edad, quien será legalmente responsable del uso y transporte de las mismas;"
Estimamos que si bien el texto de esta norma se inspira en una noble finalidad, en la práctica resulta discriminatorio y muy poco aplicable, puesto que obliga a cualquier padre que pretenda iniciar a su hijo en el tiro deportivo, a inscribirlo en un club y comprarle un arma con todos los costos asociados que esto involucra y trámites inherentes. Además, se discrimina a aquel padre que quiere iniciar a su hijo menor de edad en la caza, pues la norma indica que solo se permitirá a aquellos menores registrados como deportistas.
A lo anterior, debe agregarse que tal tramitación se requiere solo para poder comprarle un arma al menor y comenzar a instruirlo en la práctica deportiva, corriendo el riesgo de que toda esa inversión se vea desperdiciada si el menor no quisiera seguir practicando, ya que antes de inscribir un arma de fuego a nombre de este, es ilegal entregarle un arma, aunque sea con fines de enseñanza.
Tal situación ciertamente deja fuera a gran parte de las personas que, aun cuando quiera cumplir a cabalidad la ley, simplemente no cuenta con los recursos económicos para inscribir a su hijo en un club de tiro, comprarle un arma e inscribirla recién para poder enseñarle alguna de las disciplinas del tiro deportivo.
A fin de corregir esta situación se propone modificar la ley actual, con el fin de permitir que adultos responsables (padres, tutores, curadores o instructores de tiro), que sean propietarios de armas de fuego o instructores no propietarios, que se encuentren acreditados, sean o no deportistas o cazadores y sin antecedentes penales por delitos que merezcan una pena aflictiva, puedan, en un ambiente controlado y con todas  las  medidas  de seguridad contempladas en  la ley  y las buenas prácticas de la
actividad, iniciar a menores de edad bajo su responsabilidad en la práctica del tiro defensivo, deportivo o de la caza.
Siguiendo el aforismo jurídico "quien puede lo más, puede lo menos" sobre esto no se puede perder de vista que, un menor adulto puede adquirir un arma de fuego, ingresar a un club de tiro, autorizado por quien civilmente tiene su cuidado y a contrario sensu, siendo lo menos; el mismo menor, no puede practicar el uso de un arma de fuego supervisado por un adulto, lo que resulta un total contrasentido que debe ser corregido. A mayor abundamiento, nótese que, un joven de 17 años de edad, puede ingresar a la Escuela de Carabineros, lugar dónde rápidamente se les familiariza con el uso de armas de fuego.
Finalmente es necesario hacer notar el riesgo de ser asaltados que corren deportistas y cazadores al iniciar o terminar sus actividades, posibilitando a que delincuentes, que conocen la ubicación de clubes, que escuchan los disparos o bien conocen los lugares habituales, rurales o apartados destinados a la caza y que, de acuerdo a la actual ley, deportistas y cazadores deben transportar sus armas en cajas, no adosadas al cuerpo y apartadas de la munición, los transforma en un blanco muy apetecido para delincuentes que ven en ellos una manera fácil de hacerse de armas y municiones.
A fin de subsanar esta situación se propone establecer un permiso excepcional de porte de arma, adosado al cuerpo o de entre las ropas, cargadas, condicionado al trayecto de ida y regreso, desde su domicilio al club o clubes de tiro o lugar de caza, pudiendo en este último caso portar además un arma corta durante la actividad cinegética y así evitar un posible riesgo de asalto para robar armas.
Para los efectos antes señalados, se hace necesario modificar los artículos 5° y 5° A de la Ley N° 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos.
En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifíquese la ley N° 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos, de la siguiente forma:
a) En el inciso undécimo de su artículo 5°, agréguese a continuación de su punto final, la siguiente oración: "En forma excepcional, dicho permiso de transporte, incluirá la autorización para que, el deportista o cazador pueda portar un arma cargada y adosada al cuerpo, cuando se trate de deportistas o cazadores acreditados, y el arma se porte desde su domicilio hasta el o los clubes de tiro que habitúa concurrir por la actividad o competencias deportivas o lugar de caza y de regreso de los mismos a su domicilio"
b) En el literal a) del artículo 5° A, agréguese al final del punto y coma (;), que se reemplaza por un punto seguido (.), la siguiente oración: "De igual modo, los dueños de armas, que sean deportistas o cazadores e instructores de tiro, en ambos casos que se encuentren debidamente acreditados, podrán iniciar e instruir en la práctica del tiro defensivo, deportivo o en la casa, bajo su responsabilidad, a aquellos menores que se encuentren sometidos a su patria potestad, o respecto de los cuales su representante legal los hubiere autorizado debidamente mediante poder notarial extendido al efecto, a fin de que éstos accedan en su oportunidad a la respectiva acreditación."

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS MUÑOZ Y VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, BIANCHI, CHAHUÁN, COLOMA, DE URRESTI, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, GUILLIER, HARBOE, HORVATH, LAGOS, MATTA, NAVARRO, OSSANDÓN, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, POR MEDIO DEL CUAL, SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, SE SIRVA ENVIAR UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDA EL OTORGAMIENTO DE LA GRATIFICACIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE AUTORIDADES A TODOS LOS FUNCIONARIOS DE CARABINEROS Y DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIONES QUE CUMPLAN ESTA LABOR

(S 1.954 -12)

Fundamentos

1.- En nuestro país, el resguardo de la vida e integridad física de ciertas autoridades con perfil de riesgo, como el Presidente de la República, los Jefes de Estado extranjeros en visita, algunos senadores, algunos diputados, algunos jueces, algunos fiscales, entre otras figuras, ha sido entregada a Carabineros y a la Policía de Investigaciones. Ambas instituciones cumplen esta labor de resguardo a través de sus respectivos Departamentos de Protección de Personas Importantes (PPI), cuyo personal es imprescindible para que las autoridades bajo su protección puedan desarrollar sus funciones en un marco de tranquilidad, normalidad y permanente resguardo.
Se estima que el número de escoltas dependientes de las Fuerzas de Orden y Seguridad supera la cifra de 100 personas, mientras que quienes lo hacen sujetos a la Policía de Investigaciones serían aproximadamente 38 funcionarios.
2.- En virtud de la Ley N° 20.801, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile y modifica las normas que indica, publicada el 31 de diciembre de 2014, se estableció una gratificación especial, en su artículo 4°, denominada "de protección de autoridades", la que fue incorporada como literal g) al artículo 51 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.
Gracias a esta modificación legal, el personal de fila de Orden y Seguridad perteneciente a la dotación del Departamento de Protección de Personas Importantes -además de las dotaciones de Guardia de Palacio, del Grupo Escolta Presidencial y del Departamento de Seguridad Presidencial-, y que adicionalmente preste efectivamente servicios del artículo 3°, inciso sexto, de la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, podrá percibir una gratificación especial equivalente al 20% del sueldo base más la diferencia por goce de sueldos superiores.
Cabe indicar que los servicios del artículo 3°, inciso sexto, de la Ley Orgánica de Carabineros, y que deben ser efectivamente prestados, no se refieren a cualquier labor realizada por estos funcionarios, sino que específicamente aquellos que corresponden a "la protección de la persona del Presidente de la República y de los Jefes de Estado extranjeros en visita oficial, como asimismo la seguridad del Palacio de Gobierno y de la residencia de estas autoridades".
Como resultado de la Ley N° 20.801 se han generado dos categorías de funcionarios del Departamento de Protección de Personas Importantes. El primero corresponde a todo el personal del departamento de PPI de la Policía de Investigaciones y, también, la gran mayoría del personal del departamento de PPI de Carabineros, quienes no prestan servicios de resguardo de la persona y residencia del Presidente y de los Jefes de Estado extranjeros en visita. La segunda categoría, más privilegiada, es exclusivamente el personal del departamento de PPI de Carabineros que presta efectivamente servicios de "protección de la persona del Presidente de la República y de los Jefes de Estado extranjeros en visita oficial, como asimismo la seguridad del Palacio de Gobierno y de la residencia de estas autoridades". Estos últimos tienen derecho a percibir la gratificación especial equivalente al 20% del sueldo base más la diferencia por goce de sueldos superiores.
Adicionalmente, existen algunos funcionarios que aún cuando no pertenecen al Departamento de Protección de Personas Importantes, cumplen también una función de resguardo de autoridades con perfil de riesgo. Tal es el caso de los funcionarios de la Dirección General de Grupo de Escoltas y de la Brigada Presidencial de La Moneda, quienes se encuentran en la misma situación del primer grupo descrito precedentemente, que no gozan de la gratificación especial del 20% del sueldo base.
3.- Al efectuar un juicio de valor sobre la diferenciación antes expuesta, que da por resultado la coexistencia de dos categorías de funcionarios, en ambos casos dedicados a la protección de ciertas personas, ellas reciben un tratamiento diferenciado, distinción que parece injusta y arbitraria, carente de un fundamento fáctico razonable. Esto porque ambas categorías de funcionarios requieren la misma preparación profesional para desempeñar su cometido; asimismo, cada uno de ellos entrega en la práctica el mismo servicio de protección; y, por último, ellos ponen en riesgo de igual manera su vida e integridad física, con el propósito de resguardar la vida de un tercero constituido en dignidad o autoridad.
Frente a situaciones como la descrita, en la tradición del derecho se recurre al aforismo que señala, con una sabiduría acumulada de siglos, que donde existe la misma razón, debe existir la misma disposición.
En consecuencia, como no existen diferencias sustanciales en las funciones que justifiquen el pago de la gratificación especial del 20% a un grupo de escoltas de personas importantes y no al otro, lo más lógico y coherente es que al grupo menos privilegiado se le extienda el mismo beneficio, a fin de satisfacer un estándar de tratamiento legal igualitario y no discriminatorio. Esto incluye al personal del Departamento PPI de Carabineros y de la Policía de Investigaciones, así como también a los funcionarios de la Dirección General de Grupo de Escoltas y de la Brigada Presidencial de La Moneda. A una función de la misma naturaleza, sobre todo por las especiales características en que se desarrolla su actividad, es razonable que le corresponda una misma remuneración final.
4.- No cabe duda que la extensión de esta gratificación especial de "protección de autoridades", contenida en el artículo 51, literal g), del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, es una materia que el artículo 65 de la Constitución Política reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en donde los parlamentarios tienen limitación constitucional expresa para originar una moción en dicho sentido.
Por ello, es menester que el Poder Ejecutivo materialice el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto hacer extensivo dicho beneficio a todo el personal que cumpla funciones de protección de personas importantes, sean de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, y que no se encuentre prestando los servicios del artículo 3°, inciso sexto, de la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.
Por las razones previamente expuestas, proponemos a este Honorable Senado el siguiente
PROYECTO DE ACUERDO

En orden a solicitar a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien dentro del ejercicio de sus facultades constitucionales de carácter privativo, envíe un mensaje por el que extienda la "Gratificación Especial de Protección de Autoridades", del artículo 51, letra g), del Estatuto del Personal de Carabineros de
Chile, a todos los funcionarios que cumplan funciones de protección de personas importantes (PPI), ya sean de la Policía de Investigaciones como de Carabineros, que hoy se encuentran excluidos del goce de ese beneficio por no encontrarse prestando efectivamente los servicios específicos del inciso sexto, artículo 3°, de la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros

(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE SEÑALA QUE TOMÓ CONOCIMIENTO QUE EL SENADO DESECHÓ LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR ESA CORPORACIÓN AL PROYECTO DE LEY QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ Y COMUNICA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE DEBE FORMARSE AL EFECTO 

(10.584-07)
Oficio Nº 13.614
VALPARAÍSO, 22 de noviembre de 2017.
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que el H. Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, correspondiente al boletín N° 10.584-07.

En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- doña Claudia Nogueira Fernández 
- doña Marcela Sabat Fernández

- doña Daniella Cicardini Milla 

- don Claudio Arriagada Macaya

- don Fernando Meza Moncada

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 226/SEC/17, de 21 de noviembre de 2017.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DECLARA FERIADO EL 17 DE ENERO DE 2018 PARA LA REGIÓN DE LA ARAUCANÍA Y EL 18 DE ENERO DE 2018 PARA LA REGIÓN DE TARAPACÁ, CON MOTIVO DE LA VISITA DE SU SANTIDAD EL PAPA FRANCISCO
(11.350-06)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Fuad Chahin Valenzuela, René Manuel García García, Hugo Gutiérrez Gálvez, Gustavo Hasbún Selume, Fernando Meza Moncada, Diego Paulsen Kehr, René Saffirio Espinoza, Renzo Trisotti Martínez y Mario Venegas Cárdenas, respecto del cual se ha hecho presente “discusión inmediata”.


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, y acordó unánimemente proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas:


-Del Ministerio de Desarrollo Social: el Ministro, señor Marcos Barraza; la Abogada de Fiscalía, señora Tania Rojas; la Asesora, señora Nicole Reyes; el Asesor Especial, señor Mario González, y el Periodista, señor Ramón Vargas.


-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesores, señores Hernán Campos y Gonzalo Frei.


-Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Rodrigo Márquez.


-De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Investigadora, señora Gabriela Dazarola.


-De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún


-Los Asesores del Senador García Ruminot, señores Felipe Cox y Marcelo Estrella.


-Los Asesores del Senador Bianchi, señores Manuel José Benítez y Claudio Barrientos.


-El Periodista de Prensa Senado, señor Francisco Ramdohr.


-El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez.


-El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.


-Los Asesores del Senador Quinteros, señor Jorge Frites y señor Miguel Schlack.


-El Asesor del Senador Navarro, señor Jaime Oses.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar feriado el día 17 de enero de 2018 para la región de la Araucanía y el 18 de enero de 2018 para la región de Tarapacá, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política, artículo 19, N° 21.


2.- Código del Trabajo, artículo 38.


3.- Ley N° 20.517, que declaró feriado para la comuna de Puerto Natales el día 31 de mayo de 2011.


4.- Ley N° 19.973, que declaró feriados obligatorios e irrenunciables las fechas que indica.


5.- Ley N° 20.778, que establece día 20 de septiembre, feriado regional en la cuarta Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla.


6.- Ley N° 21.028, que establece como feriado el día 10 de agosto de 2017 en la Región de Tarapacá, con motivo de la fiesta religiosa de San Lorenzo.


7.- Ley N° 21.029, que establece como feriado el día 10 de agosto de 2017 en la Región de Atacama, con motivo de celebrarse el día del Minero.


8.- Ley N° 21.036, declara feriado el 20 de septiembre para la región de Coquimbo.

ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción señala que la Constitución Política de la República establece en el artículo 19 número 6, como deber del Estado el garantizar “la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos” para lo cual este debe contemplar normas y medidas que permitan el cumplimiento del mandato constitucional expresado. 


Así, el Estado debe dar garantías y facilitar a todo ciudadano el poder expresar libremente sus creencias religiosas, debiendo además preocuparse que cuando éstas sean masivas y representen un acontecimiento de gran envergadura, como es la visita de un pontífice, se asegure también que se desarrollen con resguardo del orden público y procurando que todo ciudadano pueda asistir libremente, garantizando los espacios, aspectos y elementos de los eventos religiosos presentes en la cultura social de las personas que se expresan pública y privadamente. 



Agrega que puesto que el Papa Francisco I ha anunciado su visita al país en enero de 2018, y que el Estado ha legislado en reiteradas ocasiones declarando ciertas festividades religiosas como feriados nacionales o regionales, asegurando el libre ejercicio de la libertad religiosa y de cultos, resulta del todo prudente y aconsejable que los días de la visita del pontífice que corresponden al 17 y 18 de enero de 2018 sean feriados regionales en la Araucanía y en Tarapacá respectivamente.

Señala que su visita generará gran expectativa y devoción, y hará que las personas quieran manifestar libremente sus creencias y participar de las celebraciones a que dé lugar, especialmente en las regiones que visitará, donde implicará mayor conmoción por la previsible gran afluencia de personas de ciudades y países cercanos.


Por último indica que la gran concurrencia de personas en Temuco e Iquique, el próximo 17 y 18 de enero de 2018, significará un trabajo y despliegue mayor de autoridades y servicios básicos orientados a garantizar el normal desplazamiento de personas por el lugar, como, asimismo, la atención y mitigación de posibles emergencias. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:


“Artículo único.- Declárase feriado el 17 de enero de 2018 para la región de la Araucanía y el 18 de enero de 2018 para la región de Tarapacá, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco.”.
- - -


Al iniciarse el estudio del proyecto el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que la iniciativa debe aprobarse sólo para el año 2018 con ocasión de la visita del Sumo Pontífice, porque después, de acuerdo a la iniciativa legal presentada por el Ejecutivo (Boletín N° 11.349-06), deben ser los Gobiernos Regionales quienes fijen un día al año como feriado regional. 

-Sometido a votación, el proyecto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, García y Quinteros (Presidente).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación aprobada, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase feriado el 17 de enero de 2018 para la región de la Araucanía y el 18 de enero de 2018 para la región de Tarapacá, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 22 de noviembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot (Alberto Espina) y Rabindranath Quinteros (Presidente).


Sala de la Comisión, a 22 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán, Secretario de la Comisión.
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